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El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, aprobó la
Ley Foral de Transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza

Ley Foral de Transparencia, 
acceso a la información pública y

buen gobierno 
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PREÁMBULO

I

La Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de la
Transparencia y del Gobierno Abierto, pretendió
condensar en una sola norma los diferentes
aspectos y principios esenciales que condujeran a
la Administración de la Comunidad Foral y al pro-
pio Gobierno de Navarra a ser definitivamente
transparentes, tratando de establecer las bases
de una nueva Administración Pública y de una
nueva forma de interrelación con la ciudadanía y
sentando el derecho de acceso a la información
pública como el punto nuclear de esa nueva rela-
ción jurídica incluida.

La aprobación y entrada en vigor de la Ley
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno,
ley básica en su mayor parte, supuso en el ámbito
estatal un cambio radical en relación con la regu-
lación existente con anterioridad, contenida en la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las administraciones públicas y del pro-
cedimiento administrativo común, favoreciendo en

todo momento el acceso de los ciudadanos y ciu-
dadanas a la información pública, acceso que solo
puede serles denegado motivadamente, cuando
concurra alguna de las causas expresamente pre-
vistas en la ley. 

En palabras de su preámbulo, la Ley 19/2013,
de 9 de diciembre, tiene un triple alcance: incre-
menta y refuerza la transparencia en la actividad
pública –que se articula a través de obligaciones
de publicidad activa para todas las Administracio-
nes y entidades públicas–, reconoce y garantiza el
acceso a la información –regulado como un dere-
cho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y esta-
blece las obligaciones de buen gobierno que
deben cumplir los responsables públicos, así
como las consecuencias jurídicas derivadas de su
incumplimiento –lo que se convierte en una exi-
gencia de responsabilidad para todas las perso-
nas que desarrollan actividades de relevancia
pública–. Con esta ley se avanza y se profundiza
en la configuración de obligaciones de publicidad
activa que, se entiende, han de vincular a un
amplio número de sujetos, entre los que se
encuentran todas las Administraciones Públicas,
los órganos del Poder Legislativo y Judicial en lo
que se refiere a sus actividades sujetas a Derecho
administrativo, así como otros órganos constitu-
cionales y estatutarios. Asimismo, la ley se aplica
a determinadas entidades que, por su especial
relevancia pública, o por su condición de percep-
tores de fondos públicos, vienen obligados a refor-
zar la transparencia de su actividad.

La Ley 19/2013 amplía y refuerza las obliga-
ciones de publicidad activa en distintos ámbitos,
así como el régimen de garantías del derecho de
acceso a la información pública.

Por otra parte, la Ley 39/2015, de 1 de octu-
bre, del Procedimiento Administrativo Común,
establece una nueva regulación de las relaciones
ad extra entre las Administraciones y los adminis-
trados, siendo su principal objetivo la implantación
de la Administración electrónica, obligatoria para
todas las Administraciones Públicas, reforzando
las garantías de los interesados, puesto que la
constancia de documentos y actuaciones en un
archivo electrónico facilita el cumplimiento de las
obligaciones de transparencia, permitiendo ofre-
cer información puntual, ágil y actualizada a las
personas interesadas.

Una de las novedades más importantes de la
Ley 39/2015, de 1 de octubre, es la separación
entre identificación y firma electrónica y la simplifi-
cación de los medios para acreditar una u otra, de
modo que, con carácter general, solo será nece-
saria la primera, y se exigirá la segunda cuando
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deba acreditarse la voluntad y consentimiento del
interesado, lo que facilita la eliminación de obstá-
culos para el ejercicio del derecho de acceso a la
información pública. En materia de archivos se
introduce como novedad la obligación de cada
Administración Pública de mantener un archivo
electrónico único de los documentos que corres-
pondan a procedimientos finalizados, así como la
obligación de que estos expedientes sean conser-
vados en un formato que permita garantizar la
autenticidad, integridad y conservación del docu-
mento, archivo electrónico que va ser una herra-
mienta muy útil para satisfacer las demandas de
información pública de la ciudadanía. 

Asimismo, en el procedimiento de elaboración
de normas, destaca la necesidad de recabar, con
carácter previo a la elaboración de la norma, la
opinión de ciudadanos y empresas acerca de los
problemas que se pretenden solucionar con la ini-
ciativa, la necesidad y oportunidad de su aproba-
ción, los objetivos de la norma y las posibles solu-
ciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

Por otra parte, en aras de una mayor seguri-
dad jurídica, se apuesta por mejorar la planifica-
ción normativa ex ante. Para ello, todas las Admi-
nistraciones divulgarán un plan anual normativo
en el que se recogerán todas las propuestas con
rango de ley o de reglamento que vayan a ser ele-
vadas para su aprobación el año siguiente. Al
mismo tiempo, se fortalece la evaluación ex post,
puesto que junto con el deber de revisar de forma
continua la adaptación de la normativa a los prin-
cipios de buena regulación, se impone la obliga-
ción de evaluar periódicamente la aplicación de
las normas en vigor, con el objeto de comprobar si
han cumplido los objetivos perseguidos y si el
coste y cargas derivados de ellas está justificado
y adecuadamente valorado.

En este contexto, la presente ley foral supera
la regulación parcial de la Ley Foral 11/2012, de
21 de junio, que limitaba la exigencia de transpa-
rencia al Gobierno de Navarra y a la Administra-
ción de la Comunidad Foral y a sus entes depen-
dientes, extendiendo su ámbito de aplicación a los
restantes poderes e instituciones públicas de la
Comunidad Foral, a la Administración Local, a la
Universidad Pública de Navarra y a otras perso-
nas y entidades. Amplía, asimismo, el alcance de
la publicidad activa y establece mecanismos que
garanticen en todo momento el derecho de acce-
so a la información pública, configurando este
derecho y el procedimiento para su ejercicio de
acuerdo con el Convenio del Consejo de Europa
sobre acceso a los documentos públicos. Queda
así definitivamente reforzado el carácter transver-

sal del principio de transparencia, alcanzando a
toda la organización y a toda la actividad de la
Administración y, especialmente, a los responsa-
bles de su actuación. La presente ley foral refleja,
en definitiva, cómo el principio de transparencia
requiere que los poderes públicos modifiquen la
forma de comportarse con la ciudadanía y de res-
ponder ante ella, interiorizando tanto los respon-
sables políticos como los empleados públicos el
principio de transparencia como un valor que ha
de guiar su actuación de manera constante.

II

La presente ley foral se fundamenta en el prin-
cipio de que la propiedad de la información y de
los datos públicos es de la ciudadanía y en la obli-
gación de la Administración de suministrarlos,
salvo aquellos que estén protegidos por la Ley de
Protección de Datos de Carácter Personal y aque-
llos que se encuentran en fases del procedimiento
administrativo reservadas. 

Junto con la nueva Ley Foral de Participación
Democrática, la Ley Foral 16/2016, de 11 de
noviembre, de Cuentas Abiertas, un nuevo Código
Ético que supere la Ley Foral 2/2011, de 17 de
marzo, por la que se establece un Código de
Buen Gobierno, y la Ley Foral 19/1996, de 4 de
noviembre, de incompatibilidades de los miem-
bros del Gobierno de Navarra y de los altos car-
gos de la Administración de la Comunidad Foral
de Navarra, la presente ley foral conforma el
marco normativo que debe inspirar a las Adminis-
traciones y sus responsables en sus relaciones
con la ciudadanía.

III

Navarra tiene competencia exclusiva, en virtud
de su régimen foral, sobre la regulación de las
Instituciones Forales, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 49.1.a), sobre las normas de
procedimiento administrativo que se deriven de
las especialidades del Derecho sustantivo o de la
organización propias de Navarra, sobre el régi-
men jurídico de la Diputación Foral, de su Admi-
nistración y de los entes públicos dependientes de
la misma, garantizando el tratamiento igual de los
administrados ante las Administraciones Públicas,
conforme disponen las letras c) y e) del artículo
49.1 de la Lorafna. Así mismo, corresponden a
Navarra las competencias que el artículo 46 le
confiere en materia de Administración Local. 
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IV

La ley foral se estructura en seis títulos y una
parte final integrada por ocho disposiciones adi-
cionales, una disposición transitoria, una disposi-
ción derogatoria y cuatro disposiciones finales.

El título I, Disposiciones generales, recoge los
aspectos transversales esenciales de la ley como
son el objeto y fines de la ley el ámbito subjetivo
de aplicación y las definiciones y principios que
regirán la interpretación y aplicación de la misma.
Se establece como objeto de la ley regular e
impulsar la transparencia en la actividad pública y
en la acción de gobierno, garantizar el efectivo
ejercicio del derecho de acceso a la información
pública, promoviendo y garantizando la participa-
ción y colaboración ciudadanas en la decisión y
gestión de lo público desde el conocimiento,
generando una interrelación con la ciudadanía
que profundice en la democracia de manera efec-
tiva, regular los grupos de interés y establecer un
conjunto de normas que aseguren el buen gobier-
no.

En cuanto a su ámbito de aplicación, la ley
pretende extenderse a todas las entidades que
pueden ser depositarias de información pública,
incluyendo a las entidades locales, a la Universi-
dad Pública de Navarra y, en cuanto a las activi-
dades sometidas al Derecho administrativo, al
Defensor del Pueblo de Navarra, al Consejo de
Navarra y a la Cámara de Comptos. Junto a ellos
se incluyen a otros sujetos obligados, extendién-
dose la aplicación de la ley a las entidades priva-
das que se financian con fondos públicos y a
aquellas que participan en la gestión de los servi-
cios públicos financiados con fondos públicos, con
el fin de que la ciudadanía mantenga su derecho
a conocer y acceder a la información pública deri-
vada de estas actuaciones financiadas con fondos
públicos. Asimismo, se incluye a los grupos de
interés como sujetos obligados por la ley.

La ley configura la transparencia como un
valor que debe impregnar toda la actividad y orga-
nización de los sujetos obligados, que tienen el
deber de poner a disposición de la ciudadanía,
legítima propietaria de la información pública, bien
de manera proactiva, bien previa solicitud, la infor-
mación pública que posean y de dar a conocer el
proceso y las decisiones adoptadas, así como las
acciones acometidas en el ejercicio de sus funcio-
nes y la evaluación de las mismas. Configura, asi-
mismo, la transparencia como fundamento y
marco de referencia necesario para que las Admi-
nistraciones Públicas de Navarra promuevan
medidas de gobierno abierto que permitan hacer
efectiva la participación de la ciudadanía en la

gestión de los asuntos de interés general. Confi-
gura, en definitiva, la transparencia como un valor
imprescindible para la rendición de cuentas, que
posibilite a la ciudadanía, desde el conocimiento,
el control de la gestión de lo público y su participa-
ción corresponsable en el diseño, elaboración,
aprobación, ejecución y evaluación de las decisio-
nes públicas y como una barrera eficaz contra la
corrupción.

El título II, la Transparencia, se compone de
tres capítulos. El capítulo I, dedicado a la transpa-
rencia en la actividad pública, promueve la
implantación de un sistema integral de informa-
ción y contempla la designación de las unidades
responsables de información pública, indispensa-
bles para el cumplimiento de la obligación de
información y de la resolución de las solicitudes
de acceso a la información pública. En el ámbito
de la Administración de la Comunidad Foral de
Navarra, se crea el registro de solicitudes de
acceso a la información pública y la obligación de
los órganos a los que estén adscritas las unidades
responsables de información pública del departa-
mento o entidad correspondiente de emitir anual-
mente un informe sobre el grado de aplicación de
la ley en su respectivo ámbito. El Portal del
Gobierno Abierto se configura como un medio
necesario para escuchar a la ciudadanía, facilitar
a esta la información y canalizar su participación e
implicación en los asuntos públicos. El Portal del
Gobierno Abierto y los portales que se creen en
un futuro deberán cumplir con las recomendacio-
nes de la Iniciativa de Accesibilidad Web para per-
mitir y facilitar el acceso a las personas con disca-
pacidad.

El capítulo I contempla las obligaciones de
transparencia, tanto de las Administraciones
Públicas como de los prestadores de servicios
públicos y personas privadas que ejerzan potesta-
des administrativas, y los derechos y deberes de
cualquier ciudadano y ciudadana en sus relacio-
nes con la Administración Pública, fijando los lími-
tes a las obligaciones de transparencia, límites
que deberán interpretarse de forma restrictiva.

El capítulo II se refiere a la puesta a disposi-
ción de la ciudadanía, instituciones académicas,
empresas y otros agentes de la información que
gestiona el sector público, con el fin de promover
su reutilización y la generación de valor añadido.

Y el capítulo III relaciona de forma estructura-
da, y teniendo en cuenta la naturaleza de los suje-
tos obligados, la información que, al menos, debe
hacerse pública. Información relativa a la estructu-
ra de la organización de la Administración, la ofer-
ta pública de empleo, las listas de formación, pro-
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moción y selección del personal temporal, la rela-
ción de puestos ocupados por el personal de los
adjudicatarios de los contratos que realizan una
actividad, un servicio o una obra con carácter per-
manente en una dependencia o establecimiento
público, el catálogo de servicios, las listas de
espera para el acceso a los servicios públicos de
sanidad, derechos sociales, vivienda, educación,
convocatorias y adjudicación de plazas en centros
escolares públicos y concertados, datos biográfi-
cos profesionales de los altos cargos y personal
directivo, agenda institucional, retribuciones de
cualquier naturaleza percibidas anualmente, regis-
tro de obsequios, gastos de viaje y desplazamien-
to, plan o acuerdo que determine el programa de
Gobierno, plan normativo anual, acuerdos de
Gobierno, consultas públicas previas a la elabora-
ción de las disposiciones normativas, los dictáme-
nes de los Consejos Consultivos, informes, infor-
mación económica, presupuestaria, financiera
sobre endeudamiento, modificaciones contractua-
les, subcontrataciones, encomiendas, bienes e
información en materia de ordenación del territo-
rio, urbanismo, medio ambiente y vivienda.

El título III regula el derecho de acceso a la
información pública. El capítulo I establece las
normas generales para el ejercicio de este dere-
cho, los límites establecidos al mismo, que en
cualquier caso deben ser interpretados de manera
restrictiva, la protección de los datos de carácter
personal y las causas de acceso parcial. El capí-
tulo II define el procedimiento a seguir para el
ejercicio del derecho de acceso a la información
pública, así como la competencia para la resolu-
ción de las solicitudes de información. Procedi-
miento que facilita el ejercicio del derecho por
cualquier medio, tanto telemático como presen-
cial, ofreciendo la asistencia que resulte necesaria
para facilitar el ejercicio del mismo, teniendo en
cuenta las necesidades específicas de algunos
colectivos. El capítulo III regula el régimen jurídico
de las reclamaciones contra las resoluciones de
acceso a la información pública, cuya resolución
es atribuida al Consejo de Transparencia de
Navarra. 

El título IV regula los grupos de interés, defi-
niendo a estos como aquellas organizaciones y
personas, sea cual sea su estatuto jurídico, que,
desarrollando sus actividades en Navarra, se
dedican profesionalmente, en todo o en parte de
su actividad, a influir directa o indirectamente en
los procesos de elaboración de las políticas o dis-
posiciones normativas, en la aplicación de las
mismas o en la toma de decisiones en defensa de
intereses propios, de terceras personas u organi-
zaciones o incluso de intereses generales. Del

mismo modo se otorga la consideración de Gru-
pos de Interés a las plataformas, redes u otras for-
mas de actividad colectiva que, a pesar de no
tener personalidad jurídica, constituyen de hecho
una fuente de influencia organizada y realizan
aquellas actividades. La ley crea el registro públi-
co de grupos de interés e impone un código de
conducta cuyo incumplimiento viene tipificado en
el régimen sancionador regulado en el título V.

El título V establece el régimen sancionador,
tipifica las infracciones, sanciones y determina el
procedimiento y potestad sancionadora.

El título VI regula el Consejo de Transparencia
de Navarra, como órgano autónomo y dotado de
plena independencia, adscrito al Departamento de
Presidencia, Función Pública, Interior y Justicia,
destinado a promover la transparencia en la
Comunidad Foral de Navarra. Corresponde al
Consejo de Transparencia de Navarra velar por el
cumplimiento de las obligaciones de publicidad
activa y garantizar el derecho de acceso a la infor-
mación pública. Se establecen las funciones,
composición y atribuciones para garantizar la
efectividad de los actos y acuerdos del Consejo
de Transparencia de Navarra.

La ley foral finaliza con ocho disposiciones adi-
cionales. La primera hace referencia a la aplica-
ción de los principios de transparencia al Parla-
mento de Navarra, con respecto a su autonomía.
Las demás se refieren a la creación de la Comi-
sión Interdepartamental para la Transparencia, al
plazo para el cumplimiento de las obligaciones de
publicidad activa, a la creación del registro público
de grupos de interés, a las medidas de sensibili-
zación y formación para el personal al servicio de
las Administraciones Públicas de Navarra, a la
evaluación global de la transparencia, a las regu-
laciones especiales del derecho de acceso a la
información pública y a la igualdad de género en
el lenguaje. Contiene una disposición transitoria
referida a la aplicación de las obligaciones de
transparencia a las relaciones jurídicas anteriores
a ella, una disposición derogatoria y tres disposi-
ciones finales dedicadas al mandato de los miem-
bros del Consejo de Transparencia de Navarra, a
la habilitación para el desarrollo de la presente ley
foral y a su entrada en vigor.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y fines de la ley foral.

1. La presente ley foral tiene por objeto:
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a) Regular e impulsar la transparencia en la
actividad pública y en la acción de gobierno, pro-
moviendo y garantizando que la participación y
colaboración ciudadanas en la decisión y gestión
de lo público se realicen desde el conocimiento y
generando una interrelación con la ciudadanía
que profundice en la democracia de manera efec-
tiva.

b) Garantizar el efectivo ejercicio del derecho
de acceso a la información pública.

c) Regular los grupos de interés que puedan
influir en los procesos de elaboración de las políti-
cas y disposiciones normativas o en la toma de
decisiones.

d) Establecer un conjunto de normas que ase-
guren un buen gobierno por el Gobierno de Nava-
rra, sus miembros y los altos cargos de las Admi-
nistraciones Públicas.

2. Son fines de esta ley foral:

a) Hacer transparente la gestión pública
mediante la difusión de la información que gene-
ren los sujetos obligados.

b) Favorecer la rendición de cuentas a la ciu-
dadanía, de manera que puedan evaluar el des-
arrollo de los sujetos obligados.

c) Proveer todo lo necesario para que toda
persona pueda tener acceso a la información
pública mediante procedimientos sencillos y cla-
ros.

d) Mejorar la organización, clasificación y
manejo de la información pública.

e) Promover y facilitar, desde el conocimiento,
la participación y colaboración ciudadana en los
asuntos públicos.

f) Garantizar que el ejercicio del Gobierno se
realice con sujeción a principios éticos y en garan-
tía del servicio público.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.

1. Las disposiciones de esta ley foral serán de
aplicación a:

a) La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra y los organismos públicos vinculados o
dependientes de la misma.

b) Las sociedades públicas, las fundaciones
públicas y las entidades de Derecho público vin-
culadas a la Administración de la Comunidad
Foral de Navarra.

c) Las entidades locales de Navarra y sus enti-
dades instrumentales dependientes.

d) La Universidad Pública de Navarra y sus
entes instrumentales dependientes.

e) Los consorcios dotados de personalidad
jurídica propia adscritos a una Administración
Pública de Navarra.

f) Las sociedades mercantiles en cuyo capital
social la participación, directa o indirecta, de las
entidades previstas en este artículo sea superior
al cincuenta por ciento o en las que las citadas
entidades puedan ejercer, directa o indirectamen-
te, una influencia dominante en razón de la pro-
piedad, de la participación financiera o de las nor-
mas que las rigen.

g) Las fundaciones que se constituyan con una
aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una
o varias entidades de las previstas en este artícu-
lo, o cuyo patrimonio fundacional, con un carácter
de permanencia, esté formado en más de un cin-
cuenta por ciento por bienes o derechos aporta-
dos o cedidos por las referidas entidades.

h) Los demás entes, organismos o entidades
con personalidad jurídica propia distintos de los
anteriores, creados específicamente para satisfa-
cer necesidades de interés general que no tengan
carácter industrial o mercantil, siempre que uno o
varios sujetos de los previstos en este artículo
financien mayoritariamente su actividad, controlen
su gestión o designen a más de la mitad de los
miembros de su órgano de administración o direc-
ción.

i) Las asociaciones constituidas o integradas
por las Administraciones Públicas de  Navarra y/o
por los entes instrumentales vinculados o depen-
dientes de las mismas y los demás organismos y
entidades previstos en este apartado, incluidos los
órganos de cooperación, en los términos previstos
en la normativa que le sea de aplicación.

2. En el ejercicio de la actividad sujeta al Dere-
cho Administrativo, en relación con sus activida-
des en materia de personal y contratación será
aplicable  a la Cámara de Comptos, el Defensor
del Pueblo y el Consejo de Navarra, en todo lo
que no se oponga a las potestades, funciones y
autonomía que tengan atribuidas estas institucio-
nes por la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agos-
to, de Reintegración y Amejoramiento del Régi-
men Foral de Navarra, y la normativa reguladora
de cada una de ellas.

3. Asimismo, en el ejercicio de la actividad
sujeta al Derecho Administrativo, será aplicable a
entidades de Derecho público o entidades sobre
las que la Comunidad Foral ejerza competencia
conforme a la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de
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agosto, de Reintegración y Amejoramiento del
Régimen Foral de Navarra: Colegios profesiona-
les, Cámara de Comercio, denominaciones de ori-
gen, federaciones deportivas y corporaciones de
Derecho público.

4. A los efectos de lo previsto en esta ley, tie-
nen la consideración de Administraciones Públi-
cas de Navarra los organismos y entidades inclui-
dos en las letras a) a d) del número 1 de este
artículo.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.

Asimismo, esta ley foral será aplicable, en
cuanto a sus normas de transparencia a:

a) Los partidos políticos, organizaciones sindi-
cales y organizaciones empresariales que des-
arrollen su actividad en el ámbito de la Comuni-
dad Foral de Navarra.

b) Las federaciones de partidos, las agrupacio-
nes de electores, así como las asociaciones y fun-
daciones vinculadas a partidos políticos, a federa-
ciones de partidos, a agrupaciones de electores y
a organizaciones sindicales y empresariales,
cuando celebren contratos, suscriban convenios o
perciban ayudas o subvenciones que generen
obligaciones económicas con cargo a los Presu-
puestos Generales de Navarra.

c) Las entidades privadas que perciban, duran-
te el periodo de un año, ayudas o subvenciones
en una cuantía superior a 20.000 euros, o cuando
las ayudas o subvenciones percibidas represen-
ten al menos el 20% del total de sus ingresos
anuales, siempre que alcancen como mínimo la
cantidad de 5.000 euros.

d) Los centros concertados, en especial en el
ámbito de la educación, la sanidad, el deporte y
los servicios sociales. Las normas reguladoras del
concierto establecerán la información que deben
publicar, que se incluirá en los pliegos o docu-
mentos contractuales equivalentes que correspon-
dan.

e) Todas las personas físicas y jurídicas distin-
tas de las previstas en el artículo 2 que presten
servicios públicos o ejerzan potestades adminis-
trativas.

f) Los grupos de interés que desarrollen su
actividad en el ámbito de la Comunidad Foral de
Navarra y se encuentren inscritos en el registro en
los términos previstos en esta ley foral.

Artículo 4. Definiciones.

A efectos de esta ley foral, se entenderá por:

a) Gobierno Abierto: Forma de funcionamiento
capaz de entablar una permanente conversación
con los ciudadanos y ciudadanas con el fin de
escuchar lo que dicen y solicitan, que toma sus
decisiones centrándose en sus necesidades y
preferencias, que facilita la participación y la cola-
boración de la ciudadanía en la definición de sus
políticas, en la creación de los servicios públicos y
en el ejercicio de sus funciones, que proporciona
información y comunica aquello que decide y hace
de forma transparente, que se somete a criterios
de calidad y de mejora continua y que está prepa-
rado para rendir cuentas y asumir su responsabili-
dad ante los ciudadanos y ciudadanas a los que
ha de servir.

b) Transparencia: Valor esencial del sistema
de Gobierno Abierto, que impregna toda la activi-
dad y organización de los sujetos obligados que
tienen el deber de poner a disposición de la ciuda-
danía, legítima propietaria de la información públi-
ca, bien de manera proactiva, bien previa solici-
tud, la información pública que posean y de dar a
conocer el proceso y las decisiones adoptadas de
acuerdo a su competencia, así como las acciones
en el ejercicio de sus funciones y la evaluación de
las mismas.

c) Información pública: Aquella información,
cualquiera que sea su soporte y forma de expre-
sión, generada por las Administraciones Públicas
a las que se refiere esta ley foral o que estas
posean.

Se considera, asimismo, información pública
aquella cuya autoría o propiedad se atribuye a
otras entidades o sujetos que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas o
funciones públicas, siempre que haya sido gene-
rada u obtenida en el ejercicio de una actividad
pública.

d) Publicidad activa: Obligación de difundir de
forma permanente, veraz y objetiva aquella infor-
mación pública que resulte relevante para garanti-
zar la transparencia de la actividad pública y la
acción de gobierno.

e) Acceso a la información pública: Posibilidad
de acceder a la información pública que obre en
poder de las entidades contempladas en el ámbito
de aplicación de la presente ley foral, con seguri-
dad sobre su veracidad y sin más requisitos y
condiciones que los establecidos en la normativa
básica estatal y en esta ley foral.

f) Apertura de datos: Puesta a disposición de
datos en formato digital, estandarizado y abierto,
siguiendo una estructura clara que permita su
comprensión y reutilización, con el fin de promo-
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ver la transparencia de la gestión pública para su
análisis y evaluación, fomentar la interoperabilidad
entre Administraciones y generar valor y riqueza a
través de productos derivados de dichos datos.

g) Reutilización: El uso de datos, información y
documentos que obran en poder de las Adminis-
traciones y organismos del sector público, por per-
sonas físicas o jurídicas, con fines comerciales o
no comerciales, siempre que dicho uso no consti-
tuya una actividad administrativa pública y que el
mismo no esté sujeto a las limitaciones estableci-
das legalmente.

h) Participación y colaboración ciudadana
informada: Intervención e implicación de la ciuda-
danía, individual o colectivamente y desde el
conocimiento, en las políticas y en el ejercicio de
las funciones propias de las Administraciones, a
través de procesos y mecanismos que permitan la
escucha activa y el diálogo entre la ciudadanía y
las Administraciones Públicas.

i) Grupos de interés: Organizaciones y perso-
nas, sea cual sea su estatuto jurídico, que, des-
arrollando sus actividades en Navarra, se dedican
profesionalmente, en todo o en parte de su activi-
dad, a influir directa o indirectamente en los pro-
cesos de elaboración de las políticas o disposicio-
nes normativas, en la aplicación de las mismas o
en la toma de decisiones en defensa de intereses
propios, de terceras personas u organizaciones o
incluso de intereses generales.

j) Espacio digital: Lugar de visualización de la
información en soporte web, móvil o cualquier otro
ya existente o que pudiera venir en el futuro en el
ámbito digital, dándole preferencia al de uso
mayoritario.

Artículo 5. Principios.

La interpretación y aplicación de esta ley foral
se articulará en torno a los siguientes principios
generales:

a) Principio de transparencia pública: La Admi-
nistración ha de introducir la transparencia en
toda su actividad y en su propia organización, de
forma que los ciudadanos y ciudadanas puedan
conocer sus decisiones, cómo se adoptan las mis-
mas, cuáles son los objetivos perseguidos o la
finalidad para la que se adoptan, qué medidas se
van a implementar, en su caso, para llevar a cabo
lo decidido, cómo se organizan los servicios y
quiénes son las personas responsables de sus
actuaciones.

b) Principio de publicidad: Toda información en
poder, custodia o bajo control de los sujetos obli-

gados por la presente ley foral se presume públi-
ca, salvo las excepciones previstas en la ley.

c) Principio de accesibilidad: La información se
proporcionará por los medios o en formatos que
resulten accesibles y comprensibles, debiendo las
Administraciones Públicas velar para que en sus
dependencias, en el diseño de sus políticas y en
el conjunto de sus actuaciones, la accesibilidad
universal sea una realidad.

d) Principio antiformalista del procedimiento:
Las reglas del procedimiento para acceder a la
información pública deben facilitar el ejercicio del
derecho, no pudiendo constituir aquellas, en sí
mismas, un obstáculo para dicho acceso.

e) Principio de orientación a la ciudadanía: La
actuación de la Administración ha de estar dirigida
a la satisfacción de las necesidades reales de los
ciudadanos y ciudadanas, ha de perseguir siem-
pre el interés general y se debe caracterizar por
su voluntad de servicio.

f) Principio de publicidad activa: La Administra-
ción debe proporcionar y difundir constantemente,
de una forma veraz y objetiva, la información que
obra en su poder y la relativa a su actuación.

g) Principio de participación y colaboración ciu-
dadanas: La Administración Pública en el diseño
de sus políticas y en la gestión de sus servicios ha
de garantizar que los ciudadanos y ciudadanas,
tanto individual como colectivamente, puedan
desde el conocimiento participar, colaborar e
implicarse en la planificación, diseño, desarrollo y
evaluación de las políticas públicas, así como en
la toma de decisiones en los asuntos públicos.

h) Principio de responsabilidad y rendición de
cuentas: La Administración Pública ha de asumir
de forma expresa sus obligaciones ante la ciuda-
danía y las responsabilidades derivadas de sus
decisiones y actuaciones, promoviendo la cultura
de la evaluación y estableciendo el ejercicio de la
rendición de cuentas.

i) Principio de respeto del código de conducta:
La Administración Pública y sus dirigentes respe-
tarán en todo momento el compromiso ético de
conducta asumido frente a la ciudadanía a la que
han de servir.

j) Principio de neutralidad tecnológica: Apuesta
por el  funcionamiento, por la utilización y promo-
ción de software de código abierto, así como por
el uso de estándares abiertos y neutrales en
materia tecnológica e informática, y favorecerá
dichas soluciones abiertas, compatibles y reutili-
zables, en la contratación administrativa de aplica-
ciones o desarrollos informáticos.
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k) Principio de eliminación de la brecha digital:
Garantía de que cualquier persona podrá acceder
a la información, sin que el medio o soporte en el
que la misma se encuentre limite o imposibilite el
cumplimiento de lo establecido en la presente ley
foral, asegurándose, así mismo, de que otras
cuestiones de edad, sexo, economía, estatus
social, localización geográfica, discapacidad o
educación no pudieran ser impedimento en el
ejercicio de su derecho al acceso de la informa-
ción.

Artículo 6. Medidas de Gobierno Abierto.

1. Sustentadas en la transparencia y en la
información pública como marco de referencia y
valor del sistema, las Administraciones Públicas
de Navarra, sus organismos públicos y entidades
públicas vinculadas y dependientes, promoverán
medidas de gobierno abierto que permitan hacer
efectiva la participación de la ciudadanía en la
gestión de los asuntos de interés general.

2. En el marco de una ley foral se determina-
rán los principios, valores y  cauces que promove-
rán la efectiva participación de la ciudadanía en
los asuntos de interés general.

TÍTULO II
La transparencia

CAPÍTULO I
Transparencia en la actividad pública

Artículo 7. Sistema integral de información o
de gestión del conocimiento.

1. Los sujetos obligados deberán adoptar las
medidas necesarias para facilitar a la ciudadanía
el conocimiento de la información pública. La
información deberá hacerse pública en las sedes
electrónicas y espacios digitales de los sujetos
obligados, de forma clara, estructurada y en for-
mato reutilizable.

2. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra  promoverá la transparencia de la infor-
mación pública mediante la implantación de un
sistema integral de información o de gestión del
conocimiento, cuyo diseño debe fundamentarse
en el uso preferente de los sistemas de gestión de
documentos públicos, como facilitadores de datos
y documentos auténticos, en el marco de la intero-
perabilidad del sector público.

3. El sistema integral al que se refiere el apar-
tado 2 deberá permitir a las personas un acceso
fácil y gratuito a la información pública, con el fin
de fomentar su conocimiento y de facilitar la parti-
cipación y colaboración responsable en los asun-

tos públicos, con independencia de su lugar de
residencia, de su formación, de sus recursos, de
sus circunstancias personales o de su condición o
situación social.

4. Este sistema habrá de contar con un depósi-
to o repositorio centralizado de los datos y docu-
mentos que se consideren necesarios para ase-
gurar el cumplimiento de las obligaciones de
información pública recogidas en esta ley foral,
repositorio que se integrará y se articulará en el
sistema archivístico existente de conformidad con
la Ley Foral 12/2007, de 4 de abril, de Archivos y
Documentos.

Artículo 8. Unidades responsables de informa-
ción pública.

1. Las Administraciones Públicas de Navarra,
con objeto de hacer efectivo el derecho a la infor-
mación pública de los ciudadanos y ciudadanas,
designará unidades responsables de la informa-
ción pública, que serán las encargadas, en coordi-
nación con el sistema archivístico existente y, en
particular, con el archivo electrónico único, de la
tramitación, en tiempo y forma, de las obligacio-
nes establecidas por esta ley foral.

2. En el ámbito de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra y de su sector públi-
co institucional, las unidades responsables de la
información pública designadas actuarán bajo la
coordinación de la secretaría general técnica del
departamento al que se encuentren adscritas o
vinculadas o de los órganos de gobierno o ejecuti-
vos equivalentes de las entidades instrumentales
de su sector público y desarrollarán las siguientes
funciones:

a) Solicitar, obtener y elaborar la información
exigida por el capítulo III de este título en materia
de su competencia y difundirla mediante su publi-
cación en el Portal del Gobierno Abierto.

b) Promover e implementar políticas de trans-
parencia proactiva, garantizando su accesibilidad.

c) Tramitar las solicitudes de acceso a la infor-
mación pública, recibiendo las solicitudes y reali-
zando los trámites internos necesarios para dar
acceso a la información solicitada.

d) Asistir a los particulares en la elaboración
de solicitudes de acceso a la información y, en su
caso, orientarles sobre los sujetos obligados com-
petentes conforme a la normativa aplicable.

e) Llevar un control de las solicitudes de acce-
so a la información.

f) Enviar a la unidad responsable los datos
necesarios para la publicación bimensual de la
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información sobre el derecho de acceso a la infor-
mación pública, así como para la elaboración de
la memoria o informe anual.

g) Las demás funciones necesarias para el
cumplimiento de las obligaciones previstas en la
presente ley foral.

3. Las unidades responsables de información
pública ejercerán sus funciones garantizando la
seguridad de los datos personales, evitando su
alteración, pérdida, transmisión y acceso no auto-
rizado.

Artículo 9. Registro de solicitudes de acceso.

1. En el ámbito de la Administración Foral de
Navarra se crea el registro de solicitudes de acce-
so a la información pública, en el que se inscribi-
rán las solicitudes que se presenten, haciendo
constar los siguientes datos:

a) La fecha de presentación de la solicitud.

b) El nombre de la persona solicitante.

c) La información solicitada.

d) Órgano competente para su resolución o
concesión.

e) Número y fecha de resolución. Cuando no
resulte preceptiva la emisión de una resolución, la
fecha del envío.

f) El tiempo en que se atendió la solicitud y, en
caso de que la respuesta se haya emitido fuera
del plazo, las razones que motivaron la demora.

g) El tipo de respuesta dada a la solicitud y, en
caso de inadmisión o denegación total o parcial,
los motivos de la misma.

h) Los demás que puedan establecerse en el
reglamento de organización y funcionamiento del
registro.

2. El registro dependerá del órgano del depar-
tamento que tenga atribuidas las competencias en
materia de transparencia.

3. La organización y funcionamiento del regis-
tro se ajustarán a las normas que se aprueben por
el titular del departamento competente en materia
de transparencia.

Artículo 10. El Espacio Digital del Gobierno
Abierto.

1. En el marco del Espacio Digital del Gobierno
de Navarra en Internet, se desarrollará un Portal
específico del Gobierno Abierto, articulado sobre
una plataforma informática de software libre y reu-
tilizable, en el que se hará pública la información
relativa a la Administración de la Comunidad Foral

y a las entidades y organismos dependientes de
aquella, sea mediante el alojamiento de la infor-
mación en el mismo o mediante enlaces electróni-
cos a su ubicación. 

El Espacio Digital del Gobierno Abierto dispon-
drá de un buscador que permita un acceso a la
información rápido, fácil y comprensible, incorpo-
rando mecanismos de alerta sobre los datos que
resulten actualizados.

2. Este portal se configurará como un espacio
destinado a:

a) Promover la escucha activa de la ciudada-
nía y el diálogo entre los ciudadanos y ciudadanas
y la Administración Pública, con el fin de identifi-
car sus necesidades y encaminar la actuación
pública hacia sus demandas.

b) Facilitar a la ciudadanía la información en
tiempo real y sin tratar, para que, a su vez, pueda
ser compartida de una forma libre y gratuita.

c) Poner a disposición de la ciudadanía datos
en formatos abiertos y reutilizables, para que pue-
dan ser reutilizados en beneficio público y en
beneficio de cualquier persona interesada en
obtener productos derivados para generar valor y
riqueza, en lo que se conoce como proyectos de
apertura de datos u OpenData.

d) Canalizar la participación y la implicación de
la ciudadanía en los asuntos públicos, con el fin
de que ejerzan de colaboradores de la Administra-
ción Pública, en lo que se conoce como proyectos
de apertura de procesos u OpenProcess.

3. El Espacio Digital del Gobierno Abierto y los
espacios digitales que eventualmente se creen
deberán configurarse como una plataforma elec-
trónica de publicidad activa en Internet, ser fácil-
mente identificables y contener el enlace a las
sedes electrónicas de las Administraciones Públi-
cas o entidades correspondientes. Asimismo
deberán cumplir las recomendaciones de la Inicia-
tiva de Accesibilidad Web para permitir y facilitar
su acceso a las personas con discapacidad, así
como seguir el principio de brecha digital.

4. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra y las entidades que integran la Adminis-
tración Local de Navarra podrán adoptar otras
medidas complementarias y de colaboración para
el cumplimiento de las obligaciones de transpa-
rencia recogidas en el capítulo III de este título.

Artículo 11. Obligaciones de transparencia.

1. Para el cumplimiento de la obligación de
transparencia y en los términos previstos en esta
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ley foral, los sujetos mencionados en el artículo 2
deben:

a) Elaborar, mantener actualizada, al menos
con una periodicidad trimestral, y difundir de
forma permanente, veraz y objetiva, a través de
sus respectivas sedes electrónicas o páginas
web, la información cuya divulgación garantice la
transparencia de su actividad y, como mínimo, la
incluida en el capítulo III de este título.

b) Elaborar y difundir, con una periodicidad tri-
mestral, un inventario de la información pública
referida en la letra a) de este apartado con indica-
ción de dónde puede encontrarse dicha informa-
ción.

c) Desarrollar sistemas y políticas de gestión
de la información pública que garanticen su fiabili-
dad, actualización permanente, integridad y
autenticidad.

d) Adoptar las medidas de gestión de la infor-
mación pública que hagan fácil su localización y
divulgación y fomenten la accesibilidad, la intero-
perabilidad, la calidad, el control de la veracidad y
la reutilización de la información publicada.

e) Publicar la información de una manera
clara, estructurada y entendible.

f) Publicar y difundir las condiciones del dere-
cho de acceso a la información pública, el proce-
dimiento para su ejercicio, el plazo y el órgano
competente para resolver.

g) Difundir los derechos que reconoce este
título a las personas, asesorar a las mismas para
su correcto ejercicio y asistirlas en la búsqueda de
información.

h) Facilitar la información solicitada en los pla-
zos, en la forma y en el formato elegido de acuer-
do con lo establecido en este título.

En el ámbito de las entidades locales, la perio-
dicidad de la actualización vendrá determinada en
sus disposiciones específicas.

2. La información pública deberá permanecer
publicada durante los siguientes plazos:

a) La información que describa situaciones de
hecho se mantendrá publicada, al menos, mien-
tras estas subsistan.

b) La información sobre normas, al menos,
mientras estas mantengan su vigencia.

c) La información sobre contratos, convenios y
subvenciones, mientras persistan las obligaciones
derivadas de los mismos y, al menos, diez años
después de que estas cesen.

d) La información económica al menos durante
diez años a contar desde el momento en el que
fue generada.

e) La información en materia medioambiental y
urbanística, mientras permanezca su vigencia y,
al menos, diez años después de que cese la
misma.

3. La información que la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra deba someter a
exposición pública deberá ser publicada y expues-
ta al público durante su tramitación, permitiéndose
la presentación de alegaciones, sugerencias y
observaciones de forma electrónica, bien por
correo electrónico, bien con aplicaciones informá-
ticas que permitan realizar comentarios sobre el
texto expuesto. El trámite de información pública
deberá difundirse a través de las redes sociales
más habituales.

4. Las obligaciones de transparencia conteni-
das en este título se entienden sin perjuicio de la
aplicación de otras disposiciones específicas que
prevean un régimen más amplio en materia de
publicidad.

5. Toda la información prevista en este título
estará disponible en formatos que resulten accesi-
bles y comprensibles, conforme a los principios de
accesibilidad universal y diseño para todas las
personas.

Artículo 12. Obligaciones de transparencia de
los prestadores de servicios públicos y personas
privadas que ejerzan potestades administrativas.

1. Las personas físicas y jurídicas distintas de
las comprendidas en el artículo 2 que presten ser-
vicios públicos o ejerzan potestades administrati-
vas están obligadas por las previsiones de este
título respecto de la información relativa a  las
actividades directamente relacionadas con las
funciones administrativas que ejerzan y los servi-
cios públicos que gestionen. El cumplimiento de
estas obligaciones podrá exigirse no solo directa-
mente, sino también a través de la Administración
a la que estén vinculadas.

2. Para garantizar el cumplimiento de lo previs-
to en el apartado anterior, las normas reguladoras
de los conciertos y otras formas de participación
de entidades privadas en los sistemas públicos de
educación, sanidad y servicios sociales concreta-
rán las obligaciones de publicidad activa y de
suministro de información que deban cumplir
estas entidades, los mecanismos de control y
seguimiento y las consecuencias derivadas de su
incumplimiento. Estas obligaciones se incluirán en
las convocatorias, en los pliegos, en las corres-
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pondientes resoluciones y en cualesquiera docu-
mentos de formalización derivados.

3. Los adjudicatarios de contratos del sector
público estarán obligados a suministrar a las enti-
dades previstas en el artículo 2.1 de esta ley foral
a las que se encuentren vinculadas, previo reque-
rimiento y en un plazo de diez días, toda la infor-
mación necesaria para el cumplimiento por aque-
llas de las obligaciones previstas en este título,
obligación que deberá hacerse constar expresa-
mente en el respectivo contrato. A estos efectos,
los pliegos de cláusulas administrativas particula-
res o documento equivalente especificarán dicha
obligación.

4. La obligación prevista en el apartado ante-
rior alcanzará, asimismo, a los beneficiarios de
subvenciones en los términos previstos en la nor-
mativa reguladora de las mismas y en la resolu-
ción de concesión. A estos efectos, las bases
reguladoras de la concesión de subvenciones, las
resoluciones de concesión y los convenios que
instrumenten la concesión de subvenciones reco-
gerán de forma expresa esta obligación. En todo
caso para las entidades incluidas en la letra c) del
artículo 3 de esta ley foral, recogerá información
sobre la composición de los órganos de gobierno,
administración y dirección, relación de los cargos
y su régimen de dedicación, así como las retribu-
ciones brutas y demás compensaciones económi-
cas percibidas por la entidad por cada uno de los
cargos, desglosadas por conceptos, y sus cuentas
anuales, para que estas puedan hacerse públicas.

5. Las Administraciones Públicas de Navarra
podrán acordar, previo apercibimiento y audiencia
al interesado, la imposición de multas coercitivas
de 500 a 5.000 euros una vez transcurrido el
plazo conferido en el requerimiento sin que el
mismo hubiera sido atendido. La multa será reite-
rada por períodos de quince días hasta el cumpli-
miento. El total de la multa no podrá exceder del
cinco por ciento del importe del contrato, subven-
ción o instrumento administrativo que habilite para
el ejercicio de las funciones públicas o la presta-
ción de los servicios. Para la determinación del
importe, se atenderá a la gravedad del incumpli-
miento y al principio de proporcionalidad.

Artículo 13. Derechos y deberes.

1. Cualquier ciudadano o ciudadana podrá
ejercer los siguientes derechos de acuerdo con lo
previsto en esta ley foral:

a) A acceder a la información pública que, en
cumplimiento de las obligaciones establecidas en
la presente ley foral, se ponga a disposición de la
ciudadanía.

b) A obtener, previa solicitud, la información
pública que obre en poder de las Administracio-
nes Públicas, sin que para ello esté obligado a
declarar un interés determinado, y sin más limita-
ciones que las contempladas en esta ley foral.

c) A ser informado de los derechos que les
otorga esta ley foral y a ser asesorado para su
correcto ejercicio.

d) A ser asistido en su búsqueda de informa-
ción.

e) A recibir la información que solicite, dentro
de los plazos máximos establecidos en esta ley
foral.

f) A recibir la información pública solicitada en
la forma o formato elegidos, en los términos pre-
vistos en esta ley foral.

g) A conocer los motivos por los cuales no se
le facilita la información, total o parcialmente, y
también los motivos por los cuales no se le facilita
dicha información en la forma o formato solicita-
dos.

h) A conocer el listado de las tasas y precios
que, en su caso, sean exigibles para la obtención
de la información solicitada, así como las causas
de exención.

i) A ser informado sobre los distintos procesos
abiertos a la participación ciudadana.

j) A acceder con antelación suficiente a la
información relativa a las propuestas sometidas a
participación ciudadana con el fin de participar de
manera real y efectiva en el diseño, elaboración,
modificación, revisión y evaluación de planes, pro-
gramas y otras propuestas sometidas a participa-
ción.

k) A que se haga público el resultado definitivo
del procedimiento en el que ha participado y se le
informe de los motivos y consideraciones en los
que se basa la decisión adoptada, incluyendo la
información relativa al proceso de participación
pública.

l) A participar de manera efectiva y real, de
acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplica-
ble.

m) A interponer las reclamaciones a las que se
refiere el artículo 45 en materia de acceso a la
información pública.

n) A ser informado de las decisiones que se
adopten como consecuencia de los procedimien-
tos que los ciudadanos y ciudadanas promuevan
en tutela de su derecho de acceso a la informa-
ción pública.
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2. Las personas que accedan a la información
pública de acuerdo con lo dispuesto en esta ley
foral están sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Acceder a la información de forma que no
se vea afectada la eficacia del funcionamiento de
los servicios públicos.

b) Ejercer el derecho de acceso conforme a los
principios de buena fe e interdicción del abuso de
derecho.

c) Cumplir las condiciones que se hayan seña-
lado en la resolución que conceda el acceso
directo a las fuentes de información y el acceso a
la dependencia pública o archivo donde la infor-
mación está depositada.

d) Respetar las obligaciones establecidas en la
normativa para la reutilización de la información
obtenida.

e) Abonar las tasas establecidas para la obten-
ción de copias y la transposición de la información
a un formato diferente al original.

Artículo 14. Límites a las obligaciones de
transparencia.

1. Los límites aplicables a las obligaciones de
transparencia son los mismos que el artículo 31
establece para el derecho de acceso a la informa-
ción pública.

2. El principio de transparencia debe interpre-
tarse y aplicarse en todos los casos de forma pre-
ferente. Cualquier excepción o limitación al mismo
ha de venir impuesta por una norma con rango de
ley e interpretarse de forma restrictiva en su apli-
cación.

Artículo 15. Informes sobre el grado de aplica-
ción de la ley foral.

En el ámbito de la Administración de la Comu-
nidad Foral de Navarra, los órganos a los que
estén adscritas las unidades responsables de
información pública correspondiente deberán emi-
tir anualmente un informe sobre el grado de apli-
cación de la ley en su respectivo ámbito, con el
contenido que se establezca por el titular del
departamento con competencias en materia de
transparencia.

CAPÍTULO II
Reutilización de la información pública

Artículo 16. Reutilización de la información
pública.

1. Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas y entidades comprendidas en el artículo
2 difundirán, en los términos previstos en esta ley

foral, la información pública a fin de facilitar y pro-
mover su reutilización, facilitando su libre disposi-
ción por los ciudadanos y ciudadanas, institucio-
nes académicas, empresas y otros agentes para
la creación de valor mediante nuevos productos y
servicios, siempre que su uso no constituya una
actividad administrativa pública y se respeten los
límites establecidos en el ordenamiento jurídico.

Esta puesta a disposición de la información
pública para su reutilización se realizará por
medios electrónicos y solo se someterá a los lími-
tes establecidos en la normativa sobre reutiliza-
ción de la información pública.

2. Reglamentariamente se regularán las condi-
ciones a las que podrá someterse la reutilización,
en las que, entre otras, se podrá prever que no se
modifique el contenido de la información pública ni
se altere su naturaleza, y que se indique la fuente
y fecha de la última actualización. 

3. La información deberá suministrarse
mediante licencias que permitan su uso libre y
gratuito y que gocen de amplia aceptación nacio-
nal e internacional o que hayan sido consensua-
das con otras Administraciones Públicas. 

4. Toda la información publicada o puesta a
disposición por el Gobierno de Navarra será reuti-
lizable sin necesidad de autorización previa. 

5. Las condiciones de la reutilización de la
información publicada, así como la vigencia en el
tiempo y los periodos de actualización de la
misma deberá especificarse en la sede electróni-
ca, portal o página web de las Administraciones
Públicas, instituciones públicas y entidades com-
prendidas en el artículo 2.

6. Para facilitar la interoperabilidad de los
datos abiertos, se estará a lo dispuesto en la nor-
mativa estatal que regule el esquema nacional de
interoperabilidad en el ámbito de la administración
electrónica.

7. En el diseño de bases de datos, deberá
tenerse en cuenta que cada uno de los registros
que sea susceptible de ser territorializado deberá
georreferenciarse o geolocalizarse. Además, el
diseño de los registros de las bases de datos
deberá permitir identificar cuándo se ha producido
la última modificación y quién la ha efectuado. 

8. La reutilización perseguirá  los objetivos fun-
damentales siguientes:

a) Publicar todos los datos de libre disposición
que obren en poder de las Administraciones Públi-
cas, instituciones públicas y entidades comprendi-
das en el artículo 2.
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b) Permitir a la ciudadanía un mejor conoci-
miento de la actividad del sector público.

c) Facilitar la creación de productos y servicios
de información basados en esos datos.

d) Facilitar el uso de los datos para que los ciu-
dadanos y ciudadanas, instituciones académicas,
empresas y otros agentes ofrezcan productos y
servicios de información de valor añadido.

e) Favorecer la competencia en el mercado,
limitando su falseamiento.

Artículo 17. Información producto de la inves-
tigación científica y técnica.

En el marco de la legislación sobre ciencia,
tecnología e innovación que resulte aplicable, las
Administraciones Públicas, instituciones públicas
y entidades contempladas en el artículo 2 de esta
ley foral fomentarán la accesibilidad en formato
reutilizable y de forma gratuita de los datos obteni-
dos en proyectos de investigación financiados
mayoritariamente con fondos públicos.

CAPÍTULO III
Publicidad activa

Artículo 18. Información sujeta a publicación.

1. Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas, entidades y sujetos incluidos en los artí-
culos 2 y 3 de esta ley foral deberán hacer públi-
ca, en los términos que se señalan en los artícu-
los siguientes, al menos, información relativa a:

a) Información institucional, organizativa y de
planificación.

b) Información sobre altos cargos y personal
directivo.

c) Información de relevancia jurídica.

d) Información económica, presupuestaria y
financiera.

e) Información sobre contratación pública.

f) Información sobre la concesión de servicios.

g) Información sobre convenios de colabora-
ción, contratos-programas, encomiendas y encar-
gos a medios propios.

h) Información sobre la actividad subvencional.

i) Información patrimonial y estadística.

j) Información en materia de ordenación del
territorio, urbanismo, medio ambiente y vivienda.

k) Otros contenidos objeto de publicidad.

2. Las obligaciones de transparencia conteni-
das en este capítulo se entienden sin perjuicio de
la aplicación de otras disposiciones específicas
que prevean un régimen más amplio en materia
de publicidad.

Artículo 19. Información institucional, organi-
zativa y de planificación.

1. Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas, entidades y sujetos incluidos en los artí-
culos 2 y 3 de esta ley foral publicarán informa-
ción relativa a las funciones que desarrollarán, la
normativa que les sea de aplicación, así como su
estructura organizativa con inclusión de un organi-
grama actualizado.

2. Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas y entidades contenidas en el artículo 2 de
esta ley foral deberán publicar la siguiente infor-
mación relativa a la organización institucional, la
estructura administrativa y los servicios:

a) Las Administraciones Públicas de Navarra
incluirán la relación actualizada de los organismos
autónomos, empresas públicas y demás entida-
des de Derecho público a ellas vinculadas o
dependientes, así como las fundaciones del sec-
tor público y los consorcios adscritos, con indica-
ción de su régimen jurídico, económico, patrimo-
nial, de recursos humanos y de contratación.

b) La estructura organizativa interna de la
Administración y de los organismos y entidades a
los que se refiere la letra a), señalando la sede de
sus órganos, los distintos medios de contacto así
como la identificación de los responsables políti-
cos y funcionariales de las diferentes áreas (direc-
tor-gerente, jefes de área, servicio, sección y
negociado) y las funciones atribuidas a estos.

c) Los acuerdos relativos a la creación, la parti-
cipación y el funcionamiento de los entes públi-
cos, las sociedades y fundaciones públicas, los
consorcios y demás entidades vinculadas a la
Administración Pública.

d) La plantilla orgánica y la relación de puestos
de trabajo del personal funcionario, laboral fijo,
estatutario y eventual que desempeña cargos
directivos de libre designación de las entidades e
instituciones referidas en el artículo 2.

e) La identificación de los miembros de los
órganos de representación del personal y número
de liberados sindicales existentes en los distintos
departamentos y organismos públicos, identifican-
do la organización sindical a la que pertenecen,
así como el coste que estas liberaciones generan
en los respectivos departamentos y organismos.
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Asimismo se informará sobre el número de horas
sindicales utilizadas.

f) La Oferta Pública de Empleo u otro instru-
mento similar de gestión de la provisión de nece-
sidades de personal, así como los procesos de
selección del personal, incluidas las listas de for-
mación, promoción y de selección de personal
temporal, con el fin de que permitan a cada aspi-
rante conocer el puesto que ocupa en cada
momento.

g) Los convenios, acuerdos y pactos de natu-
raleza funcionarial, laboral y sindical.

h) Las resoluciones de autorización o reconoci-
miento de compatibilidad para actividades públi-
cas o privadas que afecten a los empleados públi-
cos. 

i) El catálogo de los servicios prestados, las
cartas de servicios existentes, así como el proce-
dimiento para presentar quejas sobre el funciona-
miento de los mismos.

j) Las listas de espera para el acceso a los ser-
vicios públicos de sanidad, derechos sociales,
vivienda, educación, etc., anonimizadas con códi-
gos numéricos.

k) Las convocatorias y adjudicación de plazas
en centros escolares públicos y concertados.

l) Los informes sobre el grado de cumplimiento
y resultados de las evaluaciones de calidad de los
servicios públicos y de la incidencia social de las
políticas públicas.

m) Los planes y programas anuales y pluria-
nuales cuya tramitación se haya iniciado.

n) Los planes, programas anuales y plurianua-
les aprobados con indicación de los objetivos,
actividades, medios y tiempos necesarios para su
ejecución, órganos responsables de su ejecución,
así como indicadores que permitan su seguimien-
to y evaluación.

o) La información sobre el grado de cumpli-
miento de los planes y programas.

p) El resultado de la participación ciudadana
en los procesos de elaboración, aprobación y eva-
luación de planes y programas.

3. Asimismo, la Administración de la Comuni-
dad Foral de Navarra publicará:

a) La relación de los órganos colegiados ads-
critos, su composición, las normas por las que se
regule su régimen de organización y funciona-
miento, los acuerdos que adopten y las actas de
sus sesiones.

b) Retribuciones anuales, desglosando los
diferentes complementos, en su caso, la retribu-
ción total de los puestos descritos en el apartado
2.d).

c) Número de contratos temporales clasifica-
dos por categorías profesionales o laborales, con
indicación de si el contrato se encuentra vinculado
a un puesto de trabajo de la plantilla orgánica o
no, con indicación de sus retribuciones anuales,
desglosando los diferentes complementos, en su
caso, y la retribución total.

d) Las retribuciones brutas anuales percibidas
por quienes desempeñan los puestos de dirección
de servicio y secretaría general técnica, por todos
los conceptos, incluidas las indemnizaciones y
dietas.

e) Número de empleados públicos por departa-
mento, organismo, entidad, sociedad pública, fun-
dación pública y consorcio, y su distribución por
niveles o categorías, especificando el tipo de rela-
ción, funcionarial, estatutaria o laboral, así como,
en el caso del personal funcionario y estatutario,
los de carrera, con indicación del tipo de adscrip-
ción y los contratados administrativos y, para el
personal laboral, los fijos, los indefinidos y los
temporales.

f) La relación de los puestos de trabajo perte-
neciente a los adjudicatarios de contratos firma-
dos con la Administración que, en virtud del con-
trato, realice una actividad, un servicio o una obra
con carácter permanente en una dependencia o
un establecimiento público, así como el régimen
de dedicación, el régimen retributivo de dicho per-
sonal y las tareas que realiza.

La información pública relativa a los recursos
humanos y, en especial, las plantillas y las relacio-
nes de puestos de trabajo deberá ser actualizada
mensualmente y, en todo caso, cuando se pro-
duzca una modificación, supresión o creación de
puestos o plazas que hayan sido objeto de publi-
cación en el Boletín Oficial de Navarra.

4. En relación con la publicación de los datos
identificativos de los empleados públicos a que se
refiere este artículo, los órganos responsables de
la gestión de los recursos humanos en cada uno
de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación
de esta ley establecerán un periodo de quince
días durante los cuales aquellos empleados que,
por sentencia judicial firme o por medidas admi-
nistrativas cautelares, gocen de algún tipo de pro-
tección o reserva de sus datos, puedan acreditarlo
para ser excluidos en la publicación de la informa-
ción.
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Artículo 20. Información sobre altos cargos y
personal directivo.

1. Las Administraciones, entidades e institucio-
nes referidas en el artículo 2 deberán publicar y
mantener actualizada la siguiente información
relativa a los altos cargos, así como del resto de
personal con funciones directivas, cuyos puestos
de trabajo no se encuentren reservados a perso-
nal funcionario, entre los que se encontrará el per-
sonal contratado en régimen de alta dirección:

a) Identificación y nombramiento.

b) Datos biográficos profesionales.

c) Teléfono y direcciones electrónicas para su
interacción.

d) Funciones.

e) Órganos colegiados y consejos de dirección
y administración de organismos públicos y socie-
dades mercantiles en los que participe o haya par-
ticipado en los últimos cuatro años, así como aso-
ciaciones, fundaciones y entidades privadas de
cuyos órganos directivos forme parte o haya for-
mado parte en los últimos cuatro años.

f) Actividades públicas y privadas para las que
se haya autorizado o reconocido la compatibili-
dad.

2. Asimismo, la Administración de la Comuni-
dad Foral de Navarra publicará:

a) Retribuciones de cualquier naturaleza perci-
bidas anualmente por el ejercicio de cargos públi-
cos, incluidas cualesquiera dietas e indemnizacio-
nes, con indicación expresa de los diferentes
conceptos retributivos y el importe de los gastos
de representación de los que haya hecho uso.

b) Agenda institucional de los miembros del
Gobierno y del resto de altos cargos y personal
directivo comprendido en el ámbito de aplicación
de este apartado y del personal eventual de gabi-
nete que tenga la condición de director, asesor o
equivalente, que se mantendrán públicas, como
mínimo, durante todo el mandato. En el caso en
que no pueda hacerse pública la agenda con
carácter previo, la publicidad se hará a posteriori,
salvo que existan causas justificadas.

c) Registro de obsequios recibidos por razón
del cargo, detallando su descripción, persona o
entidad que lo realizó, fecha y destino dado a los
mismos.

d) Los viajes y desplazamientos fuera de la
Comunidad Foral de Navarra, realizados en el
desempeño de su función, indicando el objeto, la

fecha y su coste total, incluyendo dietas y otros
gastos de representación.

e) Las resoluciones tanto autorizadoras como
denegatorias de compatibilidad de los altos car-
gos.

f) Las resoluciones de autorización y denega-
ción de compatibilidad del ejercicio de actividad
privada tras el cese del cargo.

g) Indemnizaciones percibidas, en su caso,
con ocasión del abandono del cargo.

h) Informe sobre cumplimiento de las obliga-
ciones de declarar por los altos cargos, así como
de las infracciones que se hayan cometido en
relación con la Ley Foral 19/1996, de 4 de
noviembre, de incompatibilidades de los miem-
bros del Gobierno de Navarra y de los altos car-
gos de la Administración de la Comunidad Foral
de Navarra y de las sanciones que hayan sido
impuestas.

3. Respecto a los representantes locales, las
retribuciones, las declaraciones anuales de bienes
y actividades se publicarán en los términos previs-
tos en la Ley 7/1975, de 2 de abril, Reguladora de
las Bases del Régimen Local. En todo caso, se
omitirán los datos relativos a la localización con-
creta de los bienes inmuebles y se garantizará la
privacidad y seguridad de sus titulares.

Artículo 21. Información de relevancia jurídica.

1. Las Administraciones Públicas de Navarra,
en el ámbito de sus competencias y funciones,
publicarán:

a) Las normas aprobadas por la Administra-
ción –disponibles las versiones en el formato origi-
nario y, en el caso de las normas que hayan sido
modificadas, las versiones consolidadas– y los
datos relativos a la evaluación de la aplicación de
las normas.

b) Las directivas, instrucciones, circulares y
respuestas anonimizadas a consultas planteadas
que tengan especial incidencia sobre la interpreta-
ción y la aplicación de las normas.

c) Consultas públicas planteadas con carácter
previo a la elaboración de anteproyectos de ley
foral y proyectos reglamentarios.

d) Los procedimientos normativos en curso de
elaboración, con indicación del estado de tramita-
ción en que se encuentran.

e) Las memorias de impacto normativo, infor-
mes y los documentos justificativos de la tramita-
ción de los proyectos o anteproyectos normativos,
los distintos textos de las disposiciones y la rela-
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ción y valoración de los documentos originados
por los procedimientos de información pública y
participación ciudadana y por la intervención de
los grupos de interés, en su caso, incluyendo las
alegaciones y aportaciones que se hayan presen-
tado, con indicación de quiénes las presentaron y
las fechas de registro.

f) El resultado de la participación ciudadana en
todos los procesos sometidos a su consideración.

g) Los documentos que, conforme a la legisla-
ción sectorial vigente, deban ser sometidos a un
período de información pública durante su tramita-
ción.

2. Además, la Administración de la Comunidad
Foral de  Navarra hará pública la siguiente infor-
mación:

a) La relación de las competencias y traspasos
de funciones y servicios asumidos por la Comuni-
dad Foral de Navarra.

b) El plan o acuerdo que determine su progra-
ma de actuación durante la correspondiente legis-
latura. Semestralmente se informará del grado de
cumplimiento de los compromisos.

c) El Plan Normativo Anual, que recogerá
todas las propuestas con rango de ley o de regla-
mento que vayan a ser elevadas al Gobierno para
su aprobación.

d) Respecto al funcionamiento del Gobierno, el
Portal del Gobierno Abierto publicará el orden del
día de las sesiones, con carácter previo a la cele-
bración de las mismas, y los acuerdos y demás
decisiones adoptadas por el mismo.

e) Las actas de los consejos de administración
de las sociedades públicas, una vez disociados
los datos de carácter personal.

f) El inventario actualizado de todos los proce-
dimientos administrativos, con la indicación de los
que están disponibles en formato electrónico, la
sede de los registros donde pueden presentarse
escritos y comunicaciones, el sentido del silencio
administrativo y los recursos que pueden interpo-
nerse en relación con las resoluciones que ponen
fin a los mismos.

g) Los actos que hayan sido objeto de un pro-
cedimiento de revisión en vía administrativa.

h) Las resoluciones administrativas y judiciales
que puedan tener relevancia pública y las resolu-
ciones judiciales definitivas que le afecten, por
razón del ejercicio de las funciones y responsabili-
dades que le atribuye esta ley foral.

i) Los dictámenes del Consejo de Navarra y de
los demás órganos consultivos.

j) El informe anual sobre los recursos adminis-
trativos y los recursos contencioso- administrati-
vos presentados.

Artículo 22. Información económica, presu-
puestaria y financiera.

1. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra, respecto de su gestión económico-finan-
ciera y la de los organismos y entidades públicas
vinculadas o dependientes de la misma, hará
pública y mantendrá actualizada la siguiente infor-
mación:

A. Información económica, presupuestaria y
contable.

a) El límite de gasto no financiero aprobado
para el ejercicio.

b) El proyecto de Ley Foral de Presupuestos
Generales de Navarra, así como la documenta-
ción complementaria que se relaciona en el artícu-
lo 36.4 de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de
la Hacienda Pública de Navarra.

c) La Ley Foral de Presupuestos Generales de
Navarra.

d) Créditos extraordinarios, suplementos y
otras modificaciones presupuestarias.

e) Informes con los datos correspondientes a
la ejecución trimestral de los Presupuestos Gene-
rales de Navarra.

f) Informes emitidos por los órganos de fiscali-
zación interna, en especial los de reparo, en los
expedientes de modificación presupuestaria y
control de la gestión del gasto público.

g) Presupuestos de entes públicos, sociedades
públicas, fundaciones públicas y consorcios parti-
cipados mayoritariamente por la Administración
de la Comunidad Foral de Navarra.

h) Cuentas Generales de Navarra.

i) Cuentas anuales de los entes públicos,
sociedades públicas y fundaciones públicas.

j) Informes de auditoría y de fiscalización emiti-
dos por los órganos de control sobre las Cuentas
Generales de Navarra y las cuentas anuales de
los entes públicos, sociedades públicas, fundacio-
nes públicas y consorcios participados mayorita-
riamente por la Administración de la Comunidad
Foral de Navarra. 
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k) Los programas anuales de actuación, inver-
siones y financiación de las empresas que formen
parte del sector público regional. 

l) Los planes económico-financieros aprobados
para el cumplimiento de los objetivos de estabili-
dad presupuestaria y sostenibilidad financiera, de
deuda pública y de la regla de gasto. 

m) Los planes de reequilibrio aprobados para
los supuestos de déficit estructural. 

n) Los planes de ajuste aprobados por medi-
das de apoyo a la liquidez.

o) Los informes de seguimiento de los planes
relacionados en las letras l), m) y n) anteriores. 

B. Información sobre ingresos, gastos y pagos.

a) La información básica sobre la financiación
de la Comunidad Foral de Navarra. 

b) Información actualizada sobre: 

1. Información sobre la aportación de Navarra
al Estado.

2. La proporción que representa el déficit/supe-
rávit público de la Comunidad Foral de Navarra
sobre el PIB regional.

3. Información tributaria en función de cada tri-
buto, así como la evolución de los ingresos en los
últimos años.

4. Los ingresos fiscales por habitante.

5. Los gastos en las distintas políticas y su por-
centaje sobre el gasto total.

6. El gasto por habitante en la Comunidad
Foral de Navarra.

7. Los gastos de personal y su porcentaje
sobre el gasto total, especificándose los relativos
al personal directivo y eventual, además de los
correspondientes a liberados sindicales, expre-
sando en todos los casos su porcentaje sobre el
gasto de personal y sobre el gasto total.

8. El gasto efectuado en concepto de arrenda-
miento de bienes inmuebles.

9. Cualquier gasto realizado en campañas de
publicidad, promoción, comunicación institucional,
imagen, anuncio o cualquier otro formato, desglo-
sando los criterios de planificación, el soporte ele-
gido, el periodo de ejecución, y los distintos con-
ceptos de la campaña y el importe contratado a
cada medio de comunicación, informando de su
impacto estimado y resultados de la campaña. 

10. El gasto total efectuado en concepto de
ayudas o subvenciones para actividades económi-

cas y para familias y personas especialmente vul-
nerables, tales como los relativos a atención a la
dependencia, acción social y cooperación, perso-
nas mayores, menores y personas con discapaci-
dad.

11. La inversión realizada por habitante en la
Comunidad Foral de Navarra.

12. El plan anual de disposición de fondos.

13. Las cantidades asignadas anualmente a
las entidades locales de Navarra derivadas de la
aplicación de la Ley Foral de Haciendas Locales,
así como aquellas otras cantidades asignadas por
cualquier otro motivo o razón. Esta relación será
individualizada.

14. El plazo medio de pago a proveedores y a
beneficiarios de ayudas y subvenciones, así como
los informes de morosidad.

C. Información sobre el endeudamiento de la
Comunidad Foral de Navarra.

a) El importe de la deuda pública, recogiendo
el endeudamiento público por habitante y el
endeudamiento relativo respecto al PIB regional.

b) El grado de cumplimiento de los objetivos
de déficit y los planes para su cumplimiento.

c) Índice de solvencia a corto y largo plazo.

d) Las operaciones de préstamo, crédito y emi-
siones de deuda pública en todas sus modalida-
des realizadas por las entidades del sector público
foral. 

e) Los avales y garantías prestadas en cual-
quier clase de crédito por las entidades del sector
público foral. 

f) Las operaciones de arrendamiento financiero
por las entidades del sector público foral.

2 Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas y entidades contenidas en el artículo 2 de
esta ley foral deberán publicar la siguiente infor-
mación:

a) Los presupuestos de la Administración
Pública, institución pública o entidad y de los
entes públicos, sociedades públicas, fundaciones
públicas y consorcios participados mayoritaria-
mente por aquella, sus modificaciones e informa-
ción actualizada y comprensible de su estado de
ejecución.

b) Cuentas anuales de la Administración Públi-
ca, institución pública o entidad y de los entes
públicos, sociedades públicas, fundaciones públi-
cas y consorcios participados mayoritariamente
por aquella.
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c) Informes de auditoría y de fiscalización emi-
tidos por los órganos de control externo sobre las
Cuentas anuales.

d) Información sobre el cumplimiento de los
objetivos de estabilidad presupuestaria y sosteni-
bilidad financiera, así como los planes aprobados
al efecto y el seguimiento de los mismos.

e) Los programas anuales de actuación, inver-
siones y financiación de las empresas que formen
parte del sector público. 

3. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra, organismos públicos vinculados o
dependientes de la misma, sociedades públicas,
fundaciones públicas y entidades de derecho
público vinculadas con aquella y la Universidad
Pública de Navarra harán pública información
sobre las cuentas bancarias abiertas en entidades
financieras de las que sean titulares, en los térmi-
nos y condiciones establecidos en la Ley Foral
16/2016, de 11 de noviembre, de Cuentas Abier-
tas.

Artículo 23. Información sobre contratación
pública.

1. La transparencia en la contratación pública
se articulará a través del Portal de Contratación
de Navarra, configurado este no solo como medio
oficial para la publicidad de las licitaciones, sino
también como un instrumento fundamental de
información en el que deberán figurar:

a) La información general de las entidades y
órganos de contratación, como dirección de con-
tacto, números de teléfono y fax, dirección postal
y cuenta de correo electrónico.

b) La información sobre los contratos, incluidos
los acuerdos marco, los contratos adjudicados, los
declarados desiertos, las renuncias o desistimien-
tos, las licitaciones anuladas, los contratos resuel-
tos, con indicación de las causas que motivan la
resolución y sus efectos, y cualquier otra que se
considere necesaria o conveniente para la ade-
cuada gestión de la contratación.

c) La información sobre las licitaciones en
curso, con acceso a la totalidad de las condicio-
nes de ejecución del contrato y, en su caso, la
restante documentación complementaria.

d) Composición y actas de las mesas de con-
tratación.

e) Los contratos formalizados con indicación
de los siguientes aspectos:

1. Objeto, tipo de contrato y órgano de contra-
tación.

2. Fecha de formalización.

3. Fecha de inicio de ejecución.

4. Duración.

5. Procedimiento de adjudicación utilizado.

6. Importes de licitación y de adjudicación.

7. Número de licitadores participantes, con
identificación de los admitidos, excluidos y, en su
caso, de los seleccionados en el procedimiento.

8. Identidad del adjudicatario.

9. La solvencia técnica y económica del adjudi-
catario. 

10. Los criterios de adjudicación, tanto los de
valoración automática como los sujetos a juicio de
valor y su ponderación.

11.  Cuadro comparativo de las ofertas econó-
micas, de las propuestas técnicas y de las mejo-
ras, si procede, con sus respectivas puntuaciones
detalladas por cada uno de los criterios, y resu-
men de la motivación. Acuerdos e informes  jurídi-
cos, técnicos y de intervención económica relacio-
nados con el  proceso de contratación. 

12. Informes jurídicos, técnicos y de interven-
ción relacionados con el proceso de contratación.

13. Modificaciones aprobadas, contratos com-
plementarios y las prórrogas de los contratos.

14. Información sobre la cesión del contrato y
la subcontratación, detallando la identidad de los
cesionarios o subcontratistas, el importe y el por-
centaje del volumen de cada contrato que ha sido
subcontratado.

15. Importe de la liquidación practicada a la
finalización del contrato.

16. Información relativa a la revisión de pre-
cios, así como a la desviación del coste final de la
prestación contratada en relación con el importe
adjudicado.

f) Las penalidades impuestas por incumpli-
miento de los contratistas.

g) La relación, al menos trimestral, de contra-
tos menores, especificando, por órganos o entida-
des, su objeto, importe, duración, así como el por-
centaje que representan respecto de la totalidad
de los contratos adjudicados.

h) Los datos estadísticos, por órgano de con-
tratación, que detallen el porcentaje en volumen
presupuestario de contratos adjudicados, a través
de cada uno de los procedimientos y formas pre-
vistas en la normativa foral de contratos públicos.
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i) La información sobre preguntas frecuentes y
aclaraciones relativas al contenido de los contra-
tos.

2. La publicación de la información a que se
refiere la letra e) del párrafo anterior, previa justifi-
cación en el expediente, no se llevará a efecto
respecto de los contratos declarados secretos o
reservados, cuya ejecución deba ir acompañada
de medidas de seguridad especiales conforme a
la legislación vigente.

3. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra creará una base de datos de libre acceso
en la que se recogerá información de forma actua-
lizada de los contratos con las empresas adjudica-
tarias. Los datos reflejarán número de contratos
que mantiene cada empresa con la Administra-
ción, indicando el proyecto o servicio adjudicado,
presupuesto de adjudicación y departamento que
lo adjudica.

Los contratos relativos a campañas de publici-
dad institucional se identificarán en un apartado
independiente, estructurado en razón de su obje-
to, delimitando, al margen de su vigencia, las
fechas efectivas de difusión publicitaria y los
medios en los que esta se realiza.

4. Las entidades señaladas en el artículo 3
publicarán información sobre los contratos cele-
brados con las entidades e instituciones a las que
se refiere el ámbito subjetivo de aplicación de esta
ley foral.

Artículo 24. Información sobre concesión de
servicios.

1. La concesión de los servicios se rige por la
legislación foral de contratos públicos, por lo que
la transparencia en esta materia se articulará a
través del Portal de Contratación de Navarra.

2. No obstante, la transparencia en la conce-
sión de los servicios públicos también exigirá que
los prestadores garanticen a los ciudadanos y ciu-
dadanas la información que les permita demandar
la prestación de unos servicios de calidad y, en su
caso, ejercitar sus derechos.

3. A estos efectos, la Administración Pública
recogerá en los pliegos reguladores de la contra-
tación las previsiones necesarias para garantizar,
como mínimo, a las personas usuarias los
siguientes derechos:

a) A obtener información sobre las condiciones
de prestación del servicio público y del grado de
cumplimiento y de calidad de los servicios públi-
cos prestados.

b) A presentar quejas sobre el funcionamiento
del servicio, que habrán de ser contestadas de
forma motivada e individual.

c) A obtener copia sellada de todos los docu-
mentos que presenten en las oficinas de la conce-
sionaria, en relación con la prestación del servicio.

d) A exigir de la Administración el ejercicio de
sus facultades de inspección, control y, en su
caso, sanción, para subsanar las irregularidades
en la prestación del servicio.

e) A ser tratadas en igualdad de condiciones
en el uso del servicio, sin que pueda existir discri-
minación, ni directa ni indirecta, por razones de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cual-
quier otra condición o circunstancia personal o
social.

Artículo 25. Información sobre convenios de
colaboración, contratos-programas, encomiendas
y encargos a medios propios.

1. Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas y entidades contenidas en el artículo 2 de
esta ley foral publicarán los convenios de colabo-
ración, contratos-programas, encomiendas y
encargos a medios propios sin más límites que los
derivados de la normativa de protección de datos
de carácter personal y los establecidos en el artí-
culo 31 de esta ley foral.

2. Se publicará y mantendrá actualizada la
relación de encomiendas de gestión y encargos
de ejecución a medios propios realizados por las
Administraciones, entidades e instituciones inclui-
das en el artículo 2 de esta ley foral, incluyendo:

a) La entidad a la que se realiza la encomien-
da y su duración.

b) Motivos que justifican que no se presten los
servicios con los medios personales con que
cuenta el órgano o entidad encomendante y, en
su caso, razones que acreditan que no se haya
licitado la contratación del servicio de conformidad
con lo previsto en la legislación de contratos del
sector público.

c) Medios materiales que la entidad encomen-
dante haya acordado poner a disposición de la
encomendada para la realización del trabajo.

d) Número y categorías profesionales de las
personas, en su caso, incluidas en cada enco-
mienda, así como el importe total destinado a gas-
tos de personal.

e) El objeto y las obligaciones económicas de
la encomienda, incluyendo las tarifas o precios
fijados.
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f) Las modificaciones y revisiones del presu-
puesto y los precios, así como la liquidación final
de la encomienda.

g) Las subcontrataciones efectuadas, en su
caso, con indicación del procedimiento seguido
para ello, la persona o entidad adjudicataria y el
importe de la adjudicación.

h) Se indicará el porcentaje de actividad reali-
zada por el medio propio a favor de los entes de
control, en cada ejercicio.

3. En el ámbito de la Administración de la
Comunidad Foral la transparencia de los conve-
nios de colaboración se articulará fundamental-
mente a través del Registro de Convenios y
Acuerdos, creado por la Ley Foral 15/2004, de 3
de diciembre, de la Administración de la Comuni-
dad Foral de Navarra, como instrumento de publi-
cidad, transparencia y control de los convenios y
acuerdos firmados por la Administración.

4. En todo caso, la regulación del Registro de
Convenios y Acuerdos deberá garantizar que los
ciudadanos y ciudadanas puedan consultar gratui-
tamente, tanto de forma presencial como telemáti-
ca, la relación de los convenios y acuerdos inscri-
tos en el registro, así como sus modificaciones, y
además, los siguientes datos relativos a cada uno
de ellos:

a) Las partes firmantes del convenio o acuer-
do, sus representantes y el carácter de esta repre-
sentación.

b) El objeto del convenio o acuerdo, con indi-
cación, en su caso, de las actividades comprome-
tidas, órganos encargados de las mismas y obli-
gaciones económicas convenidas.

c) El plazo y condiciones de vigencia.

d) En su caso, el lugar de publicación del con-
venio o acuerdo.

e) El objeto de las distintas modificaciones
operadas en los convenios o acuerdos durante su
vigencia, y las fechas de las mismas.

5. En el caso de los contratos-programas se
publicarán asimismo los informes periódicos de
evaluación de cumplimiento de objetivos.

6. En el ámbito de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra, organismos y enti-
dades públicas vinculadas o dependientes deberá
darse publicidad a los conciertos o convenios para
la prestación de servicios sociales y sanitarios a
través de medios ajenos. 

7. Las entidades señaladas en el artículo 3
publicarán información sobre los convenios cele-

brados con las entidades e instituciones a las que
se refiere el ámbito subjetivo de aplicación de esta
ley foral.

Artículo 26. Información sobre la actividad
subvencional.

1. Las Administraciones Públicas de Navarra
garantizarán la transparencia de la actividad sub-
vencional mediante la publicación, por cada uno
de los órganos que realiza actividades de fomen-
to, de la siguiente información:

a) Una relación actualizada de las líneas de
ayudas o subvenciones que tenga previsto convo-
car durante el ejercicio presupuestario, con indica-
ción de los importes que se destinen, el objetivo o
la finalidad y la descripción de los posibles benefi-
ciarios.

b) El texto íntegro de la convocatoria de las
ayudas o subvenciones.

c) Las concesiones de estas ayudas o subven-
ciones, dentro del mes siguiente al de la notifica-
ción o publicación, con indicación de la relación
de los beneficiarios en los casos de que una
norma o la convocatoria lo prevean, el importe de
las ayudas y la identificación de la normativa regu-
ladora. Asimismo, anualmente se publicará una
relación de las subvenciones concedidas en el
ejercicio anterior.

d) Las subvenciones concedidas sin promover
la publicidad y concurrencia, salvo aquellos expe-
dientes declarados de carácter reservado por la
Administración Pública.

e) Se dará publicidad igualmente al procedi-
miento de gestión y justificación y rendición de
cuentas de la subvención, en cuanto al plazo de
ejecución, pagos anticipados o a cuenta, importe
justificado, cuantías pagadas, resoluciones de
reintegro y sanciones impuestas.

2. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra por cada uno de los órganos que realiza
actividades de fomento hará pública la siguiente
información:

a) Una enumeración de los objetivos y efectos
de utilidad pública o social que se pretenden con-
seguir con la aplicación de cada subvención, del
plazo que se considera preciso o necesario para
su consecución, de los costes totales previsibles y
de la existencia o no de otras posibles fuentes de
financiación.

b) Cuando los objetivos que se pretendan con-
seguir con las subvenciones afecten al mercado,
se expondrá de forma motivada, por un lado, en
qué medida esas subvenciones están dirigidas a
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corregir fallos, que se identificarán, y por otro, se
motivará en qué medida sus efectos serán míni-
mamente distorsionadores del mercado.

3. Salvo que una ley disponga lo contrario, no
serán objeto de publicación los datos de carácter
personal de las personas físicas que resulten
beneficiarias de ayudas, subvenciones, prestacio-
nes de carácter social, beneficios fiscales o de
otro orden, cuando dichas ayudas tengan por fina-
lidad la integración social de determinados colecti-
vos o de personas en riesgo de exclusión social, o
se refieran a la educación, la vivienda o cualquier
otra finalidad social por razón de una menor capa-
cidad económica del beneficiario o por otras razo-
nes justificadas.

Artículo 27. Información patrimonial y estadís-
tica.

1. Los sujetos del artículo 2 de la presente ley
foral que tengan la condición de Administración
Pública deberán publicar la relación de los bienes
inmuebles que sean de su propiedad o sobre los
que ostenten algún derecho real, indicando, al
menos, su ubicación, superficie, características
principales, denominación, referencia catastral,
unidad o departamento y uso al que están adscri-
tos, salvo que razones justificadas de protección a
las personas aconsejen la no publicación.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el aparta-
do anterior, la Administración de la Comunidad
Foral de Navarra deberá publicar:

a) Relación de bienes de dominio público.

b) Relación de bienes inmuebles de los que
sea titular o sobre los que ostente algún derecho
real, especificando si están ocupados o no por las
dependencias de sus órganos o servicios, así
como los cedidos a terceros por cualquier título y,
en su caso, la persona o entidad beneficiaria y el
destino de la cesión.

c) La relación de bienes inmuebles en los que
la Administración de la Comunidad Foral de Nava-
rra ostente la condición de parte arrendataria con
indicación del destino de uso o servicio público de
los mismos.

d) Las autorizaciones administrativas, licen-
cias, declaraciones responsables y cualesquiera
actos administrativos que permitan el ejercicio de
funciones o actos sujetos a la autorización, control
o fiscalización de las Administraciones Públicas,
que incidan directamente en la gestión del domi-
nio público o en la prestación de servicios públi-
cos o que por otros motivos tengan especial rele-
vancia.

e) La relación de vehículos oficiales de los que
sea titular, así como los arrendados, con indica-
ción de su uso y destino.

f) La relación de teléfonos móviles corporati-
vos.

g) Estadísticas sobre el acceso o utilización
por la ciudadanía de los servicios públicos, en
especial, en los ámbitos educativo, sanitario y de
servicios sociales, así como, en particular, sobre
las consultas, quejas y sugerencias realizadas, en
los términos establecidos reglamentariamente.

h) Estadísticas en materia tributaria, conforme
a parámetros territoriales, poblacionales, econó-
micos y por sexos, considerando el carácter reser-
vado de los datos previsto en el artículo 105 de la
Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General
Tributaria.

i) Las operaciones estadísticas incluidas en el
correspondiente Plan de Estadística de Navarra.

j) La relación de líneas de conexión a internet,
faxes, líneas de teléfono fijas u otros dispositivos
de comunicación que estén instalados en domici-
lios particulares.

Artículo 28. Información en materia de orde-
nación del territorio, urbanismo, medio ambiente y
vivienda.

1. Los instrumentos de ordenación territorial y
de planeamiento urbanístico municipal, serán
objeto de publicación, proporcionando informa-
ción, como mínimo, sobre:

a) La estructura general de cada municipio.

b) La clasificación y calificación del suelo.

c) La ordenación prevista para el suelo, con el
grado de detalle adecuado.

d) Las infraestructuras planteadas en cada
localidad.

e) La normativa urbanística.

2. Las Administraciones Públicas de Navarra,
en el ejercicio de las competencias que le sean
propias, publicarán además:

a) Las autorizaciones ambientales integradas y
licencias ambientales, incluyendo los informes
jurídicos y técnicos emitidos 

b) Información geográfica, económica y esta-
dística de elaboración propia cuya difusión sea
relevante, facilitando las fuentes, notas metodoló-
gicas y modelos utilizados.

B.O. del Parlamento de Navarra / IX Legislatura                                      Núm. 68 / 21 de mayo de 2018

25



c) La información medioambiental que deba
hacerse pública de conformidad con la normativa
vigente.

Artículo 29. Otros contenidos objeto de publi-
cidad.

Con independencia de las obligaciones de
publicidad activa señaladas en los artículos ante-
riores, será objeto de publicación cualquier otra
información pública que se considere de interés
para la ciudadanía y, en particular, de aquella
cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia.

TÍTULO III
Derecho de acceso a la información pública

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 30. El derecho de acceso a la infor-
mación pública.

1. Cualquier persona, física o jurídica, pública
o privada, ya sea a título individual y en su propio
nombre, ya sea en representación y en el nombre
de las organizaciones legalmente constituidas en
las que se agrupen o que los representen, tiene
derecho a acceder, mediante solicitud previa, a la
información pública, sin más limitaciones que las
contempladas en esta ley foral.

2. Para el ejercicio de este derecho no será
necesario motivar la solicitud ni invocar esta ley
foral, ni acreditar interés alguno.

3. Las Administraciones Públicas deben adop-
tar las medidas organizativas necesarias para
garantizar el cumplimiento del derecho de acceso
a la información pública, de acuerdo con lo esta-
blecido por el presente título.

Artículo 31. Limitaciones del derecho de acce-
so a la información pública.

1. El derecho de acceso a la información públi-
ca solo podrá ser limitado o denegado cuando de
la divulgación de la información pueda resultar un
perjuicio para:

a) La seguridad pública.

b) La garantía de la confidencialidad o el
secreto requerido en procesos de toma de deci-
sión.

c) La prevención, investigación y sanción de
los ilícitos penales, administrativos o disciplina-
rios.

d) La igualdad de las partes en los procesos
judiciales y la tutela judicial efectiva.

e) Las funciones administrativas de vigilancia,
inspección y control.

f) Los intereses económicos y comerciales
legítimos, sin perjuicio de la publicidad de los con-
venios, contratos y otros actos administrativos
conforme a esta ley foral.

g) El secreto profesional y la propiedad intelec-
tual e industrial.

h) La protección del medio ambiente.

i) La información declarada reservada o prote-
gida por normas con rango de ley.

2. La aplicación de las limitaciones deberá ser
proporcionada atendiendo a su objeto y su finali-
dad de protección. En todo caso, deberán inter-
pretarse de manera restrictiva y justificada, y su
aplicación atenderá a las circunstancias del caso
concreto, especialmente a la concurrencia de un
interés público superior que justifique la divulga-
ción de la información. 

3. Las limitaciones no podrán ser alegadas por
la Administración Pública para impedir el acceso
del ciudadano o ciudadana a los documentos e
informaciones que le puedan afectar de un modo
personal, particular y directo, y, en concreto, si
dicha afección se refiere a sus derechos e intere-
ses legítimos.

4. Las limitaciones al derecho de acceso solo
serán de aplicación durante el período de tiempo
determinado por las leyes o en tanto se mantenga
la razón que las justifique.

5. Las resoluciones que se dicten en aplicación
de este artículo serán objeto de publicidad, previa
disociación de los datos de carácter personal que
contuvieran, una vez hayan sido notificadas a los
interesados, y sin perjuicio de que, cuando la
mera indicación de la existencia o no de la infor-
mación suponga la vulneración de alguno de los
límites al acceso, se indique esta circunstancia al
desestimarse la solicitud.

6. Las limitaciones previstas en este artículo se
podrán aplicar, igualmente, en relación con las
obligaciones de difusión contempladas en el título
II de esta ley foral.

Artículo 32. Protección de datos personales.

1. Cuando la información solicitada contenga
datos meramente identificativos relacionados con
la organización, funcionamiento o actividad públi-
ca de alguna de las administraciones, institucio-
nes, entidades o personas físicas o jurídicas suje-
tas a la aplicación de esta ley foral, el órgano
competente concederá el acceso a la información.
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2. Cuando la información solicitada se refiera a
personas jurídicas, se facilitará la información,
incluso si contiene datos del nombre y apellidos
de personas físicas que sean representantes,
administradores o miembros de sus órganos de
dirección, administración y control, y direcciones
de contacto.  

3. Cuando la información solicitada se refiera a
personas físicas y los datos no sean especialmen-
te protegidos, el órgano podrá comunicar la infor-
mación al solicitante si al ponderar la solicitud
estima que prevalece:  

– El hecho de que los datos sean meramente
identificativos o de contacto y con su comunica-
ción no se aprecie un perjuicio relevante para el
interés de los afectados. 

– La justificación por el solicitante de su peti-
ción en su calidad de titular de un interés legítimo
y directo o de un derecho subjetivo distinto del de
su condición de ciudadano.

– El hecho de que el solicitante tenga la condi-
ción de investigador y motive el acceso en fines
históricos, científicos o estadísticos.

– El menor perjuicio a los afectados derivado
del transcurso del plazo de diez años a partir de la
fecha del documento o información. 

4. Por el contrario, podrá denegar directamen-
te la solicitud si considera que prevalece la mayor
garantía de los derechos de los afectados en caso
de que los datos contenidos en el documento pue-
dan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se
refieran a menores de edad.

5. Cuando la información solicitada contenga
datos especialmente protegidos, se precisará el
consentimiento expreso del afectado, a menos
que este hubiera hecho manifiestamente públicos
los datos con anterioridad a que se solicitase el
acceso o que el acceso esté amparado por una
norma con rango de ley.

6. En todo lo demás, se tendrá en cuenta la
normativa sobre protección de datos de carácter
personal. 

Artículo 33. Acceso parcial.

1. En el caso de que la información solicitada
esté afectada por alguna de las limitaciones del
derecho de acceso, se concederá el acceso par-
cial a la información no afectada por el límite. 

2. Cuando se conceda el acceso parcial, debe-
rá garantizarse la reserva de la información afec-
tada por las limitaciones y la advertencia y cons-
tancia de esa reserva.

CAPÍTULO II
Procedimiento para el ejercicio del derecho de

acceso a la información pública

Artículo 34. Solicitud de información pública.

1. Las solicitudes de información pública se
dirigirán a la Administración o entidad en cuyo
poder se considere que se puede encontrar la
información. 

En el caso de la Administración de la Comuni-
dad Foral de Navarra y sus organismos públicos,
la unidad orgánica dará cuenta de las solicitudes
a la unidad administrativa competente en materia
de transparencia. 

Las Administraciones Públicas, instituciones
públicas y entidades a que se refiere el artículo 2
de esta ley foral promoverán los medios electróni-
cos para facilitar la presentación de las solicitudes 

2. La solicitud podrá realizarse por cualquier
medio, incluidos los electrónicos, que permita la
constancia de:

a) La identidad del solicitante sin que resulte
necesaria la acreditación de la misma.

b) La indicación precisa de la información que
se solicita, sin que sea requisito indispensable
identificar un documento o expediente concreto.

c) La forma o formato preferido de acceso a la
información solicitada.

d) Una dirección de contacto válida a la cual
puedan dirigirse las comunicaciones a propósito
de la solicitud.

3. El solicitante podrá exponer, si así lo desea,
las razones que justifican la petición de la informa-
ción. Sin embargo, en ningún caso podrá exigirse
dicha motivación.

4. Las unidades responsables de la informa-
ción pública y las oficinas de información, así
como el órgano o entidad en el que se presente o
al que se dirija la solicitud, cualquiera que sea el
medio utilizado para realizarla, ofrecerán la asis-
tencia que sea necesaria para facilitar el ejercicio
del derecho de acceso, teniendo en cuenta las
necesidades especiales de algunos colectivos.

5. Las solicitudes podrán ser presentadas en
cualquiera de las lenguas oficiales de la Comuni-
dad Foral de Navarra.

6. Cuando la solicitud se formule de forma oral,
sea por comparecencia ante las unidades respon-
sables o en las oficinas de información o mediante
comunicación telefónica, la misma será recogida
en formato electrónico haciendo constar los extre-
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mos señalados en el apartado anterior. De la
misma se dará un justificante al o a la solicitante.

Artículo 35. Solicitudes imprecisas.

1. Si la solicitud de información pública estu-
viera formulada de manera imprecisa, genérica o
vaga o resultase difícil su comprensión o la locali-
zación de la información se pedirá al solicitante
que la concrete, dándole para ello un plazo de
diez días hábiles, con suspensión del plazo máxi-
mo para resolver, y pudiendo tenerlo por desistido
en caso contrario. A tal efecto, se le prestará asis-
tencia para concretar su petición de información lo
antes posible.

2. La declaración de tener al solicitante por
desistido y el archivo de la solicitud se harán
mediante resolución, que se le notificará a efectos
de que pueda, en su caso, presentar una nueva
solicitud concretando su petición o la información
demandada.

Artículo 36. Órganos competentes para la
resolución del procedimiento de solicitud de acce-
so a la información pública.

1. En el ámbito de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra serán competentes
para la resolución del procedimiento los superio-
res jerárquicos de las unidades en cuyo poder se
encuentre la información, siempre que tengan atri-
buidas competencias resolutorias de conformidad
con las distintas normas reguladoras de las
estructuras orgánicas.

2. En los organismos públicos serán compe-
tentes los presidentes o directores gerentes.

3. En los consorcios, fundaciones y empresas
públicas integrantes del sector público foral serán
competentes los órganos que determinen sus nor-
mas estatutarias o de régimen de funcionamiento.
En su defecto, será competente el órgano máximo
que tenga atribuidas funciones decisorias. No
obstante, la Administración de la Comunidad Foral
de Navarra podrá reservarse la facultad de resol-
ver las solicitudes de información pública que reci-
ban las sociedades y fundaciones públicas, enti-
dades de derecho público a ella vinculadas y las
personas que ejerzan funciones públicas o potes-
tades administrativas o presten servicios públicos
bajo su autoridad. En tal caso, especificará los
órganos de cada departamento competentes para
resolver estas solicitudes.

4. En el marco de su autonomía, las entidades
locales, el Consejo de Navarra, la Cámara de
Comptos, el Defensor del Pueblo de Navarra y la
Universidad Pública de Navarra determinarán el

órgano competente para resolver las solicitudes
de información pública.

Artículo 37. Causas de inadmisión de las soli-
citudes.

Serán inadmitidas a trámite, mediante resolu-
ción motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que la ley
excluya del derecho de acceso.

b) Referidas a información que no obre en
poder de la entidad a la que se dirijan y se desco-
nozca el competente.

c) Las peticiones de respuestas a consultas
jurídicas o las peticiones de elaboración de infor-
mes o dictámenes. 

d) Se consideren abusivas, por su carácter
manifiestamente irrazonable, repetitivo o por con-
llevar un desmedido abuso del derecho.

e) Se refieran a documentación preparatoria,
material en curso de elaboración o documentos o
datos inconclusos y que no formen parte del expe-
diente administrativo. Por datos inconclusos se
entenderán aquellos sobre los que la Administra-
ción Pública esté todavía trabajando internamente
y no se haya emitido ningún dictamen, informe o
aprobación. Si la denegación se basa en este
motivo, el órgano competente para resolver debe-
rá mencionar en la denegación la unidad que está
preparando el material e informar al solicitante
acerca del tiempo previsto para terminar su elabo-
ración.

f) Referidas a información que tenga carácter
auxiliar o de apoyo, como la contenida en anota-
ciones, borradores, opiniones, resúmenes de uso
interno o comunicaciones internas que carezcan
de relevancia pública o interés público. No podrán
considerarse como información de carácter auxi-
liar o de apoyo los informes jurídicos, técnicos,
económicos y de otro orden, que formen parte del
expediente o que guarden relación con las resolu-
ciones y otros actos administrativos.

g) Relativas a información para cuya divulga-
ción sea necesaria una acción previa de reelabo-
ración. No se estimará como reelaboración que
justifique la inadmisión la información que pueda
obtenerse mediante un tratamiento informatizado
de uso corriente, ni aquella acción que requiera
aglutinar la información dispersa en varios docu-
mentos existentes.

Artículo 38. Derivación de las solicitudes.

1. En el supuesto de que la solicitud de acceso
a la información se dirija a una entidad u órgano
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administrativo que no disponga de la información,
este debe derivarla a la entidad o al órgano que
disponga de ella, si lo conoce, o a la oficina res-
ponsable de la información pública que correspon-
da, en un plazo de diez días naturales, y comuni-
car al solicitante a qué órgano se ha derivado la
solicitud y los datos para contactar con él.

2. Cuando la entidad u órgano administrativo
competente pertenezca o dependa de una admi-
nistración distinta a la que se ha dirigido la solici-
tud, debe informarse de ello al solicitante, por vía
electrónica si es posible, e indicarle cuál es la
Administración a la que se ha derivado su solici-
tud para que pueda ejercer el derecho de acceso
a la información pública. 

3. Si la entidad u órgano al que se dirigió la
solicitud resultara competente para satisfacer par-
cialmente la demanda de acceso a la información,
deberá responder en relación con dicha parte. En
cuanto a la información sobre la cual es incompe-
tente, procederá de conformidad con lo estableci-
do en los párrafos anteriores.

Artículo 39. Intervención de terceros.

1. Cuando la estimación de las solicitudes de
información conlleve la comunicación de datos de
carácter personal considerados como especial-
mente protegidos o pueda perjudicar los intereses
de terceros, el órgano encargado de resolver dará
a los afectados un plazo de quince días para que
puedan manifestar su consentimiento expreso al
acceso a la información o realizar las alegaciones
que estimen oportunas.

2. El traslado de la solicitud al afectado produ-
cirá la suspensión del plazo para resolver hasta
que se reciban las alegaciones o transcurra el
plazo para su presentación. El solicitante deberá
ser informado de esta circunstancia. Si el tercero
no responde en el plazo requerido se presumirá
su disconformidad con que se otorgue el acceso a
la información solicitada.

3. El órgano competente, sobre la base de lo
manifestado de forma expresa o presunta por los
terceros y atendiendo a lo previsto en esta ley
foral, emitirá la resolución que estime procedente
conforme al interés público general.

Artículo 40. Trámite de audiencia

1. Se dará trámite de audiencia al solicitante
cuando concurran alguna de las limitaciones del
derecho de acceso o hayan intervenido terceros
afectados.

2. El solicitante, en el plazo no inferior a diez
días ni superior a quince, podrá alegar y presentar

los documentos y justificaciones que estime perti-
nentes.

3. El trámite de audiencia producirá la suspen-
sión del plazo para resolver hasta que se reciban
las alegaciones, transcurra el plazo para su pre-
sentación o el solicitante manifieste su intención
de no efectuar alegaciones ni aportar documentos
ni justificaciones.

Artículo 41. Plazos para resolver la solicitud y
sentido del silencio.

1. El órgano en cada caso competente para
resolver facilitará la información pública solicitada
o comunicará al solicitante los motivos de la nega-
tiva a facilitarla lo antes posible y, a más tardar,
en los plazos establecidos en las normas con
rango de ley específicas y, en defecto de previ-
sión, en los que se indican a continuación:

a) En el plazo máximo de un mes desde la
fecha de entrada de la solicitud en el registro de la
Administración o entidad competente para resol-
verla, con carácter general. 

b) Este plazo podrá ampliarse por otro mes
más, si el volumen y la complejidad de la informa-
ción son tales que resulta imposible emitirla en el
plazo antes indicado. En este supuesto, deberá
informarse al solicitante, dentro del plazo máximo
de diez días, de las razones que justifican la emi-
sión de la resolución en dicho plazo.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado
4 de este artículo, si en el plazo máximo previsto
para resolver y notificar no se hubiese recibido
resolución expresa, se entenderá estimada la soli-
citud salvo en relación con la información cuya
denegación, total o parcial, viniera expresamente
impuesta en una norma con rango de ley.

3. La Administración Pública, en los casos de
estimación por silencio administrativo, vendrá obli-
gada a emitir y notificar la resolución expresa
reconociendo el derecho, total o parcialmente,
conforme a las previsiones recogidas en esta ley
foral.

Artículo 42. Resolución.

1. Si la información entregada se corresponde
en su totalidad con la solicitada y el órgano com-
petente no considera que su contenido tenga
datos de terceros o que afecta directamente a
derechos o intereses de estos, el acto de la entre-
ga de la información podrá entenderse por el soli-
citante como la resolución administrativa de con-
cesión, sin necesidad de formalizar esta. Lo
anterior no obstará para las precisiones que sobre
la información entregada pueda formular o
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demandar el solicitante como complemento o
mejor ejecución de la solicitud, si a ello hubiera
lugar.

2. En los demás casos, la resolución se forma-
lizará por escrito y se notificará al solicitante y, en
su caso, al tercero afectado. Cuando sea estima-
toria, total o parcialmente, indicará la forma o for-
mato de la información y, cuando proceda, el
plazo y las circunstancias del acceso, que debe-
rán garantizar la efectividad del derecho y la inte-
gridad de la información en el menor plazo posi-
ble.

Cuando la resolución conceda el acceso total o
parcial a una información que afecte a un tercero
que se haya opuesto, el acceso solo se hará efec-
tivo una vez haya transcurrido el plazo para inter-
poner recurso contencioso-administrativo sin que
se haya formalizado o haya sido resuelto confir-
mando el derecho a recibir la información. Esta
condición suspensiva del ejercicio del derecho de
acceso se hará constar expresamente en la reso-
lución.

3. Serán motivadas las resoluciones que
denieguen total o parcialmente el acceso, las que
lo concedan cuando haya habido intervención de
un tercero afectado y las que prevean una forma o
formato de acceso distinto al solicitado.

Cuando la mera indicación de la existencia o
no de la información pueda incurrir en alguna de
las limitaciones al derecho de acceso, se hará
constar dicha circunstancia.

4. En caso de que la negativa a facilitar la
información esté fundada en la existencia de dere-
chos de propiedad intelectual o industrial de terce-
ros, se incluirá la referencia a la persona física o
jurídica titular de los derechos cuando esta sea
conocida o, alternativamente, al cedente del que
se haya obtenido la información solicitada.

5. Las resoluciones dictadas en materia de
acceso a la información pública ponen fin a la vía
administrativa y son recurribles directamente ante
la Jurisdicción contencioso-administrativa, sin per-
juicio de la interposición de la reclamación potes-
tativa prevista en el artículo 45 de esta ley foral.

6. No obstante, contra las resoluciones dicta-
das por el Defensor del Pueblo de Navarra, la
Cámara de Comptos y el Consejo de Navarra solo
cabrá la interposición de recurso contencioso-
administrativo.

7. Siempre que las características de la infor-
mación solicitada lo permitan se acompañará con-
juntamente a la notificación de la resolución.

Artículo 43. Forma o formato de la informa-
ción.

1. El órgano competente deberá suministrar la
información en la forma o formato solicitado, a
menos que concurran alguna de las circunstan-
cias que se indican a continuación:

a) Que la información ya haya sido difundida
previamente en otra forma o formato y el solicitan-
te pueda acceder a ella fácilmente. En este caso,
se deberá informar al solicitante de dónde y cómo
puede acceder a dicha información o, en su caso,
remitírsela en el formato disponible.

b) Que el órgano competente considere razo-
nable poner a disposición del solicitante la infor-
mación en otra forma o formato y lo justifique ade-
cuadamente.

En los casos en que el acceso in situ pueda
ocasionar la pérdida o deterioro del soporte origi-
nal, no sea posible la copia en un formato deter-
minado debido a la inexistencia de equipos técni-
cos disponibles o cuando la modalidad de acceso
solicitada pueda afectar al derecho de propiedad
intelectual, se podrá poner a disposición del solici-
tante la información en otra forma y formato.

También podrá ponerse a disposición del soli-
citante otra forma o formato cuando sea más sen-
cilla o económica para el erario público.

2. A estos efectos se procurará conservar la
información pública en formas o formatos de fácil
reproducción y acceso mediante telecomunicacio-
nes informáticas o por otros medios electrónicos,
favoreciendo su entrega en formatos abiertos.

3. Cuando el órgano competente resuelva no
facilitar la información, parcial o totalmente, en la
forma o formatos solicitados y lo haga en otra
forma, deberá justificárselo al solicitante en la pro-
pia resolución en la que se reconozca el derecho
de acceso

Artículo 44. Gratuidad del acceso in situ y
tasas y precios.

1. Serán gratuitos:

a) El acceso a la información a que se refiere
el título II de esta ley foral o a aquella información
en que no se haya dispuesto lo contrario.

b) El examen de la información solicitada en el
sitio en que se encuentre.

c) La entrega de información por correo elec-
trónico o sistema electrónico equivalente.

2. En el caso de los archivos, bibliotecas y
museos, se atenderá, en lo que a gratuidad o
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pago se refiere, a lo que disponga su legislación
específica.

3. La expedición de copias y la transposición a
formatos diferentes al original en que se contenga
la información podrán someterse al pago de una
cantidad que no exceda de sus costes.

Para el establecimiento de las tasas en el caso
de la Administración Pública, se estará a lo previs-
to en la normativa aplicable de tasas y precios
públicos.

4. En ningún caso, las adaptaciones o ajustes
que deban realizarse para facilitar el acceso a la
información pública de los solicitantes con disca-
pacidad supondrá un sobrecoste para ellos.

5. Las unidades, órganos u entidades en cuyo
poder se encuentre la información elaborarán,
publicarán y pondrán a disposición de los solici-
tantes de información pública el listado de las
tasas y precios que sean de aplicación a tales
solicitudes, así como los supuestos en los que no
proceda pago alguno.

CAPÍTULO III
Régimen de impugnaciones

Artículo 45. Reclamación ante el Consejo de
Transparencia de Navarra.

1. Las resoluciones expresas o presuntas en
materia de acceso a la información pública podrán
ser objeto de reclamación, con carácter potestati-
vo, ante el Consejo de Transparencia de Navarra,
previo a su impugnación en vía contencioso-admi-
nistrativa.

2. La reclamación prevista en este capítulo
tendrá la consideración de sustitutiva de los recur-
sos administrativos de conformidad con lo dis-
puesto en la legislación sobre procedimiento
administrativo común de las Administraciones
Públicas.

3. La reclamación se interpondrá en el plazo
de un mes a contar desde el día siguiente al de la
notificación del acto impugnado o en cualquier
momento a partir del día siguiente a aquel en que
se produzcan los efectos del silencio administrati-
vo. 

4. La tramitación de la reclamación se ajustará
a lo dispuesto en materia de recursos en la legis-
lación vigente.

5. El plazo máximo para resolver y notificar la
resolución será de tres meses, transcurrido el
cual, la reclamación se entenderá desestimada.

6. Las resoluciones del Consejo de Transpa-
rencia de Navarra se publicarán, previa disocia-
ción de los datos de carácter personal que contu-
vieran, por medios electrónicos y en los términos
en que se establezca reglamentariamente, una
vez se hayan notificado a los interesados.

7. Los actos dictados por el Consejo de Trans-
parencia de Navarra serán impugnables en vía
contencioso-administrativa por quienes estén legi-
timados para ello.

8. Los actos dictados por el Consejo de Trans-
parencia de Navarra serán vinculantes para los
sujetos obligados en los artículos 2 y 3 de esta ley
foral.

TÍTULO IV
Grupos de Interés

Artículo 46. Grupos de interés.

A los efectos de esta ley foral, se consideran
grupos de interés las organizaciones y personas,
sea cual sea el estatuto jurídico, que, desarrollan-
do sus actividades en Navarra, se dedican profe-
sionalmente, en todo o en parte de su actividad, a
influir directa o indirectamente en los procesos de
elaboración de las políticas o disposiciones nor-
mativas, en la aplicación de las mismas o en la
toma de decisiones en defensa de intereses pro-
pios, de terceras personas u organizaciones o
incluso de intereses generales, sin que ello impida
el ejercicio de los derechos individuales de reu-
nión y de acceso o petición.

Tendrán también la consideración de grupos
de interés las plataformas, redes u otras formas
de actividad colectiva que, a pesar de no tener
personalidad jurídica, constituyen de hecho una
fuente de influencia organizada y realicen activi-
dades incluidas en el ámbito de aplicación del
registro.

Artículo 47. Del registro público de los grupos
de interés.

1. En el ámbito de la Comunidad Foral de
Navarra y de las entidades locales con población
superior a 5.000 habitantes se creará un registro
público de grupos de interés, de inscripción obli-
gatoria para los sujetos, organizaciones y entes
referidos en el art. 46 de esta ley foral, para facili-
tar la identificación y el control de todas las activi-
dades, con independencia del canal o medio utili-
zado, realizadas ante aquella.

2. El registro dará publicidad de las actuacio-
nes de los grupos de interés, especialmente de
las reuniones y audiencias celebradas con autori-
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dades, cargos públicos, miembros electos o dipu-
tados y de las comunicaciones o informes y otras
contribuciones en relación con las materias trata-
das.

3. Reglamentariamente se regulará la creación
del registro, su dependencia orgánica y funcional,
la clasificación de las personas y las organizacio-
nes que deben inscribirse en él, la información
requerida a los declarantes, el contenido detallado
del código de conducta, el procedimiento de
investigación y tramitación de las denuncias y los
órganos competentes para la imposición de las
sanciones de suspensión y cancelación de las
correspondientes inscripciones, así como cuales-
quiera otros extremos necesarios para su correcto
funcionamiento.

Artículo 48. Personas y actividades excluidas
del registro.

Quedan excluidas del registro las actividades
relativas a la prestación de asesoramiento jurídico
o profesional vinculadas a actividades de concilia-
ción o mediación realizadas en el marco de la ley
o en defensa de los intereses afectados por los
procedimientos administrativos y las funciones de
asesoramiento realizadas con finalidades informa-
tivas para el ejercicio de derechos o iniciativas
establecidos por el ordenamiento jurídico. 

Artículo 49. Contenido mínimo del registro. 

El registro incluirá como mínimo:

a) Una relación, ordenada por categorías, de
personas y organizaciones que actúan con el fin
de influir en la elaboración y aplicación de las polí-
ticas públicas, así como la sede de su organiza-
ción.

b) La información que deben suministrar en
relación con las actividades que realizan, con su
ámbito de interés y con sus fuentes de financia-
ción, así como con los fondos públicos recibidos.

c) Un código de conducta común.

d) El sistema de control y fiscalización, que
debe establecer los mecanismos de denuncia y
de aplicación, en el caso de incumplimiento, de lo
establecido por la presente ley foral o el código de
conducta.

e) Información pública de las actuaciones de
los grupos de interés, especialmente de las reu-
niones y audiencias celebradas con altos cargos o
asimilados, y de las comunicaciones, los informes
y otras contribuciones en relación con las mate-
rias tratadas.

Artículo 50. Obligaciones derivadas de la ins-
cripción en el registro.

1. La inscripción en el registro de grupos de
interés conlleva las siguientes obligaciones:

a) Aceptar que la información proporcionada
se haga pública.

b) Garantizar que la información proporcionada
es completa, correcta y fidedigna.

c) Cumplir el código de conducta.

d) Aceptar la aplicación del régimen de control
y fiscalización y las medidas correspondientes, en
caso de incumplimiento del código de conducta o
de lo establecido por la presente ley foral.

2. Los declarantes deben informar a las institu-
ciones de las actividades que realizan, de los
clientes, personas u organizaciones para las que
trabajan y de las cantidades económicas que reci-
ben, en su caso, y los gastos relacionados con su
actividad como grupo de interés.

Artículo 51. Contenido mínimo del código de
conducta.

El código de conducta al que se refiere el artí-
culo 49.c) debe incluir, como mínimo:

a) El nombre y los datos del declarante que lo
suscribe.

b) La entidad u organización que representa o
por la que trabaja el declarante, y los intereses,
objetivos o finalidades que persiguen sus clientes.

c) El compromiso del declarante de no obtener
ni tratar de obtener la información o influir en la
toma de decisiones de forma deshonesta.

d) El compromiso del declarante de proporcio-
nar información actualizada y no engañosa en el
momento de la inscripción en el registro y de man-
tenerla actualizada permanentemente.

e) El compromiso de no incitar, por ningún
medio, a autoridades, cargos públicos, diputados
o funcionarios a infringir la ley o las reglas de
comportamiento establecidas por el código de
conducta.

f) El compromiso de aceptar y cumplir las
medidas adoptadas en caso de incumplimiento de
las obligaciones establecidas por la presente ley
foral o por el código de conducta.

Artículo 52. Medidas de aplicación en caso de
incumplimiento.

1. El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas por la presente ley foral o por el código
de conducta puede dar lugar a la suspensión tem-

B.O. del Parlamento de Navarra / IX Legislatura                                      Núm. 68 / 21 de mayo de 2018

32



poral de la inscripción en el registro de grupos de
interés o, si el incumplimiento es grave, a la can-
celación de la inscripción, y se publicará la san-
ción en el registro.

2. Cualquier persona está legitimada para pre-
sentar una denuncia fundamentada en hechos
materiales, si sospecha que las personas o las
organizaciones comprendidas en este título
incumplen las obligaciones establecidas por la ley
o por el código de conducta.

3. El procedimiento de tramitación de las
denuncias y de investigación debe ser realizado
por los responsables del registro y debe garanti-
zar la audiencia del afectado.

4. La suspensión y la cancelación de la inscrip-
ción en el registro conllevan la denegación de
acceso a las oficinas y los servicios de las institu-
ciones y los organismos públicos a las personas
afectadas y, en su caso, de las organizaciones a
las que pertenecen y la publicación de la sanción
en el registro.

Artículo 53. Desarrollo normativo de este título.

Reglamentariamente se regulará la clasifica-
ción de las personas y las organizaciones que
deben inscribirse en el registro de grupos de inte-
rés, la información requerida a los declarantes, el
contenido detallado del código de conducta y el
procedimiento de investigación y tramitación de
las denuncias.

TÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 54. Normas generales.

1. El incumplimiento de las obligaciones esta-
blecidas en la presente ley foral se sancionará
conforme a lo previsto en este título, sin perjuicio
de aquellas otras responsabilidades que, en su
caso, pudieran concurrir.

2. El régimen sancionador del presente título
no se aplicará cuando los hechos puedan ser
constitutivos de infracción penal y tampoco, si de
acuerdo con la ley, pueda ser aplicable otro régi-
men de responsabilidad administrativa o de natu-
raleza jurisdiccional, siempre que se dé identidad
de sujeto y fundamento.

3. Las infracciones y sanciones reguladas en
la presente ley foral prescribirán a los cinco años,
tres años y un año, según se trate de responsabi-
lidades muy graves, graves o leves, respectiva-
mente, sin perjuicio de los plazos que resulten de
aplicación a las infracciones y sanciones de

carácter disciplinario de conformidad con la nor-
mativa que le resulte de aplicación. 

Para el cómputo de los plazos de prescripción,
así como para las causas de su interrupción, se
observará lo dispuesto en la normativa básica del
procedimiento administrativo.

Artículo 55. Sujetos responsables.

1. Son responsables de las infracciones tipifi-
cadas por este capítulo:

a) Los altos cargos y el personal al servicio de
la Administración y de las instituciones y los orga-
nismos públicos a los que es aplicable la presente
ley foral a los que les sea imputable una acción u
omisión tipificada como infracción, de acuerdo con
las funciones y competencias que tengan atribui-
das.

b) Las entidades y personas físicas y jurídicas
contempladas en el artículo 3, de acuerdo con las
funciones y competencias que tengan atribuidas.

Artículo 56. Infracciones de carácter discipli-
nario.

Son infracciones imputables a las autoridades,
directivos y el personal al servicio de las entida-
des previstas en el artículo 2:

1. Infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las obligaciones y
deberes de publicidad activa previstas o de sumi-
nistro de información pública cuando se haya des-
atendido en más de cuatro ocasiones, en un
periodo de dos años, el requerimiento expreso de
los órganos competentes.

b) Facilitar información parcial, omitir o mani-
pular información relevante con el objetivo de
influir en la formación de la opinión ciudadana.

c) La denegación arbitraria del derecho de
acceso a la información pública.

d) Condicionar el acceso a la información al
pago de una contraprestación en los supuestos de
acceso gratuito.

e) El incumplimiento reiterado en más de cua-
tro ocasiones, en un periodo de dos años, de las
resoluciones dictadas por el Consejo de Transpa-
rencia de Navarra que resuelvan reclamaciones
en materia de acceso a la información pública.

f) La comisión de una infracción grave cuando
se haya sancionado por resolución firme por otra
de la misma naturaleza en el término de un año.

2. Infracciones graves:
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a) El incumplimiento de las obligaciones y
deberes de publicidad activa previstas o de sumi-
nistro de información pública cuando se haya des-
atendido en más de dos ocasiones, en un periodo
de dos años, el requerimiento expreso de los
órganos competentes.

b) Suministrar información parcial o incompleta
sobre las propuestas sometidas a consideración
de los ciudadanos y ciudadanas, de forma que
ello pueda alterar el sentido o resultado del proce-
so participativo.

c) Omitir la información relativa al resultado de
la participación ciudadana en los procesos de esa
naturaleza sometidos a su consideración.

d) El incumplimiento reiterado en más de dos
ocasiones, en un periodo de dos años, de las
resoluciones dictadas por el Consejo de Transpa-
rencia de Navarra que resuelvan reclamaciones
en materia de acceso.

e) Omitir información relativa a la evaluación
de las políticas públicas y de los servicios públi-
cos.

f) El incumplimiento reiterado en más de dos
ocasiones, en un periodo de un año, sin causa
justificada, de la obligación de resolver en plazo la
solicitud de acceso a la información pública.

g) Omitir el trámite de audiencia de los terce-
ros afectados por las solicitudes de acceso a la
información pública, si los terceros están clara-
mente identificados.

h) Desestimar sin motivación las solicitudes de
acceso a la información pública.

i) Facilitar deliberadamente la información en
un formato o unas condiciones que impidan o difi-
culten manifiestamente su comprensión.

j) La falta de colaboración en la tramitación de
las reclamaciones que se presenten ante el Con-
sejo de la Transparencia de Navarra.

k) Suministrar la información incumpliendo las
exigencias derivadas del principio de veracidad.

l) La falta de colaboración en la tramitación de
las Quejas que se presenten ante el Defensor del
Pueblo de Navarra.

m) La comisión de una infracción leve cuando
se haya sancionado por resolución firme por otra
de la misma naturaleza en el término de un año.

3. Infracciones leves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de
publicidad activa previstas cuando no constituya
infracción grave o muy grave.

b) El incumplimiento injustificado de la obliga-
ción de resolver en plazo la solicitud de acceso a
la información pública.

Artículo 57. Infracciones de otras personas y
entidades.

Son infracciones imputables a las personas y
entidades a las que se refiere el artículo 3:

1. Infracción muy grave:

a) El incumplimiento de las obligaciones y
deberes de publicidad activa previstas cuando se
haya desatendido en más de cuatro ocasiones, en
un periodo de dos años, el requerimiento expreso
del Consejo de Transparencia de Navarra o de las
administraciones públicas competentes.

b) El incumplimiento reiterado, en más de cua-
tro ocasiones en un periodo de dos años, de la
obligación de suministro de información que les
haya sido reclamada, como consecuencia de un
requerimiento del Consejo de Transparencia de
Navarra o para dar cumplimiento a una resolución
del mismo en materia de acceso.

c) La comisión de una infracción grave cuando
se haya sancionado por resolución firme por otra
de la misma naturaleza en el término de un año.

2. Infracción grave: 

a) El incumplimiento de las obligaciones y
deberes de publicidad activa previstas cuando se
haya desatendido en más de dos ocasiones, en
un periodo de dos años, el requerimiento expreso
del Consejo de Transparencia de Navarra o de las
administraciones públicas competentes.

b) La publicación de la información incumplien-
do las exigencias derivadas del principio de vera-
cidad.

c) El incumplimiento reiterado, en más de dos
ocasiones en un periodo de dos años, de la obli-
gación de suministro de información que les haya
sido reclamada, como consecuencia de un reque-
rimiento del Consejo de Transparencia de Navarra
o para dar cumplimiento a una resolución del
mismo en materia de acceso.

d) La falta de contestación al requerimiento de
información.

e) Incumplir manifiestamente las obligaciones
de registro establecidas por la presente ley foral o
los compromisos que constituyen el contenido
mínimo del código de conducta establecido en el
artículo 57 de la presente ley foral.

3. Infracción leve:
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a) El incumplimiento de las obligaciones de
publicidad activa que sean de aplicación cuando
no constituya infracción grave o muy grave.

b) El retraso injustificado en el suministro de la
información.

c) El suministro parcial o en condiciones distin-
tas de las reclamadas.

d) Irregularidades en el cumplimiento de las
obligaciones de registro establecidas por la pre-
sente ley foral o los compromisos que constituyen
el contenido mínimo del código de conducta esta-
blecido en el artículo 57 de la presente ley foral.

Artículo 58. Sanciones disciplinarias.

A las infracciones imputables al personal al
servicio de las entidades previstas en el artículo 2
de esta ley foral, se les aplicarán las sanciones
que correspondan con arreglo al régimen discipli-
nario que en cada caso resulte aplicable.

Artículo 59. Sanciones aplicables a otras enti-
dades y personas.

1. A las infracciones previstas en el artículo 57,
se les aplicará las siguientes sanciones: 

a) Por la comisión de infracciones muy graves:

1º Una multa comprendida entre 6.001 y
12.000 euros.

2º La suspensión para poder contratar con la
Administración, durante un período máximo de
seis meses.

3º La inhabilitación para ser beneficiarios de
ayudas públicas, durante un período entre un año
y cinco años.

4º Reintegro total o parcial de la subvención
concedida o, en su caso, la resolución del contra-
to, concierto o vínculo establecido, en los términos
que se señalen en el acto o documento adminis-
trativo que los regule.

5º La cancelación definitiva de la inscripción en
el registro de grupos de interés.

b) Por la comisión de infracciones graves:

1º Una multa comprendida entre 600 y 6.000
euros.

2º La inhabilitación para ser beneficiarios de
ayudas públicas, durante un período máximo de
un año.

3º La suspensión, durante un período máximo
de un año, de la inscripción en el registro de gru-
pos de interés.

4º Reintegro total o parcial de la subvención
concedida o, en su caso, la resolución del contra-
to, concierto o vínculo establecido, en los términos
que se señalen en el acto o documento adminis-
trativo que los regule.

c) Por la comisión de infracciones leves, amo-
nestación o multa comprendida entre 200 y 599
euros. 

2. Los criterios aplicables para determinar el
alcance de la sanción son los establecidos por la
legislación de régimen jurídico y del procedimiento
administrativo. También se valora la existencia de
perjuicios para el interés público, la repercusión
de la conducta en los ciudadanos y, en su caso,
los daños económicos o patrimoniales producidos.

Artículo 60. Procedimiento.

1. Para la imposición de las sanciones estable-
cidas en el presente título, se seguirán las disposi-
ciones previstas en el procedimiento sancionador
o, en el caso de infracciones imputables al perso-
nal al servicio de la Administración y otras entida-
des, el régimen disciplinario funcionarial, estatuta-
rio o laboral que en cada caso resulte aplicable.

2. En todo caso, el procedimiento se iniciará
de oficio, por acuerdo del órgano competente,
bien por propia iniciativa o como consecuencia de
orden superior, petición razonada de otros órga-
nos o denuncia.

3. Cualquier ciudadano o ciudadana podrá pre-
sentar denuncia sobre el incumplimiento de esta
ley foral, teniendo derecho a recibir una respuesta
motivada en el plazo de un mes desde la presen-
tación de la misma. La denuncia y la respuesta se
publicarán en la página web o portal correspon-
diente previa disociación de los datos personales

4. El Consejo de Transparencia de Navarra,
cuando constate incumplimientos en esta materia
susceptibles de ser calificados como alguna de
las infracciones previstas en este título, instará la
incoación del procedimiento. El órgano compe-
tente solo podrá rechazar la incoación por acto
expreso y motivado que deberá notificar al Con-
sejo.

Artículo 61. Potestad sancionadora.

1. La competencia para la imposición de san-
ciones disciplinarias corresponderá al órgano que
determine la normativa aplicable a la Administra-
ción o a la entidad a la que pertenezca el sujeto
infractor o, en su caso, al órgano que determine la
normativa aplicable a la Administración o a la enti-
dad a la que se encuentre vinculada la persona
infractora.
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2. En el supuesto de que las infracciones sean
imputables a los altos cargos y al personal directi-
vo de la Administración de la Comunidad Foral,
organismos y entidades dependientes, se estará a
lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Foral
19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilida-
des de los miembros del Gobierno de Navarra y
de los altos cargos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra, que determina los
órganos titulares de la potestad sancionadora.

3. Cuando el responsable sea una persona o
entidad privada de las obligadas a suministrar
información por razón de las ayudas o subvencio-
nes que perciba con cargo a fondos públicos, o
por razón de contratos o convenios con el sector
público, será competente el titular del departa-
mento que otorga la subvención o ayuda pública o
que suscribe el contrato o convenio.

Cuando las subvenciones o ayudas públicas
procedan de distintos departamentos, o el contra-
to se suscriba entre varias entidades, será compe-
tente el titular del departamento que haya otorga-
do la de mayor cuantía o asuma una mayor carga
en las prestaciones o en el precio.

Cuando la obligación de suministrar informa-
ción derive de las funciones o potestades públicas
que ejerza, será competente el titular del departa-
mento a quien corresponda la materia en las que
las mismas son ejercidas.

4. Cuando el responsable sea una persona
física o jurídica en virtud de la obligación de sumi-
nistrar a la Administración la información necesa-
ria para el cumplimiento efectivo por aquella de
las obligaciones previstas en esta ley foral, será
competente el titular del departamento al que
deba suministrar la información.

Artículo 62. Publicidad de las sanciones.

Las sanciones que se impongan por la comi-
sión de infracciones muy graves y graves previs-
tas en esta ley foral se harán públicas en el Portal
del Gobierno Abierto, sin perjuicio de los supues-
tos en que deban ser objeto de publicación en el
Boletín Oficial de Navarra.

TÍTULO VI
Consejo de Transparencia de Navarra

Artículo 63. Consejo de Transparencia de
Navarra.

1. El Consejo de Transparencia de Navarra,
como órgano independiente destinado a promover
la transparencia en la Comunidad Foral de Nava-
rra, velará por el cumplimiento de las obligaciones

de publicidad activa y garantizará el derecho de
acceso a la información pública.

2. El Consejo de Transparencia de Navarra se
adscribirá orgánicamente al Departamento de
Presidencia, Función Pública, Interior y Justicia y,
en el ejercicio de las funciones que la presente ley
foral le atribuye, actuará con objetividad, profesio-
nalidad, sometimiento al ordenamiento jurídico,
autonomía y plena independencia.

Artículo 64. Funciones del Consejo de Trans-
parencia de Navarra.

1. Son funciones del Consejo de Transparen-
cia de Navarra las siguientes:

a) Conocer de las reclamaciones que se pre-
senten contra las resoluciones expresas o presun-
tas en materia de acceso a la información pública.

b) Requerir, a iniciativa propia o como conse-
cuencia de denuncia o reclamación, la subsana-
ción de incumplimientos de las obligaciones reco-
gidas en esta ley.

c) Informar preceptivamente proyectos norma-
tivos que desarrollen la ley en materia de transpa-
rencia o estén relacionados con esta materia.

d) Evaluar el grado de aplicación y cumpli-
miento de las obligaciones en materia de transpa-
rencia por parte de las entidades e instituciones
sujetas a ella, pudiendo formular recomendacio-
nes para el mejor cumplimiento de tales obligacio-
nes.

e) Adoptar criterios de interpretación uniforme
de las obligaciones contenidas en esta ley foral.

f) Resolver las consultas que se formulen en
materia de publicidad activa y derecho de acceso
por las entidades e instituciones obligadas.

g) Elaborar anualmente una memoria específi-
ca sobre su actividad de velar por el cumplimiento
de las obligaciones en materia de transparencia
por parte de las entidades e instituciones, que
será presentada ante el Parlamento de Navarra.
Esta memoria comprenderá, además de un apar-
tado específico relativo al cumplimiento de las
obligaciones derivadas de la Ley Foral 16/2016,
de 11 de noviembre, de Cuentas Abiertas, las
reclamaciones y consultas tramitadas, las reco-
mendaciones o requerimientos que el Consejo
haya estimado oportuno realizar en esta materia,
así como referencia a los expedientes disciplina-
rios o sancionadores cuya incoación haya instado.

h) Instar la incoación de expedientes discipli-
narios o sancionadores de acuerdo con las previ-
siones del título V.
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i) Imponer multas coercitivas en los términos
previstos en el artículo 69 de esta ley foral. 

j) Promover actividades de formación y sensi-
bilización.

k) Colaborar, en las materias que le son pro-
pias, con órganos de naturaleza análoga.

a) Aquellas otras que le sean atribuidas por
una norma de rango legal o reglamentario.

Artículo 65. Composición del Consejo de
Transparencia de Navarra.

1. El Consejo de Transparencia de Navarra
estará compuesto por la persona titular de la pre-
sidencia y por los siguientes miembros:

a) Cuatro miembros del Parlamento de Nava-
rra para cuya designación se tendrá en cuenta el
criterio de pluralidad respecto de los grupos pre-
sentes en el Parlamento de Navarra.

b) Un o una representante del departamento
competente en materia de transparencia.

c) Tres representantes de las entidades loca-
les de Navarra designados a propuesta de las
asociaciones o federación de municipios de mayor
implantación en la Comunidad Foral de Navarra

d) Un o una representante del Consejo de
Navarra.

e) Un o una representante de la Cámara de
Comptos.

f) Un o una representante del Defensor del
Pueblo de Navarra.

g) Un o una representante de la Universidad
Pública de Navarra.

En cada caso, el procedimiento de designación
de los miembros corresponderá a la institución u
órgano correspondiente, quien podrá designar,
además, a un o una suplente para los casos de
enfermedad, ausencia o impedimento temporal.

2. La persona titular de la presidencia del Con-
sejo de Transparencia de Navarra  será elegida
por el Parlamento de Navarra, entre personas de
reconocido prestigio y competencia profesional,
por mayoría absoluta, de entre las candidaturas
propuestas por los diferentes grupos parlamenta-
rios y nombrada por el Gobierno de Navarra,
mediante decreto foral, por un periodo de cuatro
años no renovable.

Será cesada por renuncia, fallecimiento o inca-
pacitación judicial. También será cesada a peti-
ción del Parlamento de Navarra, por mayoría
absoluta, en caso de incumplimiento grave de sus

funciones, de incapacidad sobrevenida para el
ejercicio de su función, de incompatibilidad o de
condena por delito doloso.

Expirado el mandato que se menciona en este
apartado, quien estuviera en ese momento en el
cargo continuará en sus funciones hasta que se
formule la nueva designación.

3. Los y las miembros del Consejo de Transpa-
rencia de Navarra serán nombrados por un perío-
do de cuatro años por el Gobierno de Navarra, a
propuesta de la persona titular de la Presidencia
del Consejo de Transparencia de Navarra, previa
designación por parte de las entidades o institu-
ciones correspondientes.

Serán cesados por renuncia, desaparición del
vínculo del representante con la entidad a la que
representa, fallecimiento o incapacitación judicial.
También serán cesados a petición de la entidad o
institución que los hubiera propuesto por incumpli-
miento grave de sus funciones, incapacidad
sobrevenida para el ejercicio de su función,
incompatibilidad o condena por delito doloso.

Expirado el mandato, quien estuviera en ese
momento en el cargo continuará en sus funciones
hasta que se formule la nueva designación.

4. La condición de miembro del Consejo de
Transparencia de Navarra no exigirá dedicación
exclusiva ni dará derecho a retribución alguna. La
condición de presidente o presidenta del Consejo
de Transparencia de Navarra será incompatible
con cualquiera de los cargos a los que se refiere
la legislación sobre incompatibilidad de los miem-
bros del Gobierno de Navarra y de los altos car-
gos de la Administración Foral de Navarra, así
como con la pertenencia a un partido político,
incluyendo los 4 años anteriores a su elección.

Artículo 66. Funciones de la Presidencia.

1. Son funciones de la Presidencia las siguien-
tes:

a) Ostentar la representación del Consejo de
Transparencia de Navarra y mantener relación
con los ciudadanos y ciudadanas que se dirijan al
Consejo y con los titulares de órganos de análoga
naturaleza de ámbito autonómico o estatal.

b) Velar por la observancia de las obligaciones
contenidas en esta ley, dando conocimiento al
órgano competente de los posibles incumplimien-
tos advertidos, e instando, en su caso, la incoa-
ción de expedientes disciplinarios o sancionado-
res de acuerdo con las previsiones del título V.
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c) Fijar el orden del día, convocar, presidir y
moderar las sesiones del Consejo, en las que
contará con voto de calidad.

d) Presentar al Parlamento de Navarra la
memoria que prevé esta ley foral.

e) Colaborar, en estas materias, con órganos
de naturaleza análoga estatales o autonómicos.

f) Ejercer cuantas otras funciones sean inhe-
rentes a su condición.

2. En casos de vacante, ausencia, enfermedad
u otra causa legal, la persona titular de la Presi-
dencia será sustituida por el miembro del Consejo
de Transparencia de Navarra de mayor edad que
cumpla con el régimen de incompatibilidad esta-
blecido en el artículo 65.4 de esta ley.

Artículo 67. Organización y funcionamiento.

1. La organización y funcionamiento del Con-
sejo de Transparencia de Navarra se regirá por el
reglamento que éste órgano apruebe. Dicho regla-
mento deberá publicarse en el Boletín Oficial de
Navarra.

2. Para el ejercicio de las funciones de trans-
parencia y acceso a la información pública, el
Consejo de Transparencia de Navarra contará
con el apoyo jurídico, técnico y administrativo que
será facilitado por el Departamento de Presiden-
cia, Función Pública, Interior y Justicia, así como
con los medios personales y materiales del mismo
que sean necesarios.

Artículo 68. Colaboración con el Consejo de
Transparencia de Navarra.

Las Administraciones Públicas de Navarra y
los demás organismos y entidades que se relacio-
nan en el artículo 2.1, en las letras b) y c) del artí-
culo 2.2 y en el artículo 3 de esta ley deberán faci-
litar al Consejo de Transparencia de Navarra la
información que les solicite y prestarle la colabo-
ración necesaria para el desarrollo de sus funcio-
nes. 

Artículo 69. Cumplimiento de los actos y reso-
luciones del Consejo de Transparencia de Nava-
rra.

1. Los actos de petición de información y docu-
mentación y las resoluciones dictadas por el Con-
sejo de Transparencia de Navarra serán vinculan-
tes para las administraciones públicas, entidades
y personas obligadas en los artículos 2 y 3 de
esta ley foral, con la excepción de las instituciones
públicas de la Comunidad Foral de Navarra no
sujetas a su conocimiento. 

2. El Consejo de Transparencia de Navarra
velará por el cumplimiento efectivo de sus actos o
resoluciones. A tal efecto, podrá disponer, en el
acto o resolución, quién ha de ejecutarlo, las
medidas de ejecución necesarias y, en su caso,
resolver las incidencias derivadas de la ejecución.

3. Las partes podrán proponer al Consejo de
Transparencia de Navarra las medidas de ejecu-
ción necesarias para garantizar el cumplimiento
efectivo de sus actos y resoluciones.

4. En caso de advertirse que un acto o una
resolución dictada en el ámbito de su competen-
cia pudiera estar siendo incumplido, el Consejo de
Transparencia de Navarra, de oficio o a instancia
de alguna de las partes, requerirá a las autorida-
des, entidades, empleados públicos o particulares
a quienes corresponda que lleven a cabo su cum-
plimiento en el plazo que se les fije e informen al
respecto.

Transcurrido el plazo fijado y si el Consejo
apreciase el incumplimiento total o parcial de su
acto o resolución, podrá adoptar cualesquiera de
las medidas siguientes:

a) Imponer multa coercitiva de 500 a 5.000
euros a las administraciones o entidades, autori-
dades, empleados públicos o particulares que
incumplan los actos o las resoluciones del Conse-
jo, pudiendo reiterar la multa cada diez días hasta
el cumplimiento íntegro de lo mandado.

b) Hacer pública la actitud incumplidora de
quienes resulten responsables en su página web,
en su informe anual, en los medios de comunica-
ción y dando traslado de la conducta al Parlamen-
to de Navarra, para su conocimiento. 

5. El Consejo de Transparencia de Navarra
podrá recabar el auxilio de cualquiera de las admi-
nistraciones y poderes públicos para garantizar la
efectividad de sus resoluciones, que lo prestarán
con carácter preferente y urgente.

Disposición adicional primera. Aplicación de
la presente ley foral al Parlamento de Navarra.

1. La aplicación de los principios de transpa-
rencia de la presente ley foral al Parlamento de
Navarra y a sus miembros se llevará cabo por su
Reglamento y demás normas de desarrollo y apli-
cación.

2. Las resoluciones dictadas por el Parlamento
de Navarra en materia de transparencia agotan la
vía administrativa, no siendo susceptibles de
recurso potestativo ante el Consejo de Transpa-
rencia de Navarra y contra ellas solo cabrá la inter-
posición del recurso contencioso-administrativo.
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Disposición adicional segunda. Comisión
Interdepartamental para la Transparencia y el
Gobierno Abierto.

1. Se creará por el Gobierno de Navarra la
Comisión Interdepartamental para la Transparen-
cia y el Gobierno Abierto, como unidad encargada
de impulsar y coordinar, con carácter general, la
implementación de las medidas derivadas de la
presente ley foral, de valorar el grado de implanta-
ción de estas, y en su caso, de promover todas
aquellas actuaciones correctoras de cara a lograr
la plena efectividad y cumplimiento de las disposi-
ciones recogidas en la misma.

2. La Comisión de Seguimiento estará presidi-
da por la persona titular del departamento compe-
tente en materia de transparencia, y se compon-
drá, además de por los titulares de las direcciones
generales con competencias en las materias de
Presidencia y de Gobierno Abierto, nuevas tecno-
logías, administración electrónica, atención a la
ciudadanía, y al menos un representante con
rango mínimo de director general por cada una de
las áreas departamentales de la Administración
de la Comunidad Foral de Navarra.

3. La Comisión elaborará y publicará cada año
un informe sobre el grado de aplicación de esta
ley foral, y realizará cada cuatro años una evalua-
ción conjunta de su aplicación con, en su caso,
propuestas para la introducción de mejoras que la
puedan hacer más efectiva.

4. Asimismo, elaborará y publicará información
periódica de carácter estadístico sobre las solicitu-
des de información públicas recibidas, así como
información sobre la experiencia adquirida en la
aplicación de esta ley foral, garantizando en todo
caso la confidencialidad de los solicitantes de
información pública.

5. La Comisión será asistida en el ejercicio de
sus funciones por una comisión técnica designada
al efecto.

Disposición adicional tercera. Plazo para el
cumplimiento de las obligaciones de publicidad
activa.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 2
de esta disposición adicional tercera, las entida-
des incluidas en el ámbito de aplicación del título I
adoptarán las medidas necesarias para que la
información derivada de las nuevas obligaciones
de publicidad activa previstas en esta ley foral
esté disponible en la correspondiente sede elec-
trónica o página web, en el plazo máximo de un
año a contar desde la fecha de entrada en vigor
de esta ley foral.

2. Las entidades locales dispondrán de un
máximo de dos años para adaptarse a las obliga-
ciones contenidas en esta ley foral que excedan
de las derivadas de la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno.

Disposición adicional cuarta. Creación del
registro público de grupos de interés.

En el plazo de un año desde la entrada en
vigor de la presente ley foral, se creará el registro
público de grupos de interés al que se refiere el
título IV.

Disposición adicional quinta. Medidas de
sensibilización y formación para el personal al ser-
vicio de las Administraciones Públicas de Navarra.

El Gobierno, con motivo de la puesta en mar-
cha de esta ley foral, aprobará un plan formativo
en el ámbito de la transparencia dirigido a los fun-
cionarios y personal de las Administraciones
Públicas de Navarra, acompañado, a su vez, de
una campaña informativa dirigida a los ciudada-
nos y las ciudadanas y a las entidades privadas
afectadas por las obligaciones de transparencia.

Disposición adicional sexta. Evaluación glo-
bal de la transparencia.

Transcurrido un período de dos años desde la
entrada en vigor de esta ley foral, el Gobierno de
Navarra, por medio del Departamento de Presi-
dencia, Función Pública, Interior y Justicia, proce-
derá a realizar un informe de evaluación de su
aplicación, que trasladará al Parlamento de
Navarra.

Disposición adicional séptima. Regulaciones
especiales del derecho de acceso a la información
pública.

1. Esta ley foral será de aplicación, con carác-
ter general, a toda la actividad relacionada con el
acceso a la información pública de las Administra-
ciones Públicas, instituciones públicas y entidades
contempladas en el artículo 2 de la misma. 

El acceso a la información medioambiental,
sobre ordenación del territorio y urbanismo, sobre
archivos y documentos históricos y subvenciones,
se regirá por lo dispuesto en esta ley foral, salvo
en aquellos supuestos en que la normativa espe-
cial establezca con rango de ley limitaciones para
el acceso por razón de la protección de determi-
nados intereses públicos o de la protección de
datos de carácter personal.

No obstante lo anterior, se regirán por su nor-
mativa específica el acceso a la información tribu-
taria, sanitaria, policial y cualquier otra informa-
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ción en que una norma con rango de ley declare
expresamente el carácter reservado o confidencial
de la información. 

En lo que no prevea la normativa específica,
será de aplicación supletoria esta ley foral. 

2. En todos los casos, y cualquiera que sea la
normativa aplicable, el Consejo de Transparencia
de Navarra será competente para velar por el
cumplimiento del derecho de acceso a la informa-
ción pública y examinar las reclamaciones contra
los actos y resoluciones que se dicten de conce-
sión o denegación total o parcial de acceso a la
información pública, salvo en los casos del Parla-
mento de Navarra, Cámara de Comptos, Consejo
de Navarra y Defensor del Pueblo de Navarra.

Disposición adicional octava. Igualdad de
género en el lenguaje.

En los casos en que esta ley foral utiliza sus-
tantivos de género gramatical masculino para
referirse a personas, cargos o puestos de trabajo,
debe entenderse que se hace por mera economía
en la expresión, y que se utilizan de forma genéri-
ca con independencia del sexo de las personas
aludidas o de los titulares de dichos cargos o
puestos, con estricta igualdad en cuanto a los
efectos jurídicos.

Disposición transitoria única. Aplicación de
obligaciones de transparencia a relaciones jurídi-
cas anteriores.

Los sujetos a los que se refiere el artículo 3
quedarán exentos de realizar las obligaciones de
publicidad activa señalados en esta ley foral en

relación con aquellos contratos, subvenciones,
conciertos o cualesquiera otras relaciones jurídi-
cas que hubieran finalizado con anterioridad a la
entrada en vigor de esta ley, sin perjuicio de las
obligaciones establecidas en el capítulo II del títu-
lo III de esta ley foral en cuanto a acceso a la
información pública.

Disposición derogatoria única. Derogación
normativa.

Quedan derogados expresamente los títulos II,
III, V, VII, VIII y IX de la Ley Foral 11/2012, de 21
de junio de la Transparencia y del Gobierno Abier-
to, y cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a lo establecido en la presente
ley foral.

Disposición final primera. Mandato de los
miembros del Consejo de la Transparencia de
Navarra.

Los miembros actuales del Consejo de la
Transparencia de Navarra continuarán hasta la
terminación de su periodo de mandato.

Disposición final segunda. Habilitación para
el desarrollo de la presente ley foral.

Se autoriza al Gobierno de Navarra para dictar
las disposiciones y adoptar las medidas que resul-
ten necesarias para la aplicación, desarrollo y eje-
cución de esta ley foral. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente ley foral entrará en vigor a los tres
meses de su publicación en el Boletín Oficial de
Navarra.



El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, aprobó la
Ley Foral por la que se modifican la Ley Foral
14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de
Navarra y de su Presidente, la Ley Foral 19/1996,
de 4 de noviembre, de incompatibilidades de los
miembros del Gobierno y de los altos cargos de la
Administración de la Comunidad Foral de Nava-
rra, y la Ley Foral4/2000, de 3 de julio, del Defen-
sor del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra.

Dicha ley foral, de conformidad con el artículo
20.2 de la Lorafna y el artículo 153 del Reglamen-
to de la Cámara, ha sido aprobada por mayoría
absoluta en una votación final sobre el conjunto
del proyecto.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza

Ley Foral por la que se modifican la
Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre,
del Gobierno de Navarra y de su 

Presidente, la Ley Foral 19/1996, de 4
de noviembre, de incompatibilidades
de los miembros del Gobierno y de los
altos cargos de la Administración de
la Comunidad Foral de Navarra, y la
Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del

Defensor del Pueblo de la Comunidad
Foral de Navarra

PREÁMBULO

La presente ley foral modifica la Ley Foral
14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de
Navarra y de su Presidente, la Ley Foral 19/1996,
de 4 de noviembre, de incompatibilidades de los
miembros del Gobierno y de los altos cargos de la
Administración de la Comunidad Foral de Nava-

rra, y la Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del Defen-
sor del Pueblo.

La Ley Foral 14/2004 se ve afectada en lo rela-
tivo a la ética y la transparencia en la acción de
gobierno, declara que la actuación de los miem-
bros del Gobierno de Navarra y de los altos car-
gos de la Administración Pública debe estar presi-
dida por el interés general y la transparencia en
su gestión, siendo incompatible con la confianza
depositada por la ciudadanía la permanencia en el
cargo en la situación procesal de investigado por
la presunta comisión de los delitos de corrupción.
Regula, asimismo, el deber de abstención de toda
actividad privada cuando pueda suponer un con-
flicto de intereses, la transparencia en la acción
de gobierno y la rendición de cuentas, y desarrolla
normas para hacer más transparente el traspaso
de poderes con ocasión de los cambios de gobier-
no.

La Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de
incompatibilidades de los miembros del Gobierno
y de los altos cargos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra, ve modificado el
régimen sancionador establecido en el artículo 15. 

Y la Ley Foral del Defensor del Pueblo ve
ampliadas sus funciones en relación con las que-
jas por falta de transparencia en las Administra-
ciones Públicas de Navarra.

El nexo común de las tres leyes modificadas
es su consideración de leyes de mayoría absoluta
que complementan las disposiciones de la nueva
Ley Foral de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno.

Artículo 1. Se añade a la Ley Foral 14/2004,
de 3 de diciembre, un nuevo título V, la ética y la
transparencia en la acción de Gobierno, cuyo con-
tenido es el siguiente: 

“TÍTULO V. 
De la ética y la transparencia

Artículo 64. Principios de actuación.

La actuación de los miembros del Gobierno de
Navarra y de los altos cargos de la Administración
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Pública estará presidida por el interés general y la
transparencia en su gestión, observándose los
principios éticos y de conducta contemplados en
el Código de Buen Gobierno aprobado por la Ley
Foral 2/2011, de 17 de marzo.

Artículo 65. Conflicto de intereses.

Los miembros del Gobierno de Navarra debe-
rán abstenerse de toda actividad privada o interés
que pueda suponer un conflicto de intereses con
sus responsabilidades públicas. Se considerará
que existe un conflicto de intereses cuando deban
decidir en asuntos en los que confluyan intereses
públicos e intereses privados propios, de familia-
res directos o compartidos con terceras personas.
Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de los
supuestos de abstención regulados en el artículo
11 de esta ley foral.

Lo establecido en el apartado anterior también
será de aplicación a los altos cargos de la Admi-
nistración Pública.

Artículo 66. El Gobierno en funciones.

El Gobierno en funciones, además de limitar
su actuación y decisiones a lo establecido en la
presente ley foral, deberá garantizar el estado de
la documentación necesaria para el gobierno
entrante, elaborando inventarios de los documen-
tos básicos, en el formato más seguro y práctico,
con el objeto de facilitar el traspaso de poderes al
gobierno entrante. La finalidad de dichos inventa-
rios será la de informar, de manera transparente,
sobre el estado concreto de los archivos y temas
pendientes en cada ámbito departamental que
tengan relevancia pública y que se consideren
imprescindibles para desarrollar la actuación del
nuevo Gobierno, así como del estado de ejecu-
ción del presupuesto correspondiente, y en todo
caso:

a) La estructura, organigrama y funciones.

b) Los programas en ejecución.

c) Los convenios vigentes con detalle de eje-
cución.

d) Informe sobre la ejecución presupuestaria
del ejercicio en curso y de las disponibilidades
existentes.

e) Relación de préstamos financieros otorga-
dos y solicitados.

f) Relación de compromisos económicos asu-
midos.

g) Informe sobre la situación del personal.

h) Listado y copia de todos los contratos vigen-
tes en el momento de la transición.

i) Listado y copia de todas las obligaciones
pendientes de pago.

j) Listado de todas las disposiciones de carác-
ter general aprobadas cuya entrada en vigor esté
diferida a un momento posterior al de la toma de
posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 67. Transparencia en la acción del
Gobierno y rendición de cuentas.

1. Las personas que en cada momento confor-
men el Gobierno de Navarra asumirán el compro-
miso de ejercer la acción de Gobierno de forma
transparente y se obligarán a rendir cuentas sobre
su gestión a la ciudadanía.

2. A estos efectos, se regularán e implantarán
instrumentos para que el Gobierno en su conjunto
y cada uno de sus integrantes en su ámbito pue-
dan:

a) Compartir con la ciudadanía las decisiones
de política, logros y dificultades de la gestión e
inversión pública.

b) Dar cuenta de la forma en que se adminis-
tran los recursos públicos y de su coherencia con
la planificación aprobada.

c) Construir y desarrollar mecanismos de ajus-
te de las acciones de política para adaptarlas a
las peticiones ciudadanas.

d) Facilitar el control ciudadano de toda la
actuación del Gobierno y fortalecer la capacidad
de los ciudadanos y ciudadanas para estimular y
orientar esa acción.

Artículo 68. Investigados por delitos de corrup-
ción.

1. En el momento en que un cargo público
electo o sujeto a nombramiento de libre designa-
ción conozca, de forma fehaciente, que un juzga-
do o tribunal competente ha adoptado un auto
estableciendo su situación procesal de investiga-
do o figura legal equivalente por la presunta comi-
sión de los delitos contemplados en los artículos
404 a 444 o 472 a 509 del Código Penal actual-
mente vigente, entenderá que su permanencia en
el cargo es incompatible con la confianza que se
debe trasladar a la ciudadanía sobre la vigencia
de los principios éticos y con la obligación de pre-
servar el prestigio de las instituciones.

2. Así lo entenderá también en el caso de los
altos cargos sujetos a nombramiento de libre
designación, quien tenga la potestad de relevarlo”.
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Artículo 2. Se modifica el artículo 15.1 de la
Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, que queda
redactado  de la forma siguiente:

“Artículo 15. Sanciones.

1. a) Las infracciones muy graves y graves
serán sancionadas con la declaración del incum-
plimiento de esta ley foral y estas declaraciones
serán publicadas  en el Boletín Oficial de Navarra.

b) Las infracciones muy graves serán sancio-
nadas con una multa entre 600 y 6000 euros.

c) Las infracciones muy graves podrán ser
causa de cese en el cargo”.

Artículo 3. Se añade un nuevo artículo 11 bis
al Capítulo I del Título II de la Ley Foral 4/2000,
de 3 de julio, del Defensor del Pueblo de Navarra,
que quedará redactado de la forma siguiente: 

“Artículo 11 bis. 

1. Sin perjuicio de la reclamación que, ante el
Consejo de Transparencia de Navarra, pueda
interponerse contra las resoluciones, expresas o
presuntas, de los órganos de la Administración
Pública que impidan o limiten, total o parcialmen-
te, el ejercicio por los ciudadanos y ciudadanas

del derecho que se reconoce en el título III de la
Ley Foral de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno, en lo referente al
acceso a la información pública, el o la solicitante
de la información pública y terceros interesados
podrán dirigir una queja al Defensor del Pueblo de
Navarra siempre que se haya impedido o limitado
su derecho de acceso a esta información, de con-
formidad con lo dispuesto en esta ley foral.

2. La intervención del Defensor del Pueblo de
Navarra no suspenderá el transcurso de los pla-
zos para la interposición de la reclamación o
recurso contencioso-administrativo procedentes”.

Disposición adicional. La presente modifica-
ción de las Leyes Forales 14/2004, de 3 de
diciembre, 19/1996, de 4 de noviembre, y 4/2000,
de 3 de julio, revisten el carácter de leyes de
mayoría absoluta de acuerdo con los artículos
20.2 y 25 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de
agosto, de Reintegración y Amejoramiento de
Régimen Foral de Navarra.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente ley foral entrará en vigor a los tres
meses de su publicación en el Boletín Oficial de
Navarra.



El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, aprobó la
Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza

Ley Foral de creación de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra

PREÁMBULO

I

La sociedad tiene que hacer frente a retos que
modifican y condicionan sus formas de actuación
y gestión. Los cambios sociales, empresariales,
laborales, políticos, administrativos, tecnológicos,
etc., nos han situado ante un nuevo paradigma
político-administrativo. Como consecuencia, los
instrumentos de control hoy en día existentes no
resultan suficientes para prever, vigilar y monitori-
zar la actividad política y administrativa a fin de
prevenir actos de corrupción o malas prácticas.
Atendiendo a lo expuesto se ve necesario crear
un organismo específico que esté coordinado con
los entes de control y fiscalización existentes den-
tro de la propia Administración y los del ámbito
parlamentario y de esta forma mejorar los resulta-
dos de las políticas públicas y alcanzar el máximo
grado de transparencia y de buen hacer.

Mediante esta ley foral se crea la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra, con el objetivo de prevenir e
investigar posibles casos de corrupción, fomentar

las buenas prácticas y preservar la integridad de las
Administraciones y del sector público de Navarra. 

La Oficina desempeñará en la línea expuesta
las funciones que la legislación de contratos atri-
buye a la Oficina de regulación y supervisión de la
contratación.

En la presente ley foral, y de conformidad con
los instrumentos jurídicos internacionales, por
corrupción se entiende cualquier abuso de poder
para obtener réditos privados para sí mismo o
para terceros.

II

Para combatir la corrupción y fortalecer las
buenas prácticas es imprescindible que la socie-
dad intervenga en el control de la Administración
Pública. Para garantizar la participación se deben
crear mecanismos reales de participación ciuda-
dana en el control eficaz de sus instituciones y
establecer sistemas de rendición de cuentas de
los responsables políticos ante la ciudadanía y
sus órganos de representación.

III

La creación de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción se realiza al amparo del artículo
49.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agos-
to, de Reintegración y Amejoramiento del Régi-
men Foral de Navarra, y, mediante la misma, la
Comunidad Foral de Navarra da cumplimiento a la
Resolución 58/4, de 31 de octubre de 2003, de la
Asamblea General de Naciones Unidas, por la
que se aprueba la Convención de las Naciones
Unidas contra la Corrupción, en cuyo artículo 6
establece la necesidad de crear órganos encarga-
dos de prevenir la corrupción en los distintos Esta-
dos parte. Asimismo, con su creación se profundi-
za en los parámetros establecidos por la Unión
Europea en la lucha contra el fraude y recogidos
en el artículo 325 del Tratado de la Unión Europea
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y del Tratado de Funcionamiento de la Unión
Europea. 

A su vez, la puesta en marcha de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción fortalece el
cumplimiento por parte de la Comunidad Foral de
Navarra de los compromisos derivados de la firma
y ratificación por parte del Estado español del
Convenio Civil sobre la Corrupción (número 174
del Consejo de Europa) y del Convenio Penal
sobre la Corrupción (número 173 del Consejo de
Europa), así como de la Resolución 24 (97) del
Consejo de Europa sobre los veinte principios rec-
tores de la lucha contra la corrupción.

IV

Esta ley foral se estructura en seis títulos, tres
disposiciones adicionales, cuatro transitorias, una
derogatoria y una disposición final.

El título I se refiere a la creación, naturaleza
jurídica y objeto de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción. En este título se aborda el régi-
men jurídico, ámbito de actuación de la misma y
sus funciones.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción debe promover y establecer medidas para
prevenir, investigar y combatir la corrupción,
fomentar y mejorar las buenas prácticas y proteger
a los denunciantes. Su finalidad primordial es for-
talecer la actuación de las instituciones públicas de
la Comunidad Foral de Navarra para evitar que se
produzca un menoscabo moral en ellas y un
empobrecimiento económico en la Hacienda Públi-
ca redundando en perjuicio de la ciudadanía y en
la merma en la calidad de los servicios públicos.

Su ámbito de actuación abarca al conjunto de
instituciones que conforman la Comunidad Foral.
Asimismo, la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción puede actuar sobre empresas y entida-
des privadas y personas físicas en función de su
relación con las Administraciones, en los términos
que la ley foral prevé.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción se articula en torno a cuatro grandes princi-
pios que constituyen sus ejes de actuación. La
prevención es el primero de ellos. En su desarro-
llo la Oficina velará por la transparencia en la ges-
tión de lo público y la participación de la sociedad
civil; supervisará la obligación de rendir cuentas
de la gestión de lo público; promoverá la inclusión
y la observancia de un código de buenas prácti-
cas de los cargos electos, cargos de libre desig-
nación y empleados del sector público; y vigilará y
controlará el conflicto de intereses en la gestión
de lo público.

En el ejercicio de su función preventiva, la Ofi-
cina realizará, en colaboración con las Administra-
ciones Públicas, la identificación de los riesgos de
corrupción y malas prácticas y elaborará propues-
tas para su erradicación. También realizará el
estudio de conductas de escasa probidad de
empleados y cargos públicos, sus causas y for-
mas de erradicarlas. Trabajará para la interioriza-
ción y adopción de conductas éticas en la gestión
de lo público. 

Para ello, la Oficina formulará recomendacio-
nes con el objeto de promover la cultura de las
buenas prácticas y el aislamiento de la corrupción.
Asimismo, realizará asesoramiento institucional
especializado y desarrollará actividades de forma-
ción de trabajadores del sector público, cargos
políticos y cargos directivos. 

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción también contribuirá al fomento y asimilación
en nuestra sociedad de los valores cívicos de res-
peto y cuidado de lo público y de rechazo del frau-
de y la corrupción en todos los ámbitos de la
sociedad.

La investigación es el segundo eje de actua-
ción, cuyo objeto será identificar a los responsa-
bles de desviaciones en fondos públicos, conflic-
tos de intereses –reales o potenciales–, abusos y
desviación de poder, uso no autorizado de infor-
maciones de acceso reservado, aprovechamiento
en beneficio particular o de terceros de bienes y
recursos públicos, así como de otras conductas
irregulares de autoridades, altos cargos y trabaja-
dores del sector público, personas físicas o jurídi-
cas, que pudieran ser causa de perjuicio moral o
económico para las Administraciones Públicas.
Una vez finalizada la investigación, cuando en el
curso de la misma se detecten indicios de irregu-
laridades administrativas para las que esté previs-
ta sanción administrativa, la Oficina remitirá las
investigaciones de forma inmediata a los órganos
administrativos competentes para que actúen en
consecuencia e impidan que se sigan producien-
do dichas irregularidades. En el supuesto de que
en el transcurso de una investigación se descu-
bran indicios delictivos se dará traslado inmediato
de la misma a los órganos jurisdiccionales. El pro-
cedimiento de investigación también podrá con-
cluir con la formulación de recomendaciones al
organismo afectado para corregir o evitar disfun-
ciones que afecten a la integridad de la institución
y de las personas que la componen.

El control y la evaluación de las medidas de
lucha contra el fraude y la corrupción es el tercer
eje de acción de esta Oficina. Para ello, estable-
cerá canales de coordinación y cooperación esta-
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ble con otras instituciones a los efectos de cumplir
sus objetivos. Con su ejercicio favorecerá la pro-
moción de los máximos niveles de integridad,
honestidad y transparencia en el diseño y des-
arrollo de políticas públicas y en la prestación de
servicios públicos y en la gestión de los recursos
públicos. Asimismo contribuirá a evaluar los ins-
trumentos jurídicos y las medidas administrativas
de control y lucha contra la corrupción estableci-
das en las Administraciones Públicas.

Se configura como el cuarto eje que inspira
esta ley foral la protección de las personas que,
perteneciendo al ámbito de actuación de esta ley
foral, denuncien conductas sospechosas o prácti-
cas irregulares que produzcan menoscabo moral
o económico a nuestras Instituciones. Su finalidad
es evitar que se produzcan empeoramientos de
las condiciones laborales o profesionales por
haber defendido los valores cívicos de nuestra
sociedad. Por lo tanto, la Oficina de Buenas Prác-
ticas y Anticorrupción deberá contribuir a proteger
a las personas que denuncien conductas sospe-
chosas de corrupción o prácticas irregulares de
conformidad con lo dispuesto en esta ley foral. 

En el título II, se analiza el procedimiento de
investigación, la protección de la persona denun-
ciante o informante y el tratamiento de la docu-
mentación calificada como reservada.

La tarea de investigación de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción se inicia de oficio,
previo análisis de los hechos denunciados por
particulares, funcionarios o instituciones y perso-
nas jurídicas, públicas o privadas. 

El título III aborda la colaboración de la Oficina
con otros organismos y entidades de derecho
público. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción se coordinará, para mejorar su eficacia
en el ejercicio de sus funciones, con otras institu-
ciones, Administraciones Públicas y entes públi-
cos en la forma establecida en esta ley foral y con
pleno respeto a las respectivas competencias.

El título IV se dedica a regular los resultados
de la actividad desarrollada por la Oficina, que
pasarán por la rendición de cuentas a la ciudada-
nía de la Comunidad Foral de Navarra y al Parla-
mento, con la elaboración de una memoria anual
y su remisión a la cámara legislativa. No obstante,
la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción emitirá un informe anual que dé
cuenta de las actividades desarrolladas por la Ofi-
cina en cumplimiento de sus funciones de preven-
ción e investigación, control y evaluación. Todo
ello sin perjuicio de informes extraordinarios o
especiales que pudieran realizarse. Se garantiza

en este título la publicidad debida de todos estos
informes.

El título V se refiere a la dotación de medios
personales y materiales de la Oficina. La misma
será dirigida por una directora o director que ha
de ser una persona independiente y de probada
solvencia elegida por el Parlamento de Navarra. 

Por su parte, al personal empleado en la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción se le
aplicará el Estatuto de Personal de las Administra-
ciones  Públicas de Navarra, respetando siempre
los principios de publicidad, mérito y capacidad
para la provisión de los puestos de trabajo. Asi-
mismo se contempla el régimen especial de
incompatibilidades aplicables al personal vincula-
do a ella.

El título VI aborda el régimen sancionador,
define las infracciones, califica su gravedad y
establece las sanciones correspondientes. La
experiencia nos indica que las meras recomenda-
ciones y el reproche público es insuficiente. Por
este motivo la ley fija sanciones atribuyendo esta
competencia a la Dirección de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción o requiriendo a las
autoridades competentes en materia disciplinaria
a que las ejerzan.

Por último, esta ley foral incluye un conjunto de
disposiciones adicionales, transitorias y finales,
entre las que cabe destacar la adicional segunda,
que atribuye funciones de regulación y supervi-
sión a la Oficina en materia de contratación en los
términos que establece la legislación de contratos,
y la disposición adicional tercera, que crea una
Sección  dentro de la Oficina para llevar a cabo
las funciones que el art. 333 de la Ley 9/2017, de
8 de noviembre, atribuye a la Oficina Nacional de
Evaluación.

La disposición final establece una vacatio legis
de tres meses para su entrada en vigor. 

TÍTULO I 
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto, principios generales, régimen jurídico

y ámbito de actuación

Artículo 1. Objeto y naturaleza jurídica.

1. El objeto de esta ley foral es la creación de
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción
de la Comunidad Foral de Navarra como entidad
de derecho público, con personalidad jurídica pro-
pia, que actuará con objetividad, profesionalidad,
sometimiento al ordenamiento jurídico y plena
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independencia orgánica y funcional de las Admi-
nistraciones Públicas en el ejercicio de sus com-
petencias.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción se crea para la detección, prevención,
investigación y erradicación de la corrupción y
prácticas fraudulentas de las Administraciones
Públicas de Navarra y de las sociedades y entida-
des participadas por estas en los términos que se
regulan en la presente ley foral. 

3. Se crea para impulsar y favorecer una cultu-
ra de buenas prácticas, de valores cívicos y buen
gobierno en la ciudadanía, y para rechazar la
corrupción en el diseño, ejecución y evaluación de
políticas públicas o actuaciones administrativas.

Artículo 2. Principios generales.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra sirve con
objetividad a los intereses generales de acuerdo
con los principios de integridad, neutralidad, res-
ponsabilidad, imparcialidad, proporcionalidad,
confidencialidad, dedicación al servicio público y
presunción de inocencia.

Igualmente, deberá respetar en su actuación
los principios de legalidad, eficacia, eficiencia y
economía en el cumplimiento de los objetivos y
finalidades públicos. 

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción en sus relaciones con los ciudadanos actúa
de conformidad con los principios de transparen-
cia, de participación y rendición de cuentas.

Artículo 3. Régimen jurídico.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra se regirá
por lo dispuesto en esta ley foral y por las normas
de Derecho Administrativo.

Para la imposición de las sanciones estableci-
das en el título VI se seguirán las disposiciones y
los principios previstos en esta ley foral y en la
normativa vigente del procedimiento sancionador
administrativo. 

Artículo 4. Ámbito de actuación de la Oficina.

El ámbito de actuación de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral Navarra es:

1. La Administración de la Comunidad Foral de
Navarra y sus organismos, entes, entidades, fun-
daciones, consorcios y empresas públicas, con
participación mayoritaria o dominio efectivo, inde-
pendientemente de que se rijan por el derecho
público o privado. En el caso de que dicha partici-

pación sea inferior al 50%, el ámbito de actuación
de la Oficina se extenderá al control de las activi-
dades de gestión de servicios públicos, de ejecu-
ción de obras pública, de asistencia o suministro,
a cuenta del sector público de Navarra.

2. Las entidades locales de Navarra y sus
organismos, entes, entidades, fundaciones y
empresas públicas, con participación mayoritaria
o dominio efectivo, independientemente de que se
rijan por el derecho público o privado. En el caso
de que dicha participación sea inferior al 50%, el
ámbito de actuación de la Oficina se extenderá
únicamente al control de las actividades de ges-
tión de servicios públicos, de ejecución de obras
pública, de asistencia o suministro, a cuenta del
sector público de Navarra.

3. La Universidad Pública de Navarra y sus
entes, entidades, fundaciones y organismos
dependientes.

4. Los partidos políticos, las organizaciones
sindicales y empresariales y las fundaciones y
asociaciones vinculadas en los términos a que
hace referencia el artículo 4.1.e) de la Ley Foral
2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos.

CAPÍTULO II
Fines y funciones

Artículo 5. Funciones.

1. Son funciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra:

a) La función de prevención.

b) La función de investigación.

c) La función de evaluación.

d) La función de protección. 

e) La función de regulación y supervisión de la
contratación pública.

Artículo 6. Función de prevención.

La función de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra
en materia de prevención comprenderá las
siguientes actuaciones: 

a) Identificar los riesgos de corrupción, detec-
tar las conductas inapropiadas o contrarias a la
integridad y a la ética pública. Para ello recogerá
datos y elaborará estudios que le permitan identifi-
car las tipologías de fraude en el sector público,
los ámbitos en los que se producen y las situacio-
nes que facilitan su aparición. 
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b) Elaborar un nuevo Código Ético y de Con-
ducta que establezca las normas éticas y de con-
ducta que han de observar los miembros del
Gobierno de Navarra, altos cargos, personal
eventual, directivos de las entidades que integran
el sector público así como los cargos electos
debiendo ajustar sus actuaciones a los principios
de objetividad, integridad, neutralidad, responsabi-
lidad, imparcialidad, confidencialidad, transparen-
cia, ejemplaridad, dedicación al servicio público,
eficacia, honradez, austeridad, respeto a la igual-
dad de género y respeto, promoción y protección
del entorno cultural, lingüístico y medioambiental.
El Código será aprobado por el Parlamento de
Navarra con rango de ley foral.

c) Promover, impulsar y garantizar la aplica-
ción del Código Ético y de Conducta, así como la
guía de buenas prácticas, en la Administración
Pública, con el objetivo de coadyuvar en la mejora
de la calidad de la prestación de los servicios
públicos.

d) Gestionar el Registro de actividades e inte-
reses, así como verificar la información aportada
en las declaraciones de actividades e intereses,
dirimir los casos de conflicto y comprobar la justifi-
cación de las variaciones en forma de incremento
del patrimonio de los cargos públicos. A tal efecto,
la Oficina actuará por iniciativa propia, justificada
con un informe motivado. 

Podrá, también, verificar la información decla-
rada y dirimir los casos de conflicto sobre el régi-
men de incompatibilidades de altos cargos y car-
gos electos públicos de la Administración Local de
Navarra, siempre y cuando así sea acordado por
el órgano competente de la Administración Local y
tras la formalización del respectivo convenio.

e) Asesorar, elaborar informes, formular pro-
puestas, incluyendo propuestas de modificaciones
normativas, dirigidas a mejorar las actuaciones
del sector público y a incorporar criterios que pue-
dan evitar disfunciones o actuaciones discreciona-
les y mejoren la práctica administrativa. 

f) Diseñar y programar las acciones formativas
y de sensibilización en materia de prevención y
lucha contra el fraude y la corrupción. 

g) Colaborar, a solicitud del órgano o la institu-
ción competente, ya sea de carácter público o pri-
vado, en la formación del personal en todo aquello
a lo que hace referencia esta ley foral. 

h) Aquellas otras actuaciones cuyo contenido y
finalidad puedan ser consideradas acciones pre-
ventivas contra el fraude y la corrupción.

Artículo 7. Función de investigación.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra en materia de investigación compren-
derán, entre otras, las siguientes actividades:

a) Investigar sobre conductas irregulares que
puedan suscitar conflictos de interés en autorida-
des, altos cargos y personal al servicio de las
Administraciones Públicas o fundaciones y empre-
sas públicas, con participación mayoritaria o domi-
nio efectivo, independientemente de que se rijan
por el derecho público o privado, que vayan en
detrimento del Código Ético o que pudieran ser
causa de perjuicio económico o de reputación
para el sector público de Navarra, ya sea de
forma directa o indirecta.

b) Investigar el uso en beneficio privado de
informaciones derivadas de las funciones propias
del personal al servicio del sector público y el
aprovechamiento en beneficio particular o de ter-
ceros de bienes y recursos públicos.

c) Investigar la conculcación de los principios
de igualdad, mérito, publicidad y capacidad en la
provisión de los puestos de trabajo en el sector
público, así como en las fundaciones y empresas
públicas, con participación mayoritaria o dominio
efectivo, independientemente de que se rijan por
el derecho público o privado. 

d) Realizar el seguimiento y verificación de las
ejecuciones de los encargos a entes instrumenta-
les y contratos administrativos licitados y adjudica-
dos por alguno de los sujetos previstos en el artí-
culo 4.1, 2 y 3 de la presente ley foral.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción colaborará con el Parlamento siempre
que los parlamentarios y grupos parlamentarios lo
soliciten de conformidad con lo establecido en el
Reglamento de la Cámara.

3. Cuando en un proceso de investigación se
detecten actos o situaciones que competencial-
mente correspondan a otras instituciones de con-
trol y/o fiscalización, se dará traslado de las actua-
ciones realizadas al órgano o institución que
competa a los efectos oportunos. 

Artículo 8. Función de evaluación.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra lleva-
rá a cabo las tareas de control, seguimiento y eva-
luación de la eficacia de las medidas de
prevención de la corrupción y fomento de las bue-
nas prácticas. En el ejercicio de las mismas coo-
perará con otros órganos de control siempre res-
petando las competencias y funciones propias de
cada uno. 
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2. Las actuaciones deberán contribuir a garan-
tizar la presunción de inocencia así como los
máximos niveles de integridad, honestidad y
transparencia en los procesos de contratación
pública, de encargos a entes instrumentales, de
subvenciones, de toma de decisiones, en la
correcta prestación de los servicios públicos y en
la planificación y gestión eficiente de los bienes,
competencias y recursos públicos, contribuyendo
a la evaluación de los instrumentos jurídicos y las
medidas administrativas de control y lucha contra
la corrupción ya establecidas en las Administra-
ciones Públicas. 

3. Los informes de evaluación de cada actua-
ción contemplarán:

a) Las modificaciones normativas introducidas
a instancia o recomendación de la Oficina.

b) Las modificaciones que hayan sido propues-
tas por la Oficina en las prácticas rutinarias o usos
establecidos y hayan sido aceptadas.

c) Las modificaciones propuestas y aceptadas
sobre los precedentes administrativos que pueden
estar afectando a una gestión eficaz, transparente
y equitativa.

d) Análisis de resultados.

e) Adopción de buenas prácticas en la empre-
sa privada relacionada con las Administraciones
Públicas. 

f) Otros indicadores de evaluación que se defi-
nan en cada actuación.

Artículo 9. Función de protección.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra velará
para que el personal al servicio de las institucio-
nes recogidas en el artículo 4.1, 2 y 3 de la pre-
sente ley foral puedan desempeñar sus funciones
en los términos legalmente establecidos. 

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra velará
para que las personas que denuncien posibles
casos de corrupción no sufran un empeoramiento
de las condiciones de su entorno laboral o sean
sujeto de cualquier forma de perjuicio o discrimi-
nación, sin que ello suponga interferencia en
investigaciones o procedimientos de índole penal
y teniendo presente los límites establecidos en el
artículo 10 de esta ley foral. La dirección de la Ofi-
cina promoverá ante las autoridades competentes
las acciones correctoras o de restablecimiento, de
las que dejará constancia en la memoria anual. 

3. Toda persona denunciante o informante de
hechos o conductas cuya comprobación corres-
ponda a la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción puede, si lo solicita, obtener el compromi-
so escrito de que su identidad no será revelada a
terceras personas. A tal efecto los datos de dicha
persona denunciante o informante y los detalles
que pudieran determinar su identificación serán
mantenidos en secreto por el personal al servicio
de la Oficina. 

CAPÍTULO III
Límites y deber de colaboración

Artículo 10. Límites. 

1. En cualquier caso, las funciones de la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción se ejer-
cerán sin perjuicio de las que correspondan a la
Cámara de Comptos de Navarra, al Defensor del
Pueblo de Navarra u otras instituciones de control
y fiscalización. 

2. De idéntica manera, la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de Navarra ejercerá
sus funciones sin perjuicio de las correspondien-
tes a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal. 

Artículo 11. Deber de colaboración.

A fin de poder desarrollar sus funciones, las
Administraciones Públicas y entidades a que se
refiere el artículo 4 de la presente ley foral debe-
rán colaborar con la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de Navarra en todo aquello que
esta necesite y esté en relación con hechos inves-
tigados por la misma. En este sentido, y teniendo
en cuenta el principio de proporcionalidad en las
actuaciones, la Oficina podrá acceder a los loca-
les y a la información de que dispongan las cita-
das Administraciones Públicas y/o entidades. 

Aquellas personas físicas o jurídicas, públicas
o privadas, que tengan el deber de colaborar con
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción y
que dificulten el ejercicio de sus funciones o que
se nieguen a facilitarle los informes, documentos
o expedientes que les sean requeridos incurrirán
en las responsabilidades establecidas por la ley.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción colaborará y cooperará con instituciones
autonómicas, estatales, europeas y/o internacio-
nales que tengan competencias o que cumplan
funciones análogas en materia de transparencia,
fraude y anticorrupción.
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TÍTULO II
Del procedimiento de investigación

Artículo 12. Buzón.

1. Se habilitará por la Oficina un buzón desti-
nado a recibir quejas, denuncias o sugerencias de
la ciudadanía relacionadas con actuaciones o
conductas en las que puedan incurrir las autorida-
des, el personal y altos cargos en los términos del
artículo 4.1 de la presente ley foral, siempre que
se refieran a asuntos sometidos al ámbito de apli-
cación de la misma.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra estudiará
las citadas quejas y denuncias y determinará si
incoa de oficio un expediente de información a fin
de determinar posibles responsabilidades. En caso
de rechazarse la incoación de un expediente de
investigación, se dará respuesta motivada al parti-
cular sobre los extremos que hayan fundamentado
dicha decisión. En cualquier caso, la Oficina en el
informe anual, de forma motivada, señalará el
número de denuncias recibidas y cuáles han sido
tomadas en consideración y cuáles no. 

3. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción también valorará las sugerencias reco-
giendo en el informe anual y de forma motivada la
aceptación o no de las mismas.

4. El informe anual se hará público, siempre
cumpliendo con los principios recogidos en la nor-
mativa sobre protección de datos de carácter per-
sonal.

Artículo 13. Abstención y recusación.

1. Para el personal de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción regirán las causas de
abstención y recusación que rigen en el procedi-
miento administrativo común. 

2. Tanto la abstención como la recusación se
plantearán por escrito, en el que se expresará la
causa o causas en que se fundan y serán resuel-
tas por la directora o director sin posibilidad de
que la decisión sea recurrida. En caso de que la
recusación o abstención sean planteadas por o a
la dirección de la Oficina será la directora o direc-
tor adjunto quien resuelva. 

CAPÍTULO I
Iniciación del procedimiento

Artículo 14. Iniciación.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra se iniciarán siempre de oficio por
acuerdo de su dirección, tanto a iniciativa propia o

por denuncia de persona física o jurídica, pública
o privada, o de una solicitud razonada presentada
por otros órganos o instituciones públicas. Estas
actuaciones estarán sujetas, entre otros, a los
principios de objetividad, seriedad, discreción,
confidencialidad, celeridad y presunción de ino-
cencia.

2. Las autoridades, cargos directivos y respon-
sables de oficinas públicas, organismos públicos
y, en general, quienes cumplan funciones públicas
o desarrollen su trabajo en entidades y organis-
mos públicos han de comunicar, desde el momen-
to en el que tengan conocimiento, los hechos sus-
ceptibles de ser considerados constitutivos de
prácticas fraudulentas o irregulares contrarias al
interés general, sin perjuicio de las obligaciones
de notificación propias de la legislación procesal
penal. Para ello se establecerán los canales ade-
cuados. 

Artículo 15. Actuaciones previas.

1. La iniciación de actuaciones, el archivo de
denuncias, comunicaciones o de solicitudes razo-
nadas por parte de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra han de ir precedidas del análisis de veracidad
de los hechos o conductas que han sido objeto de
la denuncia o la comunicación o que han funda-
mentado la solicitud. Para fundamentar dicho aná-
lisis de veracidad, la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción podrá solicitar al denunciante
información o documentación adicional, y no se
podrá amparar en la falta de documentación por
no estar a disposición del denunciante y que
pueda ser conseguida por la propia Oficina para
rechazar el inicio de actuaciones.

2. Con carácter previo a la adopción del acuer-
do de inicio, así como en las fases de comproba-
ción e investigación, la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción podrá personarse en
cualquier centro de las Administraciones que con-
forman la Comunidad Foral de Navarra, así como
del sector público instrumental, para comprobar
cuantos datos fuesen necesarios, revisar docu-
mentación o expedientes y realizar las entrevistas
personales que considere oportunas. 

3. Todas las entidades públicas o privadas del
ámbito de aplicación de esta ley foral, estableci-
das en el artículo 4, están obligadas a suministrar
a la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción
la información necesaria para el desarrollo de sus
funciones. Dicha información será una obligación
preestablecida o requerida de forma razonada,
indicando su finalidad, y no pudiendo ser utilizada
para otra. Tendrá la condición de información
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reservada y la documentación será devuelta a su
origen una vez finalice la necesidad de su uso.

Artículo 16. Plazos.

El acuerdo de iniciación del procedimiento o el
archivo del mismo como resultado de una denun-
cia o comunicación de una persona física o jurídi-
ca o de órganos o instituciones públicas deberá
adoptarse en un plazo que no podrá exceder el
término de dos meses desde la presentación de la
denuncia o comunicación a la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra.

Artículo 17. Denuncias y comunicaciones.

Las denuncias o comunicaciones se dirigirán a
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción
de la Comunidad Foral de Navarra y deberán rea-
lizarse por escrito. Se formularán en cualquier
momento, aunque los hechos o circunstancias se
hubieran iniciado o producido con anterioridad.

Artículo 18. Supuestos de no tramitación.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra archi-
vará las denuncias, comunicaciones o solicitudes
razonadas presentadas por personas físicas o
jurídicas, órganos o instituciones públicas, que
carezcan de fundamento o, en su caso, no sean
completadas tras el requerimiento de subsanación
de defectos o deficiencias que afectaran a la soli-
dez de la denuncia o comunicación.

2. El archivo será comunicado al interesado
mediante escrito motivado indicándole, en su
caso, las vías oportunas para hacer valer sus
derechos.

3. En caso de que las denuncias o comunica-
ciones se presenten en dependencias ajenas a la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra, estas las remiti-
rán a la Oficina en un plazo no superior a 7 días.
Los plazos citados en el artículo 16 no empezarán
a computar hasta la recepción de la denuncia o
comunicación por la Oficina.

Artículo 19. Acuerdo de iniciación.

1. El acuerdo de iniciación de este procedi-
miento corresponde a la dirección de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra y se notificará a los intere-
sados.

2. El acuerdo contendrá al menos:

a) El nombramiento de la persona instructora
del procedimiento. 

b) Los hechos que motivan su incoación.

c) Órgano competente para la resolución del
procedimiento.

d) Indicación del derecho a formular alegacio-
nes y a la audiencia en el procedimiento y de los
plazos para su ejercicio, así como indicación de
que, en caso de no efectuar alegaciones en el
plazo previsto sobre el contenido del acuerdo de
iniciación, este podrá ser considerado propuesta
de resolución cuando contenga un pronuncia-
miento preciso acerca de la responsabilidad impu-
tada.

CAPÍTULO II
Procedimiento de tramitación

Artículo 20. Tramitación.

1. Acordado el inicio del procedimiento, la Ofi-
cina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la
Comunidad Foral de Navarra promoverá la opor-
tuna investigación para el esclarecimiento de los
hechos. La tramitación se llevará a cabo con suje-
ción a lo establecido en la normativa vigente del
procedimiento administrativo común y en todo
caso deberá cumplir con lo establecido en la Ley
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, que establece la tramitación electrónica
de todos los procedimientos desde su inicio hasta
su terminación. 

El personal de la Oficina que tenga atribuidas
funciones de investigación e inspección tendrá la
condición de autoridad a efectos probatorios y
podrá:

a) Personarse, acreditando la condición de
autoridad o agente de la Oficina, en cualquier ofi-
cina o dependencia de las Administraciones y
entidades públicas o centro afecto a un servicio
público, dentro del ámbito de esta ley foral, para
solicitar información, efectuar comprobaciones in
situ y examinar los documentos, expedientes,
libros, registros, contabilidad y bases de datos,
cualquiera que sea el soporte en que estén graba-
dos, así como los equipos utilizados.

b) Efectuar las entrevistas personales que se
estimen convenientes, tanto en la correspondiente
dependencia administrativa como en la sede de la
Oficina. Los entrevistados tienen derecho a ser
asistidos por la persona que ellos mismos desig-
nen, incluida la asistencia letrada.

c) Acceder, en lo que la legislación vigente
permite, a la información de cuentas corrientes en
entidades bancarias en que se hayan podido efec-
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tuar pagos o disposiciones de fondos relaciona-
dos con procedimientos de adjudicación de con-
tratos públicos u otorgamiento de subvenciones
públicas, mediante el requerimiento oportuno.

d) Acordar, al efecto de garantizar la indemni-
dad de los datos que puedan recogerse, la reali-
zación de fotocopias adveradas de los documen-
tos obtenidos, cualquiera que sea el soporte en
que estén almacenados.

e) Todas las actuaciones enumeradas en los
apartados a) al d) del numeral 1 deberán llevarse
a cabo con estricto respeto al principio de presun-
ción de inocencia y al derecho fundamental de
defensa, sin que pueda ocasionarse indefensión.

2. La negativa o dilación injustificada del
denunciado o de sus superiores a dar respuesta
escrita podrán ser valoradas por la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción como obstacu-
lizadoras de su actuación de investigación. De ello
dejará constancia en su memoria anual con inde-
pendencia de la imposición de la correspondiente
sanción.

Artículo 21. Caducidad.

La duración de las actuaciones de investiga-
ción de la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra no
podrá exceder de seis meses desde que se adop-
te el acuerdo de iniciación, salvo que la compleji-
dad del caso aconseje una ampliación del tiempo,
que en todo caso habrá de ser acordada expresa
y motivadamente y no podrá superar el plazo de
seis meses más.

Artículo 22. Reserva de datos.

1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral
de Navarra han de asegurar en todo caso la
reserva máxima para evitar perjuicios a la persona
o a la entidad investigada y como salvaguarda de
la eficacia del procedimiento jurisdiccional o admi-
nistrativo que se pueda iniciar como consecuencia
de dichas actuaciones.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción no puede divulgar los datos de carácter
personal ni ponerlos en conocimiento de otras
personas o instituciones que no sean las que, de
acuerdo con las disposiciones vigentes, puedan
conocerlos por razón de sus funciones. Tampoco
puede utilizar estos datos con finalidades distintas
a las de la presente ley foral. 

El incumplimiento de este deber dará lugar a la
apertura de una investigación interna y la incoa-

ción, en su caso, del correspondiente expediente
disciplinario o sancionador, según proceda.

3. Los datos de carácter personal serán trata-
dos de acuerdo con la normativa vigente en pro-
tección de datos de carácter personal.

Artículo 23. Resolución.

1. Una vez finalizada la tramitación, la persona
encargada de la instrucción propondrá resolver:

a) La finalización del procedimiento, con archi-
vo de las actuaciones, sin que sea necesaria la
formulación de una propuesta de resolución.

b) Iniciar un procedimiento sancionador de
conformidad con lo dispuesto en esta ley foral.

c) Remitir a la Fiscalía todas las actuaciones
iniciadas si, a resultas de la investigación empren-
dida por la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra, esta
advirtiera conductas o hechos presumiblemente
constitutivos de delito. 

d) Dar traslado a la jurisdicción del Tribunal de
Cuentas por el cauce establecido en la Ley Foral
19/1984, de la Cámara de Comptos, en el caso de
que de las investigaciones se pueda derivar una
posible responsabilidad contable, directa o subsi-
diaria.

e) La propuesta de elaboración o modificación
de disposiciones como reglamentos, circulares e
instrucciones en el ámbito de su competencia.

f) Dirigir recomendaciones motivadas a las
administraciones y a las entidades públicas en las
que se sugiera la modificación, la anulación o la
incorporación de criterios con la finalidad de evitar
las disfunciones o las prácticas administrativas
susceptibles de mejora en los supuestos y las
áreas de riesgo de conductas irregulares detecta-
das.

2. La directora o director de la Oficina, a la
vista de la propuesta de resolución de la persona
encargada de la instrucción, deberá resolver moti-
vadamente en el plazo máximo de diez días
desde la recepción de la propuesta de resolución. 

CAPÍTULO III
Protección de la persona denunciante y 

documentos reservados

Artículo 24. Protección de la persona denun-
ciante.

1. La actuación de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra prestará especial atención a la protección
de las personas que denuncien posibles casos de
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vulneración de los bienes y principios que con
esta ley foral se pretenden proteger. En este sen-
tido, la Oficina velará por que estas personas no
sufran aislamiento, persecución o un empeora-
miento de las condiciones de su entorno laboral,
ni puedan sufrir cualquier forma de perjuicio o dis-
criminación como consecuencia de su comporta-
miento cívico.

2. La persona denunciante ha de estar protegi-
da frente a todo empeoramiento de las condicio-
nes de su entorno laboral o profesional, y frente a
cualquier perjuicio económico, moral o discrimina-
torio que pudiera sufrir como consecuencia de su
comportamiento cívico de denuncia de hechos
que considera pueden ser constitutivos de fraude
o de corrupción. A tal efecto la persona podrá per-
manecer en el anonimato, sin que la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra pueda revelar sus datos ni a
la Administración, entidad o funcionario afectado
ni a terceros, sin perjuicio de que, cuando los
hechos investigados puedan ser constitutivos de
delito, sea el Juez el que arbitre las medidas de
protección necesarias al respecto con comunica-
ción por la Oficina de las medidas de protección
que hubiera podido acordar.

3. Si la Oficina conoce que la persona denun-
ciante ha sido objeto, directa o indirectamente, de
intimidación o represalia por presentar denuncia,
podrá ejercer las acciones correctoras y de resta-
blecimiento de la situación que considere oportu-
nas, de las cuales dejará constancia en la memo-
ria anual. Atendiendo a las circunstancias de cada
caso, y siempre a instancia del denunciante, la ofi-
cina podrá instar al órgano competente el traslado
a otro puesto. A tal fin la oficina proporcionará a la
persona denunciante el asesoramiento necesario.

4. La protección podrá mantenerse, de forma
motivada, más allá de la terminación del proceso
de investigación. En ningún caso esta protección
le eximirá de las responsabilidades en que haya
podido incurrir por hechos diferentes a los que
hayan sido objeto de la denuncia.

5. No será de aplicación lo establecido ante-
riormente  cuando en la denuncia se formule y
proporcione información falsa, tergiversada u
obtenida de manera ilícita. En estos casos, la Ofi-
cina podrá, previa audiencia reservada con la per-
sona denunciante, archivar la denuncia mante-
niendo la confidencialidad, y le advertirá de que, si
la hace pública, no se le otorgará la protección
establecida en esta ley foral y de que podrían
derivarse responsabilidades disciplinarias o pena-
les contra el falso denunciante.

Artículo 25. Tratamiento de la información.

La información que en el curso de una investi-
gación pueda aportar cualquier persona afectada,
a través de su testimonio o colaboración personal,
tendrá el carácter de reservada. 

TÍTULO III
De la colaboración con otros organismos y

entidades

Artículo 26. Cámara de Comptos y Defensor
del Pueblo de Navarra.

1. Cuando así sea necesario, la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción, a través de la
Mesa del Parlamento de Navarra, solicitará la
colaboración de la Cámara de Comptos o del
Defensor del Pueblo de Navarra. Asimismo, la Ofi-
cina remitirá copia de todos sus informes a la
Cámara de Comptos y al Defensor del Pueblo de
Navarra.

2. Antes del 31 de enero de cada año, la Ofici-
na de Buenas Prácticas y Anticorrupción comuni-
cara al Defensor del Pueblo de Navarra y a la
Cámara de Comptos su plan anual de actuación a
fin de evitar posibles duplicidades e interferencias. 

Artículo 27. El Parlamento de Navarra.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra colabora-
rá con el Parlamento en los términos establecidos
en el artículo 7.2 de la presente ley foral.

Artículo 28. Otros organismos.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra colabora-
rá con otros organismos o entidades públicos o
privados en el ámbito de la prevención y lucha
contra el fraude y la corrupción.

Artículo 29. Sociedad Civil.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de Navarra promoverá periódicamente espa-
cios de encuentro e intercambio con la sociedad
civil donde se recogerán sus aportaciones.

TÍTULO IV
De la actividad

CAPÍTULO I
Rendición de cuentas

Artículo 30. Memoria anual.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra anual-
mente dará cuenta de la actividad realizada,
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mediante la elaboración de una memoria o infor-
me que recoja las acciones de la Oficina en rela-
ción con sus funciones de prevención, investiga-
ción, evaluación y protección, así como de las
acciones formativas y de asesoramiento especial
realizadas.

Esta memoria recogerá, al menos, el número y
naturaleza de las denuncias presentadas, así
como de las que fueron objeto de investigación y
el resultado de las mismas, con especificación de
las sugerencias o recomendaciones formuladas a
la Administración y del número de procedimientos
abiertos a instancia de la Oficina, tanto de carác-
ter administrativo como de carácter judicial, contra
empleados del sector público y cargos públicos.
Asimismo, en el informe se recogerán las discre-
pancias que por escrito hayan señalado los ins-
pectores y aquellas propuestas de modificación
normativa y evaluaciones realizadas por los for-
madores.

2. En el informe no constarán datos y referen-
cias personales que permitan la pública identifica-
ción de los interesados en el procedimiento inves-
tigador mientras sean investigaciones en curso.
Los datos de carácter personal serán tratados de
acuerdo con la normativa vigente en protección de
datos de carácter personal. 

3. Un resumen del informe anual será expues-
to por la dirección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra ante el Parlamento en los términos que
establezca el Reglamento de la Cámara. 

Artículo 31. Rendición de cuentas a la ciuda-
danía.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra rendirá a
la ciudadanía cuentas de su gestión en el ámbito
de la prevención, investigación y evaluación de
políticas y prácticas relativas al fraude y la corrup-
ción existente en las administraciones y resto de
entidades incluidas en el artículo 4 de esta ley
foral. A tal efecto se servirá de cuantos medios
puedan ser suficientes para que la ciudadanía
pueda estar informada debidamente. Proporciona-
rá los resultados de su acción a los medios de
comunicación, y también organizará encuentros
con la sociedad civil para participarles directamen-
te los resultados de su actividad y las actuaciones
llevadas a término, señalando las dificultades o
reticencias encontradas.

CAPÍTULO II
Recomendaciones y dictámenes

Artículo 32. Recomendaciones.

Tendrán la consideración de Recomendacio-
nes aquellas propuestas que realice la Oficina,
tanto de oficio como a instancias de cualquiera de
los sujetos definidos en el artículo 4, y busquen
mejorar aquellas situaciones de riesgo o conduc-
tas inapropiadas o contrarias a la integridad. Las
peticiones realizadas a instancia de parte serán
cursadas a través de Mesa del Parlamento de
Navarra.

TÍTULO V
De los medios personales y materiales

CAPÍTULO I
De la dirección de la oficina

Artículo 33. Elección, nombramiento, incom-
patibilidades y cese de la Dirección de la Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comu-
nidad Foral de Navarra.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción estará dirigida por una directora o direc-
tor, que ejercerá el cargo con plena independen-
cia y objetividad en el desarrollo de las funciones
y en el ámbito de las competencias propias de la
Oficina, y actuará siempre con sometimiento
pleno a la legislación vigente.

2. La directora o director no podrá estar afilia-
do a ningún partido político, sindicato o asociación
profesional o empresarial.

3. El mandato de la directora o director es de
seis años desde la fecha de su elección por el
Parlamento de Navarra, no pudiendo ser renova-
do por lo menos hasta pasados seis años desde
que cese en el puesto. 

4. La dirección será elegida por el Parlamento
de Navarra entre los ciudadanos y ciudadanas
mayores de edad que disfruten del pleno uso de
sus derechos civiles y políticos y que cumplan las
condiciones de idoneidad, arraigo, probidad y pro-
fesionalidad necesarias para ejercer el cargo.
Deberán estar en posesión de título universitario
de grado superior y contar con más de diez años
de actividad laboral o profesional relacionada con
el puesto a desempeñar. Asimismo deberá tener
la condición política navarra. 

5. Las personas candidatas a ocupar el cargo
serán propuestas al Parlamento de Navarra por
los grupos parlamentarios o por las organizacio-
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nes sociales que desarrollen actividad en la
Comunidad Foral de Navarra. 

6. La dirección de la Oficina será elegida por el
Pleno del Parlamento de Navarra por mayoría
absoluta.

7. La dirección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción será nombrada por la Presi-
dencia del Parlamento Foral de Navarra y tomará
posesión del cargo en el término de un mes desde
la fecha de la publicación del nombramiento en el
Boletín Oficial de Navarra.

8. El titular de la Oficina de Buenas Prácticas y
Anticorrupción tendrá competencias exclusivas en
todo lo concerniente al gobierno, régimen interior
y personal al servicio de la Oficina. Las mismas
serán ejercidas de acuerdo con lo previsto en el
presente título, y con carácter supletorio con lo
establecido en el Texto Refundido del Estatuto del
Personal al servicio de las Administraciones Públi-
cas de Navarra.

Artículo 34. Incompatibilidades.

1. La condición de directora o director de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra es incompatible
con cualquier mandato representativo, cualquier
cargo político o función administrativa, con el ejer-
cicio de cualquier actividad profesional, mercantil
o laboral, así como con cualquier cargo directivo o
de asesoramiento. 

2. El puesto de dirección tendrá dedicación
exclusiva a esta función y estará sometido al régi-
men de incompatibilidades de los cargos públicos. 

3. La dirección de la Oficina en una situación
de incompatibilidad que le afecte ha de cesar en
la actividad incompatible dentro del mes siguiente
al nombramiento y antes de tomar posesión. Si no
lo hace se entiende que no acepta el nombra-
miento. En el caso de incompatibilidad sobreveni-
da deberá regularizar su situación en el plazo
máximo de un mes.

4. La Mesa de la Cámara, previa audiencia de
la Junta  de Portavoces, determinará la comisión
competente que resolverá cualquier estado de
duda o controversia sobre las situaciones de
incompatibilidad que pudieran afectar a la direc-
ción de la Oficina. 

Artículo 35. Cese.

1. La directora o director de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra cesará por alguna de las
siguientes causas:

a) Renuncia o fallecimiento.

b) Extinción del mandato por finalización del
mismo. 

c) Incompatibilidad sobrevenida.

d) Incapacidad civil declarada por decisión
judicial firme.

e) Inhabilitación para el ejercicio de los dere-
chos políticos declarada por decisión judicial
firme. 

f) Imputación con adopción de medidas caute-
lares, apertura de juicio oral o condena por sen-
tencia firme por comisión de delito.

g) Negligencia notoria y grave en el cumpli-
miento de las obligaciones y los deberes del
cargo.

h) Pérdida de la condición política navarra o
del pleno disfrute de los derechos civiles o políti-
cos.

2. En el caso de que la causa sea la determi-
nada por la letra g) del apartado 1, el cese de la
dirección ha de ser propuesto por la comisión par-
lamentaria correspondiente, a la cual el titular de
la dirección tiene el derecho de asistir y hacer uso
de la palabra, y lo ha de acordar el Pleno del Par-
lamento de Navarra por mayoría de tres quintas
partes. En los demás casos corresponderá el
cese a la Presidencia del Parlamento de Navarra.

3. Una vez producido el cese en la dirección,
se inicia el procedimiento para un nuevo nombra-
miento. En el caso en que se produzca el cese
por la causa determinada en la letra b) del aparta-
do 1, el titular de la dirección ha de continuar ejer-
ciendo en funciones su cargo hasta que se haga
el nuevo nombramiento. En el resto de los
supuestos, mientras no se proceda a la nueva
designación, la dirección será asumida por la
directora o director adjunto.

Artículo 36. Funciones de la dirección de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra.

1. Serán funciones de la dirección:

a) Representar a la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra.

b) Presentar e informar al Parlamento la
memoria anual de las actividades de la Oficina así
como remitir los informes específicos que elabore
la Oficina.

c) Establecer anualmente las prioridades de la
política de la Oficina en materia de investigación
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y, antes de su publicación, remitirlas  a la Mesa
del Parlamento de Navarra, al Defensor del Pue-
blo y a la Cámara de Comptos para su conoci-
miento y coordinación.

d) Poner en conocimiento del Parlamento
cuantas incidencias graves se planteen en el des-
arrollo de las funciones de la Oficina.

e) Establecer el procedimiento interno de ase-
soramiento y control, que incluirá un seguimiento
de la legalidad, relacionado, entre otras cosas,
con el respeto de las garantías procedimentales y
los derechos fundamentales de las personas. 

f) Asignar los trabajos a desarrollar entre el
personal de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción. 

g) Gestionar el Registro de actividades e inte-
reses.

h) Ejercer la jefatura superior del personal diri-
giendo y coordinando sus actuaciones, así como
desempeñando las relativas a su nombramiento y
contratación.

i) Ejercer las facultades que le corresponden
de organización y dirección de todas las materias
relacionadas con el régimen y gobierno interior,
así como autorizar los gastos y ordenar los pagos
propios de la Oficina.

j) Elaborar el presupuesto anual de la Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comu-
nidad Foral de Navarra.

k) Resolver los conflictos de intereses que se
puedan dar con y entre los miembros del personal
cuando en una investigación la independencia y
objetividad se puedan ver comprometidas.

l) Garantizar que toda la información facilitada
al público se proporcione de forma neutral e
imparcial y que su divulgación respete la confiden-
cialidad de las investigaciones. 

m) Resolver sobre las solicitudes de recusa-
ción y abstención del personal de la Oficina.

n) Establecer las sanciones por infracción de
los preceptos de la presente ley foral.

o) Cualesquiera otras funciones que le sean
atribuidas por ley foral, en cumplimiento de la
legislación de contratos públicos.

2. La dirección puede designar entre el perso-
nal no administrativo de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción a una persona de capa-
cidad y competencia técnica probadas para ocu-
par el cargo de director o directora adjunta a quien
serán de aplicación las condiciones de elegibilidad

y las incompatibilidades correspondientes a la
directora o director. A la directora o director adjun-
to le corresponderá colaborar con la dirección de
la Oficina en la tarea que esta le encomiende,
sustituirla en caso de ausencia o incapacidad tem-
poral y asumir las funciones que de acuerdo con
la ley le delegue. 

CAPÍTULO II
Del personal al servicio de la Oficina

Artículo 37. Del nombramiento, principios,
incompatibilidades y cese.

1. Los puestos de trabajo de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra serán desempeñados por funcio-
narios y funcionarias de las Administraciones
Públicas y/o por personal seleccionado al efecto,
según la naturaleza de las funciones asignadas a
cada puesto de trabajo. Este personal está obliga-
do a guardar secreto de los datos de carácter per-
sonal que conozca en el desarrollo de su función,
deber que perdura tras su cese en el ejercicio del
cargo. 

2. El personal al servicio de la Oficina será
seleccionado de acuerdo con los principios de
igualdad, publicidad, mérito y capacidad adecua-
dos a la función encomendada, en los términos
que establece el Estatuto de Personal de las
Administraciones Públicas de Navarra.

3. La relación de puestos de trabajo será apro-
bada por la dirección de la Oficina.

4. A los efectos de que el personal adscrito a
la Oficina cuente con la capacitación técnica y la
formación continuada debida, se podrán suscribir
convenios, acuerdos o protocolos docentes con
universidades o cualquier otra entidad de educa-
ción superior y oficinas de naturaleza similar de
carácter autonómico, estatal, comunitario o inter-
nacional.

Artículo 38. Inspectores.

1. Los inspectores de la Oficina de Buenas
Prácticas y Anticorrupción serán seleccionados
por concurso-oposición entre personas que estén
en posesión de una titulación superior.

2. El inspector tendrá la consideración de auto-
ridad al efecto de la presunción de veracidad
sobre los hechos constatados por aquel y recogi-
dos en documentos formalizados observándose
los requisitos legales correspondientes.

3. El inspector estará sujeto a las mismas cau-
sas de incompatibilidad que la dirección.

Artículo 39. Funciones del inspector.
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1. El inspector, con arreglo a principios de
especialización y división de trabajo, es el órgano
de investigación e inspección y, en la medida en
que corresponda, de prevención.

2. Son funciones del inspector:

a) Realizar la función de investigación a que
hace mención el artículo 7 de esta ley foral.

b) Proponer a la dirección de la Oficina, para
su estudio y aprobación, los informes de investi-
gación y las conclusiones a que llegaran.

c) Elevar a la dirección las propuestas que
estimen necesarias para un mejor desempeño de
su trabajo.

d) Planificar la labor que les hubiese asignado
la dirección.

e) Todas aquellas que pudiesen serles enco-
mendadas por la dirección.

3. En el caso de existir discrepancia entre la
propuesta de resolución o informe elaborado por
el inspector y el informe o resolución definitivos, el
inspector podrá consignar la discrepancia por
escrito y añadirla como anexo al informe o resolu-
ción.

Artículo 40. Formador/Asesor.

1. Existirá, como mínimo, un licenciado que
será responsable del área de formación y evalua-
ción de la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción y que será seleccionado por concurso-
oposición de entre personas que estén en
posesión de una titulación superior.

2. El formador/asesor estará sujeto a las mis-
mas causas de incompatibilidad que la dirección.

Artículo 41. Funciones del formador.

1. El formador, con arreglo a principios de
especialización y división de trabajo, es el respon-
sable de la evaluación, formación y, en la medida
en que corresponda, de la prevención.

2. Son funciones del formador:

a) Realizar la función de control y evaluación
de la eficacia de las medidas de prevención y
lucha contra las malas prácticas y corrupción.

b) Diseñar las políticas de formación y sensibi-
lización en prevención de actuaciones irregulares,
en buenas prácticas, así como en la elaboración
de indicadores de evaluación, tanto para adminis-
traciones públicas o entes dependientes como
para entidades privadas.

c) Elevar a la dirección las propuestas que
estimaren necesarias para un mejor desempeño
de su trabajo.

d) Planificar la labor que les hubiese asignado
la dirección.

e) Todas aquellas que pudiesen serles enco-
mendadas por la dirección de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción.

Artículo 42. Personal de la Oficina.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de Navarra dispondrá del personal técnico,
administrativo, auxiliar y subalterno que fuese
necesario para el desarrollo de sus funciones. El
mismo será seleccionado por oposición o concur-
so-oposición.

CAPÍTULO III
Medios materiales y financiación

Artículo 43. Presupuesto y contabilidad.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción debe disponer de los recursos económi-
cos necesarios y adecuados para el cumplimiento
eficaz de las funciones asignadas. 

2. La dotación económica necesaria para el
funcionamiento de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra constituirá una partida con denominación
específica en los Presupuestos Generales de
Navarra.

3. La dirección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción elaborará su proyecto de pre-
supuestos. 

4. El presupuesto de la Oficina se rige por la
normativa reguladora de las entidades del sector
público de la Comunidad Foral de Navarra.

5. La contabilidad de la Oficina está sujeta a
los principios de la contabilidad pública y al siste-
ma de autorización, disposición, obligación y pago
para asegurar el control presupuestario.

6. El régimen del patrimonio y de contratación
de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción, ejercido a través de sus propios órganos,
será el que rija para la Administración de la
Comunidad Foral. 

Artículo 44. Contrataciones externas.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra podrá
contratar los servicios de especialistas y peritos o
expertos en las materias objeto de control. Los
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contratos que deban realizarse se regirán por la
legislación de contratos públicos de Navarra.

2. Estos servicios especializados estarán suje-
tos al mismo régimen de integridad, neutralidad,
responsabilidad, imparcialidad y confidencialidad
que el resto del personal miembro de la Oficina.

CAPÍTULO IV
Funcionamiento

Artículo 45. Inspección.

Todo expediente de investigación deberá ser
tramitado e instruido por la inspección de acuerdo
con la normativa establecida en la presente ley
foral y, con carácter supletorio, en la normativa
vigente reguladora del procedimiento administrati-
vo común. 

Artículo 46. Formación y prevención.

1. Las funciones de formación y evaluación
serán realizadas por el formador. 

2. Las funciones de prevención serán realiza-
das bien por un inspector, por un formador o
mediante la colaboración entre ambos técnicos.
En caso de que se establezca una colaboración
entre formador e inspector corresponderá a la
dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción designar al responsable.

TÍTULO VI
Potestad sancionadora

Artículo 47. Responsabilidad.

Son responsables de las infracciones, aun a
título de simple inobservancia, las autoridades,
directivos y el personal al servicio de las entida-
des previstas en el artículo 4 que realicen accio-
nes o que incurran en las acciones u omisiones
tipificadas en la presente ley foral.

Artículo 48. Tipicidad. 

1. Son infracciones sancionables las acciones
u omisiones dolosas o culposas que estén tipifica-
das como tales en esta ley foral 

2. Las infracciones se califican como muy gra-
ves, graves y leves.

Artículo 49. Clases de infracciones.

1. Infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de
colaboración activa previstas o de suministro de
información cuando se haya desatendido el
requerimiento expreso de la Oficina de Buenas

Prácticas y Anticorrupción tras un primer retraso y
sin ninguna justificación al respecto. 

b) La falta de colaboración en la protección del
denunciante.

c) La filtración de información en el curso de la
investigación. 

d) Denunciar actividades objeto de investiga-
ción por parte de la Oficina que sean manifiesta-
mente falsas.

2. Infracciones graves:

a) Retraso injustificado en el envío de la infor-
mación.

b) Dificultar el acceso a los expedientes o
documentación administrativa necesaria para la
investigación.

c) No asistir injustificadamente a la compare-
cencia que reciba de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra.

d) No comunicar con mala fe los hechos que
sean susceptibles de ser considerados constituti-
vos de corrupción o conductas fraudulentas o ile-
gales contrarias al interés general.

e) El incumplimiento de la obligación de comu-
nicar motivadamente a la Oficina el acuerdo de
desatender el requerimiento de inicio de expe-
diente disciplinario o en su caso sancionador.

3. Infracciones leves:

a) Remisión reiterada de la documentación de
forma incompleta o errónea sin causa justificada.

b) La falta de diligencia en la custodia de los
documentos objeto de investigación.

Artículo 50. Sanciones 

A las infracciones del artículo anterior les son
aplicables las siguientes sanciones:

1. Infracciones leves:

a) Amonestación.

b) Multa coercitiva de hasta 2.000€.

2. Infracciones graves:

a) Declaración del incumplimiento y publica-
ción del mismo en el Boletín Oficial de Navarra.

b) Multa desde 2.001€ a 20.000€.

3. Infracciones muy graves:

a) Declaración del incumplimiento y publica-
ción del mismo en el Boletín Oficial de Navarra.
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b) Multa desde 20.001€ a 60.000€.

Artículo 51. Graduación de las sanciones. 

1. Las sanciones que se impongan por la comi-
sión de las infracciones tipificadas se graduarán
teniendo en cuenta la naturaleza de la infracción y
las circunstancias concurrentes, atendidos espe-
cialmente los criterios siguientes: 

a) La reincidencia, cuando no haya sido tenida
en cuenta para tipificar la infracción.

b) La importancia del daño o el perjuicio cau-
sado a los intereses públicos. 

c) El grado de perjuicio de la infracción en la
actividad investigadora de la Oficina. 

d) La reparación de daños o perjuicios produci-
dos, si procede, y también la enmienda de la
infracción por iniciativa propia.

e) Se tendrán en consideración los principios
de proporcionalidad, intencionalidad y culpabili-
dad. 

2. Se entiende por reincidencia la comisión de
una infracción de la misma naturaleza cuando así
haya sido declarado por resolución firme. 

3. La aplicación de la sanción será proporcio-
nada a la gravedad de la conducta infractora y
asegurará que la comisión de la infracción no
resulte más beneficiosa para la persona infractora
que el cumplimiento de las normas infringidas. 

Artículo 52. Competencia sancionadora y pro-
cedimiento. 

1. El órgano competente para imponer sancio-
nes como consecuencia de la comisión de las
infracciones previstas en el presente título es la
dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anti-
corrupción de la Comunidad Foral de Navarra.

2. En el supuesto de que en atención a la nor-
mativa vigente la competencia para la imposición
de sanciones disciplinarias corresponda a otro
órgano, la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra reque-
rirá al citado órgano para que tome las acciones
necesarias a fin de iniciar el correspondiente pro-
cedimiento disciplinario.

3. En el plazo de un mes la Administración
competente deberá presentar un informe ante la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción en
el que se señalen las medidas adoptadas o a
adoptar y en caso contrario los motivos de su no
implementación.

4. Para la imposición de las sanciones se
seguirán las disposiciones y los principios previs-

tos en esta ley foral y en la normativa vigente
reguladora del procedimiento sancionador admi-
nistrativo.

5. La duración de las actuaciones sancionado-
ras de la Oficina no podrá exceder de seis meses
desde que se adopte el acuerdo de iniciación del
procedimiento sancionador, salvo que la compleji-
dad del caso aconseje una ampliación del tiempo
que, en todo caso, no podrá superar otros seis
meses. 

6. La Oficina, en su informe anual, recogerá
las solicitudes de incoación de expedientes y las
actuaciones llevadas a cabo por la Administración
u organización correspondiente.

No puede ser objeto de expediente sanciona-
dor que regula esta ley foral en ningún caso el
hecho sancionado en causa penal o cuando sea
de aplicación preferente la legislación laboral, fis-
cal o el régimen aplicable a los funcionarios públi-
cos. 

Artículo 53. Prescripción de las infracciones y
sanciones. Ley 40/2015.

1. Las infracciones y sanciones previstas en
esta ley foral prescribirán:

a) En el caso de infracciones y sanciones muy
graves, a los tres años.

b) En el caso de infracciones y sanciones gra-
ves, a los dos años.

c) En el caso de infracciones leves las mismas
prescribirán a los seis meses y sanciones leves, al
año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones
comenzará a contarse desde el día en que la
infracción se hubiera cometido. En el caso de
infracciones continuadas o permanentes, el plazo
comenzará a correr desde que finalice la conducta
infractora.

Interrumpirá el plazo de prescripción la inicia-
ción, con conocimiento del interesado, de un pro-
cedimiento penal o administrativo de naturaleza
sancionadora, reiniciándose dicho plazo si el
expediente sancionador estuviera paralizado
durante más de un mes por causa no imputable al
presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones
comenzará a contarse desde el día siguiente a
aquel en que sea ejecutable la resolución por la
que se impone la sanción o haya transcurrido el
plazo para recurrirla.

Interrumpirá el plazo de prescripción la inicia-
ción, con conocimiento del interesado, del proce-
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dimiento de ejecución, volviendo a contar el plazo
si aquel está paralizado durante más de un mes
por causa no imputable al infractor.

En el caso de desestimación presunta del
recurso de alzada interpuesto contra la resolución
por la que se impone la sanción, el plazo de pres-
cripción de la sanción comenzará a contarse
desde el día siguiente a aquel en que finalice el
plazo legalmente previsto para la resolución de
dicho recurso.

Disposición adicional primera. Legislación
supletoria aplicable.

En todo lo no previsto en la presente ley foral
en relación con contratos, régimen de presupues-
tos, procedimiento administrativo y régimen inter-
no con carácter supletorio, será de aplicación lo
dispuesto en la legislación foral o estatal.

Disposición adicional segunda. Funciones
de supervisión y regulación en materia de contra-
tación.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción desempeñará las funciones que el art.
332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Con-
tratos del Sector Público, atribuye a la Oficina
Independiente de regulación y supervisión de la
contratación, y será el órgano de la Comunidad
Foral de Navarra a tales efectos.

2. Serán sus funciones las atribuidas en los
apartados 6, 7, 8 del mencionado artículo 332 en
el ámbito territorial de Navarra.

3. El Parlamento de Navarra en los términos
que establezca su Reglamento recibirá de la Ofici-
na la más amplia información para hacer posible
el control y vigilancia de la contratación pública y
de las iniciativas de mejora normativa que se
adopten en esta materia.

4. La Oficina desempeñará asimismo las fun-
ciones de coordinación con los órganos compe-
tentes del Estado y de las instituciones comunita-
rias en las funciones de regulación y supervisión
de la contratación.

Disposición adicional tercera. Sección de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción.

1. Una sección de la Oficina de Buenas Prácti-
cas y Anticorrupción desempeñará las funciones
que el art. 333 de la Ley 9/2017, de 8 de noviem-
bre, atribuye a la Oficina Nacional de Evaluación:
el análisis de la sostenibilidad financiera de los

contratos de concesión de obras y servicios y emi-
tirá los informes preceptivos a que se refiere el
apartado 3 del artículo 333. 

2. Reglamentariamente se determinará la com-
posición de la sección y se facilitarán por el
Gobierno de Navarra los medios necesarios para
poder llevar a cabo su función económico-finan-
ciera. 

Disposición transitoria primera. Regulación
de lobbies y lobbistas.

La regulación de la actividad de los lobbies y la
creación de su registro y Código de conducta se
inspirará en la establecida en el Título IV (Grupos
de interés) de la Ley Foral de Transparencia,
acceso al información pública y buen gobierno,
que será de aplicación hasta tanto se apruebe
una regulación de la actividad de lobbies y lobbis-
tas. 

Disposición transitoria segunda. Reglamen-
to de organización y funcionamiento de la Oficina
de Buenas Prácticas y Anticorrupción.

El Gobierno de Navarra aprobará, a propuesta
de la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas
y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Nava-
rra, el Reglamento de Organización y Funciona-
miento de este órgano, así como las ulteriores
modificaciones del mismo. 

Este Reglamento se aprobará en el plazo de
seis meses desde el nombramiento de la directora
o director de la Oficina. 

Disposición transitoria tercera. Medios per-
sonales y materiales.

Para la puesta en marcha de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra, el Gobierno de Navarra
velará para que la oficina cuente con los medios
personales y materiales necesarios para su fun-
cionamiento, pudiendo facilitar la adscripción de
personal en comisión de servicio a dichas plazas.

Disposición derogatoria única. Derogación
normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto
en esta ley foral.

Disposición final. Entrada en vigor.

Esta ley foral entrará en vigor a los tres meses
de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra. 
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El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, aprobó la
Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral
19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilida-
des de los miembros del Gobierno de Navarra y
de los altos cargos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra.

Dicha ley foral, de conformidad con el artículo
20.2 de la Lorafna y el artículo 153 del Reglamen-
to de la Cámara, ha sido aprobada por mayoría
absoluta, en una votación final sobre el conjunto
del proyecto.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza

Ley Foral de modificación de la Ley
Foral 19/1996, de 4 de noviembre, de
incompatibilidades de los miembros
del Gobierno de Navarra y de los
altos cargos de la Administración de
la Comunidad Foral de Navarra

PREÁMBULO

El Parlamento de Navarra ha tramitado la pro-
posición de Ley Foral de creación de la Oficina de
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comuni-
dad Foral de Navarra, en la cual se incluye una
disposición adicional tercera mediante la que se
modifica la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre,
de incompatibilidades de los miembros del Gobier-
no de Navarra y de los altos cargos de la Adminis-
tración de la Comunidad Foral de Navarra.

La modificación de la antedicha Ley Foral
19/1996 requiere para su aprobación la mayoría
absoluta de los miembros del Parlamento de
Navarra, conforme a lo previsto en los artículos
20.2 y 25 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del
Régimen Foral de Navarra, y en el artículo 152 del
Reglamento del Parlamento de Navarra, por lo
que se ha desglosado de la proposición de Ley
Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácti-

cas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra, dando lugar a la presente proposición de
ley foral.

Se trata de una serie de modificaciones ten-
dentes a adecuar la normativa de incompatibilida-
des a la regulación de la Oficina de Buenas Prác-
ticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de
Navarra en lo relativo al Registro de actividades e
intereses de altos cargos, que pasa a ser gestio-
nado por dicha Oficina, y en cuanto a la atribución
a la misma de la competencia sancionadora en
materia de incompatibilidades. 

Artículo único. Modificación de la Ley Foral
19/1996, de 4 de noviembre, de incompatibilida-
des de los miembros del Gobierno de Navarra y
de los altos cargos de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra.

Los preceptos de la Ley Foral 19/1996, de 4 de
noviembre, de incompatibilidades de los miem-
bros del Gobierno de Navarra y de los altos car-
gos de la Administración de la Comunidad Foral
de Navarra que, a continuación, se relacionan
quedarán redactados del siguiente modo:

Uno. Artículo 8. Órgano de gestión.

“El Registro de actividades e intereses de altos
cargos será gestionado con total independencia
por la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra, en los
términos que se determinen reglamentariamente”.

Dos. Artículo 10. Información al Parlamento de
Navarra.

“Para asegurar la transparencia del control del
régimen de incompatibilidades previsto en esta ley
foral, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrup-
ción de la Comunidad Foral de Navarra remitirá al
Parlamento de Navarra, cada seis meses, infor-
mación del cumplimiento de las obligaciones de
declarar por los altos cargos, así como de las
infracciones que se hayan cometido en relación
con esta ley foral y de las sanciones que hayan
sido impuestas”.

Tres. Artículo 11. Apartado 3.

“3. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra exa-
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minará la declaración y, de apreciar defectos for-
males, requerirá su subsanación al interesado”.

Cuatro. Artículo 12. Apartado 5.

“5. Junto con la declaración patrimonial, com-
prensiva de la totalidad de sus bienes, derechos y
obligaciones, el alto cargo dará su autorización
para que la Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción de la Comunidad Foral de Navarra pueda
solicitar a las entidades bancarias un certificado
de los saldos existentes en las cuentas corrientes
declaradas en dichas fechas”. 

Cinco. Artículo 17. Apartado 1.

“1. La Oficina de Buenas Prácticas y Antico-
rrupción, con anterioridad a la iniciación de cual-
quier expediente sancionador, podrá realizar
actuaciones previas de carácter reservado con
objeto de determinar si concurren circunstancias
que justifiquen tal iniciación”.

Seis. Artículo 19. Apartados 1 y 2.

“1. El órgano competente para la incoación del
procedimiento sancionador es la dirección de la
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de
la Comunidad Foral de Navarra y el órgano com-
petente para la instrucción será el funcionario
designado por la dirección de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad
Foral de Navarra.

2. La resolución del expediente sancionador
corresponderá a la dirección de la Oficina de Bue-
nas Prácticas y Anticorrupción”.

Disposición adicional única. Normas de des-
arrollo.

El Gobierno de Navarra desarrollará el conteni-
do y alcance de los apartados uno y seis del artí-
culo único de esta ley foral en el plazo de seis
meses, e introducirá las modificaciones que
correspondan en las normas reglamentarias que
regulan el funcionamiento del Registro de activi-
dades e intereses de altos cargos y la Administra-
ción de la Comunidad Foral de Navarra.

Disposición transitoria única. Plazo gestión
Registro.

1. La llevanza del Registro de actividades e
intereses de altos cargos por la Oficina de Buenas
Prácticas será efectiva a partir de 1 de septiembre
de 2020. 

2. Hasta tanto se produzca la llevanza efectiva
por la Oficina de Buenas Prácticas, el referido
Registro seguirá siendo gestionado por la Direc-
ción General de Función Pública del Gobierno de
Navarra y seguirán vigentes los artículos 8 y 19
de la Ley Foral 19/1996, de 4 de noviembre, y
normas reglamentarias que lo desarrollan.  

Disposición derogatoria única. Derogación
normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto
en esta ley foral.

Disposición final única. Entrada en vigor.

Esta ley foral entrará en vigor a los tres meses
de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.
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El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, aprobó la
Ley Foral de Reforma de la Compilación de Dere-
cho Civil de Navarra en Materia de Filiación.

Dicha ley foral, de conformidad con el artículo
20.2 de la Lorafna y el artículo 153 del Reglamen-
to de la Cámara, ha sido aprobada por mayoría
absoluta, en una votación final sobre el conjunto
del proyecto.

Se ordena su publicación, en cumplimiento de
lo dispuesto en el artículo 146 del Reglamento de
la Cámara.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza

Ley Foral de Reforma de la 
Compilación de Derecho Civil de
Navarra en Materia de Filiación

PREÁMBULO

La Compilación de Derecho Civil de Navarra o
“Fuero Nuevo” contiene un sistema de determina-
ción de la filiación completo y cerrado que excluye
su integración por el Derecho supletorio (STSJ de
Navarra de 22 de diciembre de 1994 y STC
236/2000, de 16 de octubre). Y en dicho sistema
navarro, el medio de determinación extrajudicial
de la filiación no matrimonial ha sido, sin perjuicio
de lo establecido en la Ley del Registro Civil, el
reconocimiento, el cual, ha sido admitido de forma
amplia por cuanto la Ley 69 de la Compilación no
ha condicionado su validez a presupuesto alguno,
sino que ha prescindido de ello en los casos de
reconocimiento de menores de edad o de perso-
nas con la capacidad modificada judicialmente.
Ello no obstante, el representante legal de la per-
sona reconocida ha podido impugnarlo “mediante
justa causa”, en tanto que, una vez alcanzada o
recuperada la capacidad, el propio hijo ha podido
hacerlo discrecionalmente.

De esta manera, si bien la interpretación con-
junta y sistemática de las leyes de la Compilación
reguladoras de la filiación contemplaban también
la posibilidad de impugnar una filiación determina-
da para, posteriormente, realizar el reconocimien-
to, lo cierto es que, además de que, en otros
supuestos, esa posibilidad resultaba vetada, la

falta de consentimiento del mayor de edad o la
prosperabilidad de la impugnación del reconoci-
miento impedía al progenitor utilizar una vía de
determinación de la filiación no matrimonial con-
forme a la verdad biológica al no otorgarle la
Compilación legitimación para la acción de decla-
ración y reconocer ésta, únicamente, a favor del
hijo (Ley 71 b).

La citada Sentencia del Tribunal Constitucional
de 16 de octubre de 2000 afirmó que la carencia
de legitimación del progenitor para que fuera
declarada su paternidad, no vulneraba el principio
constitucional de igualdad, argumentando que la
regulación contenida en la Compilación no era
sino la manifestación del ejercicio de “la libertad
de configuración normativa dentro de las compe-
tencias que tiene reconocidas el legislador nava-
rro a la hora de proceder a la elección de quien
está legitimado y de la designación de las perso-
nas que ostentan poder para la interposición de la
demanda de determinación de la filiación no matri-
monial”.

Ello no obstante, el mismo Tribunal Constitu-
cional, años más tarde, declaró la inconstituciona-
lidad del art. 133 del Código Civil en cuanto priva-
ba de legitimación al progenitor no matrimonial
para reclamar la filiación cuando no había pose-
sión de estado bajo el fundamento de que dicha
omisión vulneraba los arts. 39.2 y 24.1 de la
Constitución Española (SSTC 273/2005, de 27 de
octubre y 52/2006, de 16 de febrero).

A raíz de dicha Sentencia, se suscitaron algu-
nas dudas sobre la constitucionalidad de la Ley 71
b) habida cuenta los nuevos parámetros deriva-
dos de la evolución jurisprudencial de los princi-
pios constitucionales en que se sustenta la filia-
ción.

La STC 41/2017, de 24 de abril, declara la
inconstitucionalidad de la Ley 71 b) de la Compila-
ción por ser contraria a los artículos 24.1 y 39.2, o
lo que es lo mismo, por las mismas razones que
las expuestas por dicho Tribunal en las sentencias
citadas anteriormente para declarar la inconstitu-
cionalidad del artículo 133 del Cc: porque “no
resulta compatible con el mandato del art. 39.2 de
hacer posible la investigación de la paternidad ni,
por ello, con el derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE) en su vertiente de acceso a la juris-
dicción”.
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De esta manera, el Alto intérprete de la Consti-
tución fundamenta la inexistencia de contradicción
con lo anteriormente expuesto en su Sentencia de
16 de octubre de 2000, en que el objeto de análi-
sis de esta última quedó limitado a la posible vul-
neración del derecho a la igualdad (art. 14 CE)
fundamentada en el diferente tratamiento dispen-
sado por razón de vecindad civil atendido el con-
tenido más restrictivo de la Ley 71 de la Compila-
ción en relación con el Derecho civil común
respecto de la reclamación de la filiación no matri-
monial, pero, sin embargo, no existió en dicha
Sentencia ningún pronunciamiento sobre la even-
tual vulneración de los artículos 24.1 y 39.2 de la
CE que pudiera producirse con la restricción de la
legitimación activa para promover la declaración
de la filiación no matrimonial, extremo que, en
cambio, sí había sido resuelto en relación con la
regulación del derecho civil común en las citadas
SSTC 273/2005 y 52/2006, en el sentido ya
expuesto.

Es por ello, que el TC declara la inconstitucio-
nalidad del Fuero por no prever la legitimación del
progenitor para reclamar la filiación no matrimo-
nial con base en la infracción de los citados pre-
ceptos constitucionales, instando al legislador
navarro a dar respuesta normativa a la situación
planteada en el plazo de un año; más concreta-
mente, a regular “con carácter general la legitima-
ción de los progenitores para reclamar la filiación
no matrimonial, con inclusión, en su caso, de los
requisitos que se estimen pertinentes para impedir
la utilización abusiva de dicha vía de determina-
ción de la filiación, siempre dentro de límites que
resulten respetuosos con el derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE)”.

De esta manera, la presente Ley Foral tiene
por objeto el cumplimiento del mandato constitu-
cional de ofrecer dicha respuesta normativa.

En dicho cometido legislativo, la regulación
que constituye el contenido de la presente Ley no
puede limitarse a una modificación puntual de la
Ley 71 b). Por un lado, porque la misma obliga a
la de otras leyes del capítulo en atención a la rela-
ción existente entre unas y otras dentro del engra-
naje cerrado y completo de la regulación navarra
de la filiación. Por otro lado, porque constituyendo
objetivo parlamentario, en el momento actual, la
reforma integral de la Compilación, resulta tam-
bién oportuna la modificación de otras cuestiones
sobre las que se ha planteado la necesidad refor-
madora, de manera que, sin perjuicio de aquellas
otras que en la prevista futura reforma puedan
incidir en esta materia, deben ya comprenderse

en el objeto de la presente las que están directa-
mente relacionadas con las acciones de filiación.

A la hora de fundamentar de forma coherente
con las especialidades del derecho civil navarro
esa respuesta normativa, se ha considerado
esencial mantener la ya referida admisión amplia
por parte del texto legal navarro del reconocimien-
to como forma de determinación de la filiación no
matrimonial, puesto que la declaración de ciencia
en que el mismo consiste, está basada en el
conocimiento de hechos correspondientes a la
intimidad de las personas, en la estabilidad fami-
liar y en la seguridad que reclama el estado de
filiación.

Por ello, el cumplimiento de lo establecido por
el Tribunal Constitucional tiene lugar confiriendo
legitimación al padre y a la madre para el ejercicio
de la acción de declaración en la filiación no matri-
monial, pero requiriendo, como presupuesto de
procedibilidad, en aquellos supuestos en que la
filiación no estuviera todavía determinada, el pre-
vio reconocimiento, el cual, se amplía, además, al
del hijo ya fallecido, hasta ahora no contemplado
en caso alguno, y que ahora se posibilita para
aquellos supuestos en que el mismo dejara des-
cendientes.

De esta manera, sólo en el supuesto de que el
reconocimiento no llegara a ser eficaz para deter-
minar la filiación, el progenitor podrá acudir a la
correspondiente acción de declaración de la filia-
ción con inclusión de la del hijo ya fallecido en
tales circunstancias.

A su vez, y dentro de las limitaciones que el
propio Tribunal Constitucional refiere, “para impe-
dir la utilización abusiva de dicha vía de determi-
nación de la filiación” y, fundamentalmente, para
garantizar el necesario equilibrio entre la estabili-
dad familiar, el superior interés del hijo y la verdad
biológica, y dentro del respeto al derecho a la
tutela judicial efectiva, se ha considerado ponde-
rado el establecimiento de plazo de caducidad de
la acción, en un año, así como la posibilidad de
que, motivadamente, la autoridad judicial pueda
limitar los efectos de la filiación así determinada.

También la propia regulación del reconoci-
miento es objeto de modificación. Concretamente,
en lo que se refiere a la posibilidad de impedir su
eficacia en aquellos supuestos en que no se
requiera el consentimiento de la persona recono-
cida y con la finalidad de lograr una regulación
más acorde a la naturaleza de lo que hasta ahora
se ha denominado “impugnación”. Y así, la misma
pasa a configurarse como una “oposición”, que
deberá fundarse en el superior interés de la per-
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sona reconocida (en lugar de en “justa causa”),
que se articulará por los trámites de la jurisdicción
voluntaria y que, además, conlleva un sustancial
acortamiento del plazo para su formalización, un
año, en sintonía con el resto de modificaciones de
las acciones de filiación que también se operan en
la presente Ley. Junto a ello, y en asunción del
criterio de la indisponibilidad del estado civil, se
suprime la discrecionalidad de la persona recono-
cida para oponerse al reconocimiento una vez
alcanzada la mayoría de edad o recuperada su
capacidad.

Ya en relación a las acciones de filiación, y en
sede de sus disposiciones generales, se estable-
ce explícitamente que toda persona legitimada
para la acción de declaración de la filiación tiene
también acción para impugnar la misma, ya no
sólo como necesario complemento de la recién
creada acción del progenitor para la declaración
de la filiación no matrimonial, sino, así mismo,
para disipar las dudas hasta ahora suscitadas en
torno a esa doble legitimación.

En las acciones de impugnación, la nueva
regulación del reconocimiento y de la acción de
declaración ha hecho que se manifieste la necesi-
dad de la creación de acción para el representan-
te legal de la persona menor o con la capacidad
judicialmente modificada cuya oposición al reco-
nocimiento hubiera sido desestimada y con el fin
de demostrar la falta de paternidad del reconoce-
dor o de lograr la limitación de los efectos de la
filiación así determinada. De la misma manera, se
establece acción de impugnación a favor de la
persona reconocida durante su minoría de edad o
en período en que tuviera la capacidad judicial-
mente modificada al alcanzar o recuperar la capa-
cidad cuando no lo hubiera hecho ya su represen-
tante legal. Las referidas acciones se contemplan
igualmente en relación a los descendientes de la
persona reconocida una vez fallecida.

Ha sido también consecuencia de tal regula-
ción, y más concretamente, de la creación de la
denominada oposición al reconocimiento, la nece-
sidad de distinguir entre la acción de impugnación
del reconocimiento, en sí mismo y por vicio del
consentimiento, y la acción de impugnación de la
filiación determinada por dicho medio.

Otras disposiciones han sido objeto de modifi-
cación en sede de acciones de impugnación. Y
así, se ha incluido la excepción del régimen gene-
ral del Registro Civil con el fin de no impedir la
invalidez del título y en aras de armonizar ambas
legislaciones; se ha incluido el desconocimiento
de la paternidad biológica como parámetro de
determinación del “dies a quo” de la acción de

acuerdo al principio de cognoscibilidad (SSTC
138/2005 y 156/2005), también recogido en la
nueva redacción de la Ley 71; y se ha creado la
acción de impugnación de la paternidad del mari-
do a favor de la madre siempre que la misma se
fundamente en interés del hijo.

Por último, el resto de modificaciones se llevan
a cabo en sede de acciones de declaración, y han
consistido, por un lado, en establecer que el hijo
podrá ejercitar la acción de declaración de la filia-
ción no matrimonial durante toda su vida supri-
miéndose las circunstancias en que anteriormente
tenía que fundar la acción y explicitándose, ante
las dudas que pudo haber suscitado la legitima-
ción de sus descendientes, que durante su mino-
ría puede ejercitarla su representante legal, y, por
otro lado, en extender la legitimación reconocida a
los terceros para la acción de la filiación matrimo-
nial con posesión de estado a la filiación no matri-
monial.

Artículo único. Modificaciones de la Ley
1/1973, de 1 de marzo, por la que se aprueba la
Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra.

Se modifican las leyes de la Compilación del
Derecho Civil Foral de Navarra que se relacionan
a continuación:

1. Se modifica la Ley 69 que pasará a tener la
siguiente redacción:

“LEY 69. Reconocimiento

a) Forma.

El reconocimiento deberá hacerse por declara-
ción ante el encargado del Registro Civil u otro
documento público.

Los progenitores pueden otorgar el reconoci-
miento conjunta o separadamente. Si lo hicieran
por separado, no podrán manifestar en él la identi-
dad del otro progenitor a no ser que ya estuviese
determinada.

b) Capacidad.

Puede reconocer toda persona mayor de 14
años; si fuera menor de edad no emancipada o
tuviera la capacidad modificada judicialmente, se
requerirá aprobación judicial previa audiencia del
Ministerio Fiscal.

c) Requisitos.

El reconocimiento de la persona mayor de
edad o menor emancipada requerirá su consenti-
miento expreso o tácito.

El reconocimiento de la persona menor de
edad no emancipada o con la capacidad modifica-
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da judicialmente será inscribible en el Registro
Civil sin perjuicio de la oposición que puede for-
mular quien tenga su representación legal confor-
me a lo previsto en el apartado siguiente, la cual
deberá fundarse en el superior interés de la per-
sona reconocida.

Podrá también reconocerse a un hijo ya falleci-
do siempre que hubiera dejado descendientes. En
el supuesto de que éstos sean mayores de edad o
menores emancipados, el reconocimiento requeri-
rá su consentimiento expreso o tácito. Cuando
sean menores no emancipados o tuvieran su
capacidad modificada judicialmente, el reconoci-
miento será inscribible, pero podrá ser también
objeto de oposición por su representante legal
fundada en su superior interés.

d) Oposición al reconocimiento.

La oposición deberá formalizarse en el plazo
de un año desde que el reconocimiento haya sido
objeto de notificación, se sustanciará por los trá-
mites previstos en la Ley de Jurisdicción Volunta-
ria para el reconocimiento de la filiación no matri-
monial y será estimada cuando resulte contrario al
interés de la persona reconocida o de sus descen-
dientes”.

2. Se modifica la Ley 70 que pasará a tener la
siguiente redacción:

“LEY 70. Acciones de filiación. Disposicio-
nes generales

La paternidad y maternidad podrán ser recla-
madas e impugnadas mediante toda clase de
pruebas, con arreglo a las disposiciones de esta
Compilación. El Juez no admitirá la demanda si
con ella no se presenta un principio de prueba de
los hechos en que se funde.

No podrá reclamarse una filiación contradicto-
ria con la determinada legalmente sin que al pro-
pio tiempo se impugne esta. Las personas a quie-
nes la presente Compilación reconozca
legitimación para ejercitar la acción de declara-
ción, la tendrán también, y en el mismo plazo,
para impugnar la filiación contradictoria aun en el
supuesto de que no la tuvieran para el ejercicio
independiente de la acción de impugnación.

En ningún caso será impugnable la filiación
determinada por sentencia firme.

Durante el procedimiento, el Juez adoptará
todas las medidas que estime oportunas para la
protección de la persona menor no emancipada o
con capacidad judicialmente modificada cuya filia-
ción sea objeto de demanda, así como para la
protección de sus bienes.

Las acciones que correspondan a dichas per-
sonas podrán ser ejercitadas indistintamente por
su representante legal o por el Ministerio Fiscal.

A la muerte del demandante, sus herederos
podrán continuar el ejercicio de las acciones ya
entabladas.

Acciones de impugnación

Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación
del Registro Civil sobre impugnación y rectifica-
ción de asientos registrales, la impugnación de la
filiación tendrá lugar de conformidad con las
siguientes disposiciones:

a) Impugnación de la maternidad.

La maternidad que conste en la inscripción de
nacimiento será impugnable en vía civil probando
la suposición de parto o la no identidad del
supuesto hijo con el nacido.

Si coincide con la posesión de estado, no
podrá ser directamente impugnada más que por el
hijo y por la mujer que no hubiere participado
consciente y voluntariamente en los hechos de
que deriva la falsa inscripción de su maternidad o
de la filiación determinada por ella.

Si falta la posesión de estado coincidente,
podrán también impugnarla quienes tengan inte-
rés lícito y directo.

b) Impugnación de la paternidad del marido.

La paternidad del marido de la madre podrá
ser impugnada por éste hasta transcurrido un año
desde la inscripción de la filiación en el Registro
Civil pero este plazo no correrá mientras ignore el
nacimiento salvo que, conociendo el mismo, des-
conociera su falta de paternidad biológica, en
cuyo caso, el plazo de un año comenzará a correr
en el momento en que tuviera tal conocimiento o
hubiera podido razonablemente tenerlo.

Si el marido falleciere antes de transcurrir el
plazo señalado en el párrafo anterior, la acción
corresponderá a cada heredero por el tiempo que
faltare para completar el mismo. Si falleciere sin
que se hubiera practicado dicha inscripción, igno-
rando el nacimiento, o su paternidad, sus herede-
ros podrán promover la impugnación en el referido
término.

La paternidad será también impugnable por el
hijo durante el año siguiente a haber alcanzado o
recuperado la capacidad suficiente o a la inscrip-
ción de su nacimiento, si fuera posterior.

La madre podrá impugnarla, en representación
y en interés del hijo, cuando éste sea menor no
emancipado o tenga su capacidad judicialmente
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modificada. El plazo será de un año a partir de la
inscripción o del momento en que hubiera tenido
conocimiento de la falta de paternidad del marido.

c) Impugnación del reconocimiento.

El reconocimiento realizado con vicio del con-
sentimiento podrá ser impugnado por su otorgante
dentro del año siguiente a su cesación.

d) Impugnación de la paternidad determinada
mediante el reconocimiento.

El representante legal de la persona menor no
emancipada o con la capacidad judicialmente
modificada cuya oposición al reconocimiento
hubiera sido desestimada, podrá impugnar la filia-
ción así determinada por no ser cierta la paterni-
dad de quien lo haya otorgado. Así mismo, y en
interés del hijo o de sus descendientes cuando
éste hubiera sido reconocido una vez fallecido,
podrá ejercitar la acción al objeto de que en la
sentencia se limiten sus efectos conforme a lo
dispuesto en la Ley 72. En ambos casos, el plazo
para el ejercicio de la acción será de un año
desde que la filiación hubiera quedado determi-
nada.

La persona que hubiera sido reconocida
durante su minoría de edad o en el período en
que tuviera su capacidad modificada, o los des-
cendientes de la persona fallecida reconocida
cuando eran menores o no tenían suficiente capa-
cidad para consentir, podrán impugnar la filiación
así determinada durante el año siguiente a alcan-
zar la mayoría de edad o emancipación o a recu-
perar la capacidad suficiente para ejercitar la
acción, siempre que no lo hubiera hecho ya su
representante legal conforme al párrafo anterior.

La paternidad así determinada será asimismo
impugnable por aquellos a quienes perjudique
dentro de los cuatro años siguientes a su inscrip-
ción”.

3. Se modifica la Ley 71 que pasará a tener la
siguiente redacción.

“LEY 71. Acciones de declaración

a) Acción de declaración de la filiación matri-
monial.

El padre, la madre y el hijo pueden reclamar la
filiación matrimonial de éste en cualquier tiempo.
Si hubiese posesión de estado, pueden ejercitar la
bbbacción los terceros con interés lícito y directo.

b) Acción de declaración de la filiación no
matrimonial.

La acción de declaración de la filiación no
matrimonial podrá ser ejercitada:

1. Por los hijos, durante toda su vida. Cuando
sean menores de edad o tengan su capacidad
modificada judicialmente la acción corresponderá
a su representante legal y al Ministerio Fiscal.

En el caso de que hubiesen fallecido durante
su menor edad o con la capacidad judicialmente
modificada podrá ser ejercitada por sus descen-
dientes.

2. Por los progenitores, en el plazo de un año
desde que se hubiera tenido conocimiento de la
posible paternidad o maternidad o razonablemen-
te se hubiera podido tenerlo.

Cuando la filiación no estuviera determinada,
será necesario que el progenitor que pretenda la
declaración de su paternidad o maternidad haya
realizado previamente el reconocimiento en la
forma establecida en la Ley 69 y que la determi-
nación de la filiación conforme al mismo no hubie-
ra podido tener lugar por falta de consentimiento
de la persona reconocida o, en su caso, de sus
descendientes, o por estimación judicial de la opo-
sición de sus respectivos representantes legales.

En tales supuestos, el plazo para el ejercicio
de la acción se suspenderá en el momento en que
se realice el reconocimiento, reanudándose su
cómputo desde que conste la falta de consenti-
miento o desde que adquiera firmeza la resolución
que estime la oposición.

La sentencia estimatoria de la acción de decla-
ración determinará la filiación, pero podrá, en inte-
rés del hijo o de sus descendientes, limitar sus
efectos conforme a lo dispuesto en la Ley 72.

3. Por aquellas personas que tengan un inte-
rés lícito y directo, siempre que hubiese posesión
de estado, y en cualquier tiempo.

c) Legitimación pasiva común a las acciones
de declaración.

Las acciones para la declaración judicial de
paternidad o maternidad, si el padre o la madre
hubieren fallecido, podrán dirigirse contra sus
herederos”.

4. En la Ley 72 se introducen las siguientes
modificaciones:

“a) Su título pasará a denominarse “Contenido
y efectos de la filiación”.

b) Se intercala un segundo apartado, con la
siguiente redacción:

Ello no obstante, en las resoluciones a que se
refieren los supuestos específicamente previstos
en las leyes anteriores, el Juez podrá, de forma
motivada, determinar que los efectos de la filia-
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ción sean meramente declarativos de esta rela-
ción o restringir el alcance de los mismos.

c) Los siguientes párrafos pasan a constituir,
respectivamente, los párrafos tercero, cuarto y
quinto.

d) A su vez, el anterior párrafo segundo, que
pasa a constituir el párrafo tercero, tendrá la
siguiente redacción:

Cuando la paternidad o la maternidad hayan
sido determinadas judicialmente contra la oposi-
ción infundada del progenitor o en sentencia penal
condenatoria de éste, no le corresponderá la
patria potestad u otra función tuitiva sobre el hijo;
ni derechos por ministerio de la Ley sobre su
patrimonio o en su sucesión mortis causa. Y sólo

por voluntad del hijo o de su representante legal
se le atribuirán los apellidos de su progenitor”.

Disposición transitoria

El cómputo de los plazos de caducidad de la
oposición al reconocimiento y de las acciones
objeto de regulación y modificación en la presente
Ley se iniciará al día siguiente de su entrada en
vigor para aquellos supuestos en que el hecho
que suponga su nacimiento sea anterior y siempre
que, en su caso, todavía no hubiere transcurrido
el plazo previsto conforme a la Ley hasta enton-
ces vigente.

Disposición final

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Boletín Oficial de Navarra.
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En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la resolución por la que se insta al
Gobierno de Navarra a avanzar en el cumplimien-
to de lo establecido en el objetivo 17.2 de la Agen-
da 2030, aprobada por el Pleno del Parlamento de
Navarra en sesión celebrada el día 10 de mayo de
2018, cuyo texto se inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a: 

1. Avanzar sustancialmente en el cumplimiento
de lo establecido en el objetivo 17.2 de la Agenda
2030, cumpliendo lo establecido en su Acuerdo
Programático y destinando el 0,5% del presupues-
to a AOD antes de finalizar esta legislatura. 

2. Consensuar con las entidades del sector
(Coordinadora de ONGD) y con todos los grupos
políticos que conforman el arco parlamentario los
criterios que determinan el porcentaje del presu-
puesto destinado a AOD. 

3. Cumplir escrupulosamente el Decreto Foral
213/2011, de 21 de septiembre, por el que se
regula el Consejo Navarro de Cooperación al Des-
arrollo, y su Reglamento de funcionamiento, con-
vocando este al menos dos veces al año. 

4. Mantener una interlocución permanente y
productiva con la Coordinadora de ONGD que
favorezca una amplia participación y consenso en
la elaboración del III Plan Director de la Coopera-
ción Navarra”.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta: Ainhoa Aznárez Igarza

Resolución por la que se insta al Gobierno de Navarra a avanzar en el
cumplimiento de lo establecido en el objetivo 17.2 de la Agenda 2030

APROBACIÓN POR EL PLENO

Serie E:
INTERPELACIONES, MOCIONES Y DECLARACIONES POLÍTICAS
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Resolución por la que se insta al Departamento de Educación del Gobierno
de Navarra a que, dado el innegable carácter educativo de la Educa-
ción Infantil, abogue por que este ciclo se gestione desde el Departa-
mento de Educación y que, teniendo como objetivo la gratuidad y la
red única, este diseñe junto con los agentes educativos una planifica-
ción que se pueda ejecutar por fases

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la resolución por la que se insta al
Departamento de Educación del Gobierno de
Navarra a que, dado el innegable carácter educa-
tivo de la Educación Infantil, abogue por que este
ciclo se gestione desde el Departamento de Edu-
cación y que, teniendo como objetivo la gratuidad
y la red única, este diseñe junto con los agentes
educativos una planificación que se pueda ejecu-
tar por fases, aprobada por el Pleno del Parla-
mento de Navarra en sesión celebrada el día 10
de mayo de 2018, cuyo texto se inserta a conti-
nuación:

“1. El Parlamento de Navarra insta al Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra a
que, dado el innegable carácter educativo de la
Educación Infantil, abogue por que este ciclo se
gestione desde el Departamento de Educación y
que, teniendo como objetivo la gratuidad y la red
única, este diseñe junto con los agentes educati-
vos una planificación que se pueda ejecutar por
fases.

2. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de Navarra a que presente, en el plazo de seis
meses, un cronograma de las actuaciones a reali-
zar en los años 2018/2020 que incluya, al menos,
las siguientes cuestiones: 

a.- Elaboración de una normativa que desarro-
lle esta etapa del cero-seis, especialmente el pri-
mer ciclo, y que la regule, tanto en los centros
públicos como en los privados, asegurando esta

atención educativa en los dos idiomas propios de
la Comunidad Foral de Navarra, en función de lo
que las familias soliciten. 

b.- Estudio económico de lo que supondría la
implantación gratuita y progresiva del cero-tres,
señalando ratios, porcentaje de alumnado afecta-
do, plazos, zonas, construcciones, etc. 

c.- Constitución de un organismo dependiente
del Departamento de Educación, que garantice y
profundice en el carácter educativo del primer
ciclo de esta etapa, señalando las ratios, criterios
pedagógicos, metodologías, tipo de profesionales
necesarios, etc., que contribuyan al desarrollo de
los objetivos de esta etapa educativa. Además,
velará por el avance en la gratuidad y poder reali-
zar ordenadamente el paso escalonado de las
diferentes escuelas infantiles de titularidad pública
al Departamento de Educación. Un organismo en
el que estén al menos el Departamento de Dere-
chos Sociales, Ayuntamientos y Plataforma cero-
tres de Navarra. 

d.- Cómo se va a cumplir la implicación del
servicio de inspección en el apoyo, desarrollo y en
el control riguroso de la normativa existente y de
la dimensión pedagógica de la etapa. 

e.- EI informe sobre las personas que actual-
mente trabajan en esta etapa, para asegurar unas
condiciones dignas y el respeto total a sus dere-
chos tanto laborales como salariales en esta
etapa de transición y luego de forma definitiva”.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza
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En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la resolución por la que se insta al
Gobierno de España a trasladar a la cárcel de
Pamplona a todas las personas presas navarras o
con arraigo en Navarra que se encuentren cum-
pliendo condena en otras prisiones, aprobada por
el Pleno del Parlamento de Navarra en sesión
celebrada el día 10 de mayo de 2018, cuyo texto
se inserta a continuación:

“1. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de España, concretamente al Ministerio de Inte-
rior, a remitir a la mayor brevedad al Parlamento
de Navarra la siguiente información: 

a. Cuántas personas presas en Navarra o con
arraigo en Navarra (entendiéndose empadrona-
das al menos un año antes de ingresar en prisión

en Navarra) están cumpliendo condena en otras
prisiones del Estado y en cuáles. 

b. Cuáles están en otras prisiones por decisión
propia y cuáles por decisión de la Administración
Penitenciaria. En el caso de que sea decisión de
la Administración Penitenciaria, cuáles son los
motivos. 

2. El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de España a que proceda a trasladar inmediata-
mente a la cárcel de Pamplona a todas las perso-
nas presas navarras o con arraigo en Navarra que
se encuentren cumpliendo condena en otras pri-
siones siempre que las interesadas muestren su
conformidad. 

3. Esta resolución se remitirá al Ministerio del
Interior y al Consejo de Ministros”.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza

Resolución por la que se insta al Gobierno de España a trasladar a la cár-
cel de Pamplona a todas las personas presas navarras o con arraigo en
Navarra que se encuentren cumpliendo condena en otras prisiones

APROBACIÓN POR EL PLENO

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 114 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la resolución por la que se insta al
Gobierno de España a modificar el Código Penal
de modo que el mismo refleje que las relaciones
sexuales sin consentimiento son agresiones
sexuales, es decir, violaciones, aprobada por el
Pleno del Parlamento de Navarra en sesión cele-
brada el día 10 de mayo de 2018, cuyo texto se
inserta a continuación:

“El Parlamento de Navarra insta al Gobierno
de España a:

1. Modificar el Código Penal de modo que el
mismo refleje que las relaciones sexuales sin con-

sentimiento son agresiones sexuales, es decir,
violaciones.

2. Garantizar una efectiva formación y especia-
lización en violencia de género de todas las y los
profesionales que trabajan en el ámbito judicial tal
y como recoge el Pacto en materia de Violencia
de Género aprobado por el Congreso de los Dipu-
tados en septiembre de 2017. 

3. Apoyar la proposición de modificación de la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, propuesta por el Grupo Socialista del
Congreso de los Diputados”.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza

Resolución por la que se insta al Gobierno de España a modificar el Códi-
go Penal de modo que el mismo refleje que las relaciones sexuales sin
consentimiento son agresiones sexuales, es decir, violaciones

APROBACIÓN POR EL PLENO
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En sesión celebrada el día 10 de mayo de
2018, el Pleno de la Cámara rechazó la moción
por la que se insta al Gobierno de Navarra a
incluir propuestas con el fin de mejorar el diseño
del proyecto constructivo de la segunda fase del
Canal de Navarra, presentada por el Ilmo. Sr. D.

Javier García Jiménez y publicada en el Boletín
Oficial del Parlamento de Navarra núm. 30 de 9
de marzo de 2018.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza

Moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a incluir propuestas
con el fin de mejorar el diseño del proyecto constructivo de la segunda
fase del Canal de Navarra

RECHAZO POR EL PLENO

En sesión celebrada el día 10 de mayo de
2018, el Pleno de la Cámara rechazó la moción
por la que se insta al Departamento de Educación
a establecer como modelo lingüístico la implanta-
ción de los programas de aprendizaje en lenguas
extranjeras, especialmente en inglés (PAI), con
todas las garantías jurídicas y educativas, presen-

tada por el Ilmo. Sr. D. Alberto Catalán Higueras

y publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de

Navarra núm. 33 de 16 de marzo de 2018.

Pamplona, 15 de mayo de 2018

La Presidenta:  Ainhoa Aznárez Igarza

Moción por la que se insta al Departamento de Educación a establecer
como modelo lingüístico la implantación de los programas de aprendi-
zaje en lenguas extranjeras, especialmente en inglés (PAI)

RECHAZO POR EL PLENO
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